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CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE,

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA


ORDEN DEL DÍA DE LA TERCERA SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

11  DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2012.
1.- LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA.

2.- DECLARATORIA DE APERTURA DE LA SESIÓN.
3.- LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA PROPUESTO PARA EL DESARROLLO DE ESTA SESIÓN.

4.- LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DE LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

6.- LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR. 

7.- LECTURA DE INICIATIVAS DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


A.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE DECRETO QUE  REFORMA EL ARTÍCULO 67, FRACCIÓN XXXIV, INCISO B), DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO VICTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ.

8.- LECTURA DE INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS:
A.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA EXPEDIR LA LEY DE DEUDA PÚBLICA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

B.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA CUAL SE REFORMAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE MÉDICO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO JORGE GONZÁLEZ TORRES”, DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO.

C.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA EL TÍTULO QUINTO CAPÍTULO PRIMERO, ARTÍCULOS 401 BIS Y 402 BIS, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA.

D.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE  DECRETO POR EL QUE SE FORTALECE LA TRANSPARENCIA Y EL GOBIERNO ABIERTO AL ADICIONAR UNA NUEVA FRACCIÓN XXV AL ARTÍCULO 19, PASANDO LA ACTUAL FRACCIÓN XXV A SER LA XXVI Y SE ADICIONA UN ARTÍCULO 19 BIS DE LA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES PARA  EL ESTADO DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA, DEL PARTIDO UNIDAD  DEMOCRÁTICA DE COAHUILA.

E.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN III, RECORRIENDO EL TEXTO ACTUAL A LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 110; Y ADICIONAR EL ARTÍCULO 112 BIS A LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

F.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE DECRETO QUE CONTIENE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ.

G.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO ELECTORAL DE COAHUILA, PARA CANCELAR LA CANDIDATURA DE AQUEL CONTENDIENTE QUE EXCEDA LOS TOPES DE GASTOS PERMITIDOS, PLANTEADA POR EL DIPUTADO EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA.

H.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 67 DE LA LEY DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO NORBERTO RÍOS PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESOR JOSÉ SANTOS VALDEZ”, DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA.

I.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY COAHUILENSE PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO LINGÜÍSTICO KICKAPOO, PLANTEADA POR EL DIPUTADO EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA.
9.- LECTURA DE DICTÁMENES CONSTITUCIONALES:

A.- PRIMERA LECTURA DE UN DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE REFORMA AL ARTÍCULO 158-U DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO, LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.
10.- LECTURA, DISCUSIÓN, Y EN SU CASO, APROBACIÓN DE DICTÁMENES EN CARTERA:

A.- DICTAMEN PRESENTADO POR LAS COMISIONES UNIDAS DE SEGURIDAD PÚBLICA Y DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO, LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

B.- DICTAMEN PRESENTADO POR LAS COMISIONES UNIDAS DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA Y DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DE PROTECCIÓN DE ANIMALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, Y SE ADICIONA LA SECCIÓN CUARTA “PELEAS O ENFRENTAMIENTOS ENTRE ANIMALES”, CON SUS  ARTÍCULOS 274 BIS Y 274 BIS 1, AL CAPÍTULO PRIMERO “DELITOS CONTRA LA TRANQUILIDAD PÚBLICA”, DEL TÍTULO SEGUNDO “DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA”, APARTADO SEGUNDO “DELITOS CONTRA LA SOCIEDAD”, LIBRO SEGUNDO “PARTE ESPECIAL” DEL CÓDIGO PENAL DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
11.- PROPOSICIONES DE GRUPOS PARLAMENTARIOS Y DIPUTADOS:

A.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO MANOLO JIMÉNEZ SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN, “EN EL QUE SE EXHORTA A LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA Y A LA PROFECO A INFORMAR AL PÚBLICO CONSUMIDOR DE LOS INCREMENTOS EN LOS PRECIOS DEL SERVICIO DE SUMINISTRO DE GAS POR PARTE DE  LA COMPAÑÍA DE GAS NATURAL-FENOSA”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

B.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “CON OBJETO DE QUE ESTA SOBERANÍA SOLICITE A LA SECRETARÍA DE FINANZAS DE COAHUILA, LO SIGUIENTE: 1) EL COSTO QUE HA IMPLICADO EL  MANTENER FUNCIONANDO DOS TRIBUNALES DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, TANTO EN NÓMINA, GASTOS DE OPERACIÓN Y DEMÁS EROGACIONES; 2) EL TIEMPO QUE AÚN FALTA PARA QUE SOLO FUNCIONE EL QUE CORRESPONDE AL PODER JUDICIAL; 3) LOS COSTOS APROXIMADOS QUE SE GENERARÁN EN EL PLAZO DE TIEMPO ANTES MENCIONADO; 4) SI EXISTEN PROBLEMAS LEGALES O DEMANDAS PRESENTADAS EN SU  MOMENTO POR LOS EMPLEADOS ORIGINALES DEL TRIBUNAL QUE FUERON (EN EL PAPEL) REEMPLAZADOS POR SU SIMILAR ADSCRITO AL PODER JUDICIAL, Y, 5) SI LA EXISTENCIA DE AMBOS TRIBUNALES SE DEBE SOLO  A QUE NO HAN CONCLUIDO LOS PROCESOS LABORALES QUE ESTABAN PENDIENTES CUANDO SE DECRETÓ SU EXTINCIÓN, U OBEDECE A PROBLEMAS LEGALES DE DIVERSA NATURALEZA, COMO LOS ANTES MENCIONADOS”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN
C.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO FRANCISCO JOSÉ DÁVILA RODRÍGUEZ, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN “EN EL QUE SE EXHORTA AL SENADO DE LA REPÚBLICA A PROCESAR LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA LA LEY DE ASENTAMIENTOS HUMANOS PRESENTADA EL 29 DE NOVIEMBRE DE 2011”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

D.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ, COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO “APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN”, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “CON RELACIÓN A SOLICITAR QUE EL AYUNTAMIENTO DE TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA, ANALICE Y LLEVE A CABO LAS ACCIONES NECESARIAS PARA REINSTAURAR EL PATRONATO DEL BOSQUE VENUSTIANO CARRANZA”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN
E.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “POR EL QUE SE EXHORTA AL INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, INSTRUMENTE LO PERTINENTE PARA QUE, A LA BREVEDAD, SE CUMPLA CON LO ESTABLECIDO POR LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 19 Y, DE ESTA MANERA, EJECUTIVO Y MUNICIPIOS, Y TODOS LOS DEMÁS SUJETOS OBLIGADOS A LOS QUE LES APLIQUE, INFORMEN SOBRE EL MONTO DE LOS RECURSOS ECONÓMICOS O EN ESPECIE QUE POR CUALQUIER  MOTIVO HAYAN ENTREGADO A LOS SINDICATOS”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

F.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO JUAN CARLOS AYUP GUERRERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN, “EN EL QUE SE SOLICITA A LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD LLEVE A CABO LA RENOVACIÓN DE LOS CONTRATOS ABIERTOS DE SUMINISTRO DE CARBÓN CON LA PROMOTORA PARA EL DESARROLLO MINERO DE COAHUILA”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

G.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO JOSÉ FRANCISCO RODRÍGUEZ HERRERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN, “CON RELACIÓN A LAS MALAS CONDICIONES QUE EXISTEN ENTRE EL KILÓMETRO 156 Y EL 160 DE LA CARRETERA SALTILLO-TORREÓN”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

12.- AGENDA POLÍTICA:

A.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO MANOLO JIMÉNEZ SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA DAR LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBEN, “EN RELACIÓN AL CCII ANIVERSARIO DEL INICIO DE LA LUCHA POR LA INDEPENDENCIA DE NUESTRO PAÍS”.

13.- CLAUSURA DE LA SESIÓN Y CITATORIO PARA LA PRÓXIMA SESIÓN.
MINUTA DE LA SEGUNDA SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO, SIENDO LAS 11:00 HORAS, CON 17 MINUTOS, DEL DÍA 4 DE SEPTIEMBRE DE 2012, DIO INICIO LA SESIÓN, ESTANDO PRESENTES LA TOTALIDAD DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE INTEGRAN EL CONGRESO DEL ESTADO,  DE LA SIGUIENTE MANERA:

1.- LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VALIDOS LOS ACUERDOS QUE SE APRUEBEN EN LA MISMA.
2.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA.

3.- SE DIO LECTURA A LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA.

4.- SE DIO LECTURA AL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

5.- SE DIO LECTURA AL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR. 

6.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN XX DEL ARTÍCULO 67 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ  PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÁ DARSE SEGUNDA LECTURA, CON UN INTERVALO DE DIEZ DÍAS, POR LO QUE SERÍA AGENDADA EN SU OPORTUNIDAD.

7.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA DE DECRETO QUE CONTIENE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÁ DARSE SEGUNDA LECTURA EN UNA PRÓXIMA SESIÓN, POR LO QUE SERÍA AGENDADA EN SU OPORTUNIDAD.

8.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO ELECTORAL DE COAHUILA, PARA CANCELAR LA CANDIDATURA DE AQUEL CONTENDIENTE QUE EXCEDA LOS TOPES DE GASTOS PERMITIDOS, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÁ DARSE SEGUNDA LECTURA EN UNA PRÓXIMA SESIÓN, POR LO QUE SERÍA AGENDADA EN SU OPORTUNIDAD.

9.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 67 DE LA LEY DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO NORBERTO RÍOS PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESOR JOSÉ SANTOS VALDEZ”, DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÁ DARSE SEGUNDA LECTURA EN UNA PRÓXIMA SESIÓN, POR LO QUE SERÍA AGENDADA EN SU OPORTUNIDAD.

10.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY COAHUILENSE PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO LINGÜÍSTICO KICKAPOO, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÁ DARSE SEGUNDA LECTURA EN UNA PRÓXIMA SESIÓN, POR LO QUE SERÍA AGENDADA EN SU OPORTUNIDAD. 

11.- SE DISPENSÓ LA SEGUNDA LECTURA DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 41  DE LA LEY ORGÁNICA  DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS; ADICIONAR UN NUEVO CONTENIDO AL INCISO N), RECORRIENDO SU ACTUAL CONTENIDO AL INCISO Ñ) DEL NUMERAL 2, DEL ARTÍCULO 87 DEL CÓDIGO ELECTORAL; Y ADICIONAR UN NUEVO CONTENIDO A LA FRACCIÓN IX, Y RECORRER EL ACTUAL A LA X, DEL ARTÍCULO 19 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA, TODOS, ORDENAMIENTOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

12.- SE DISPENSÓ LA SEGUNDA LECTURA DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR  DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

13.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO,  EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO ELECTORAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JORGE GONZÁLEZ TORRES”, DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO, EN CONJUNTO CON LOS DIPUTADOS  EDMUNDO GÓMEZ GARZA, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA, DIPUTADO  SAMUEL ACEVEDO FLORES, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA Y DIPUTADO EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA.

14.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LO GENERAL, Y EN LO PARTICULAR, LOS ARTÍCULOS 19; 36 FRAC. IX,; 30 FRAC. XI; Y 49 FRAC. I. ASIMISMO, SE DESECHÓ POR MAYORÍA DE VOTOS LA MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 14, DEL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE LEY PARA LA REGULACIÓN DE LA VENTA Y CONSUMO DE ALCOHOL EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

15.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LO GENERAL, Y EN LO PARTICULAR,  ASÍ COMO EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A DOS  INICIATIVAS DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES PARA EL ESTADO DE COAHUILA; QUE PRESENTÓ EL LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

16.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA, LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “EN EL QUE SE EXHORTA AL CONGRESO DE LA UNIÓN A ELEVAR EL PRESUPUESTO FEDERAL EN LOS RUBROS DE EDUCACIÓN, DEPORTE, CULTURA Y EMPRENDEDURISMO EN APOYO A LA JUVENTUD MEXICANA”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO MANOLO JIMÉNEZ SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
17.- EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, DIO LECTURA A UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTÓ, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “CON OBJETO DE QUE ESTA SOBERANÍA SOLICITE A LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO, QUE INFORME Y, EN SU CASO, ENTREGUE A ESTE H. PLENO, LO SIGUIENTE: 1) EL ORIGEN DESGLOSADO DE LOS 18 MIL MILLONES DE PESOS DE LA DEUDA DE COAHUILA, QUE EL AUDITOR SUPERIOR, ARMANDO PLATA, SEÑALA COMO OBTENIDOS ILEGALMENTE, 2) LAS COPIAS DE LOS CONTRATOS O DOCUMENTOS EN QUE SE SUSTENTAN LAS ILEGALES CONTRATACIONES DE  CRÉDITOS ANTES MENCIONADAS, 3) ASIMISMO, QUE INFORME DE MANERA DETALLADA EL TOTAL DE LAS DENUNCIAS ADMINISTRATIVAS QUE SE HAN INTERPUESTO ANTE LA SECRETARÍA DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS, Y LA NATURALEZA Y ALCANCES DE CADA UNA, Y 4) EL TOTAL DE DENUNCIAS PENALES QUE INTERPONDRÁ LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO EN RELACIÓN A LA DEUDA DE COAHUILA”, CON LA SOLICITUD A LA PRESIDENCIA DE QUE LA MISMA, SE CONSIDERARÁ DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN, POR LO QUE LA PRESIDENCIA PUSO A CONSIDERACIÓN DEL PLENO DICHA SOLICITUD, RECHAZÁNDOSE POR MAYORÍA DE VOTOS; DISPONIÉNDOSE QUE FUERA TURNADA A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA, PARA LOS EFECTOS PROCEDENTES.

18.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA, LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, SOBRE “EXHORTO AL SECRETARIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO A EMPRENDER ACCIONES DECIDIDAS Y CONTUNDENTES PARA HACER VIABLE Y PRODUCTIVA LA EXPLOTACIÓN DE  GAS METANO ASOCIADO AL CARBÓN”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA ANA MARÍA BOONE GODOY DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.
19.- SE DESECHÓ POR MAYORÍA DE VOTOS LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, “CON OBJETO DE QUE ESTA SOBERANÍA POR CONDUCTO DE LA JUNTA DE GOBIERNO, INSTRUYA A LA OFICIALÍA MAYOR DE ESTE CONGRESO, PARA QUE EN UN PLAZO BREVE DE TIEMPO, ELABORE UN INFORME DESGLOSADO CON EL TOTAL DE EXHORTOS Y SOLICITUDES QUE ESTA LEGISLATURA HA EMITIDO, LAS RESPUESTAS QUE SE HAN DADO A CADA UNO Y EL NÚMERO DE ELLOS QUE SIGUEN SIN CONTESTACIÓN”, QUE PRESENTÓ DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.
20.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA, LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “CON RELACIÓN AL AUMENTO QUE SUFREN MES CON MES LAS GASOLINAS Y EL DIESEL”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

21.- EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, DIO LECTURA A UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTÓ, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “CON OBJETO DE QUE ESTA SOBERANÍA SOLICITE LA COMPARECENCIA ANTE ESTE H. PLENO DE LA DIRECTORA DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DEL ESTADO DE COAHUILA, A FIN DE QUE EXPLIQUE E INFORME TODO LO REFERENTE A LOS DISTINTOS FRAUDES QUE SE HAN VERIFICADO EN LA ENTIDAD, ESPECIALMENTE EL DEL HOSPITAL MUNICIPAL DE TORREÓN, COAHUILA. ASIMISMO, QUE SE REQUIERA AL TESORERO DEL AYUNTAMIENTO ANTES SEÑALADO, UN INFORME DETALLADO SOBRE LAS CIRCUNSTANCIAS EN QUE FUE ADQUIRIDO EL INMUEBLE CORRESPONDIENTE AL HOSPITAL YA MENCIONADO Y EN SU CASO, EL MONTO DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE SE PUEDEN GENERAR PARA EL MUNICIPIO POR ESTE CONFLICTO”, CON LA SOLICITUD A LA PRESIDENCIA DE QUE LA MISMA, SE CONSIDERARÁ DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN, POR LO QUE LA PRESIDENCIA PUSO A CONSIDERACIÓN DEL PLENO DICHA SOLICITUD, RECHAZÁNDOSE POR MAYORÍA DE VOTOS; DISPONIÉNDOSE QUE FUERA TURNADA A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA, PARA LOS EFECTOS PROCEDENTES.
22.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA, LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “CON RELACIÓN AL PARQUE INDUSTRIAL SAN PEDRO”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ FRANCISCO RODRÍGUEZ HERRERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON.

23.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO “EN RELACIÓN A LA DECLARATORIA DE PRESIDENTE ELECTO QUE EMITIÓ EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN A FAVOR DEL LICENCIADO ENRIQUE  PEÑA NIETO”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO MANOLO JIMÉNEZ SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBIERON.

24.- INFORMÓ LA PRESIDENCIA QUE EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JORGE GONZÁLEZ TORRES”, DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO, SOLICITO RETIRAR SU PRONUNCIAMIENTO “CON MOTIVO DEL DÍA DE LA HIGIENE”.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN, SIENDO LAS 17:00 HORAS, CON 22 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A SESIONAR A LAS 11:00 HORAS DEL 11 DE SEPTIEMBRE DE 2012.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 4 DE SEPTIEMBRE  DE 2012

DIP. MARÍA GUADALUPE RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ.

PRESIDENTA.

	DIP. FRANCISCO RODRÍGUEZ HERRERA .
	DIP. SAMUEL ACEVEDO FLORES.

	SECRETARIO
	SECRETARIO


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

11 DE SEPTIEMBRE DE 2012

1.- OFICIO DE LA SECRETARIA DEL AYUNTAMIENTO DE MATAMOROS, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA LAS TABLAS DE VALORES CATASTRALES DE TERRENOS URBANOS Y RÚSTICOS, ASÍ COMO DE CONSTRUCCIONES DE DICHO MUNICIPIO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2013. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

2.- ESCRITO PRESENTADO POR LOS CC. JOSE ARMANDO GONZÁLEZ MURILLO Y RODOLFO WALSS AURIOLES, IX Y XI REGIDORES, RESPECTIVAMENTE, DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL MANIFIESTAN SU VOLUNTAD DE RENUNCIAR A CUALQUIER PRIVILEGIO, PREBENDA O BENEFICIO QUE LEGALMENTE PUDIERA INTERPRETARSE COMO UN IMPEDIMENTO PARA LA RENDICIÓN DE CUENTAS POR ACCIONES DERIVADAS DE SU FUNCIÓN PÚBLICA, PLANTEANDO ASIMISMO, UNA INICIATIVA POPULAR PARA LA REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO, PARA QUE LOS INTEGRANTES DE LOS AYUNTAMIENTOS NO TENGAN EL PRIVILEGIO COLOQUIALMENTE CONOCIDO COMO FUERO.
CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA, TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES, A FIN DE QUE DICTAMINE SOBRE LA PROCEDENCIA DE LA INICIATIVA.

3.- OFICIO DEL DIRECTOR GENERAL DE LA COMISIÓN ESTATAL PARA LA REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA URBANA Y RÚSTICA DE COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA INTERVENCIÓN DE ESTE H. CONGRESO PARA QUE APRUEBE LAS DESINCORPORACIONES Y VALIDACIONES DE LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS IRREGULARES A QUE HACE REFERENCIA EN DICHO OFICIO, SOLICITANDO ADEMÁS QUE LOS PLAZOS QUE SE SEÑALE EN LAS MISMAS PARA REALIZAR DICHAS OPERACIONES, SEAN LO MÁS AMPLIOS POSIBLE.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

4.- COPIA DE UN ESCRITO DIRIGIDO A LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO, PRESENTADO POR LA SÍNDICO DE VIGILANCIA DEL MUNICIPIO DE JIMÉNEZ, COAHUILA DE ZARAGOZA, CON RELACIÓN A DIVERSAS ANOMALÍAS COMETIDAS EN EL PROCESO DE PRESENTACIÓN DEL AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DE DICHO MUNICIPIO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

5.- ESCRITO PRESENTADO POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL DE OCAMPO, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SE DESISTE DEL TRÁMITE DE DESINCORPORACION DE UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 648.90 M2, UBICADO ENTRE LAS CALLES DE MINA Y ESCOBEDO DE DICHO MUNICIPIO, CON EL FIN DE ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DEL CADER (SAGARPA). 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

6.- COPIA DE UN ESCRITO DIRIGIDO AL PRESIDENTE MUNICIPAL DE PARRAS DE LA FUENTE, COAHUILA DE ZARAGOZA, PRESENTADO POR LOS CC. IRMA GUADALUPE MORALES HERRERA, RAÚL MIGUEL MORENO GALLEGOS, JUAN CARLOS MONTOYA ADAME Y GERMÁN SÁENZ MARTÍNEZ, SEGUNDO, SEXTO, SÉPTIMO Y OCTAVO REGIDOR, RESPECTIVAMENTE, DE DICHO MUNICIPIO, MEDIANTE EL CUAL SE RETRACTAN DE LA APROBACIÓN DE LA VENTA DE LOS LOTES DEL MERCADO 5 DE FEBRERO, POR NO HABERSE LLEVADO LOS TRÁMITES DE MANERA TRANSPARENTE Y EFICAZ.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

7.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL DE UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 1,678.68 M2, UBICADO EN LA AMPLIACIÓN CEDROS DE ESTE MUNICIPIO, CON EL FIN DE ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DEL JARDÍN DE NIÑOS NUEVA CREACIÓN. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

8.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA RESPETUOSAMENTE LA ACTUALIZACIÓN DEL DECRETO DE CREACIÓN DEL SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ACUÑA, COAHUILA, CON LAS ADECUACIONES NECESARIAS CONFORME A LO QUE DISPONE LA NUEVA LEY DE AGUAS PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

TÚRNESE A LAS COMISIONES UNIDAS DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA Y DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

9.- OFICIO DE LA CÁMARA DE SENADORES DEL CONGRESO DE LA UNIÓN MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA SOBRE LA DECLARATORIA DE LA CONSTITUCIÓN DE LA SEXAGÉSIMA SEGUNDA LEGISLATURA Y LA ELECCIÓN DE LA MESA DIRECTIVA DE SU PRIMER AÑO DE EJERCICIO, QUE SERÁ PRESIDIDA POR EL SENADOR ERNESTO JAVIER CORDERO ARROYO.

DE ENTERADO 

10.- OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA DE LA ELECCIÓN DE SU MESA DIRECTIVA PARA EL PERIODO 1º DE SEPTIEMBRE DE 2012-31 DE AGOSTO DE 2013, CUYO PRESIDENTE SERÁ EL DIPUTADO JESÚS MURILLO KARAM.

DE ENTERADO 

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 4 DE SEPTIEMBRE DE 2012.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 4 de septiembre de 2012, la Presidencia de la Mesa Directiva informa lo siguiente:

1.- Se formuló una comunicación mediante la cual se envía a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, el Punto de Acuerdo aprobado, “En el que se exhorta al Congreso de la Unión a elevar el presupuesto federal en los rubros de educación, deporte, cultura y emprendedurismo en apoyo a la juventud mexicana”, planteada por el Diputado Manolo Jiménez Salinas, del Grupo Parlamentario “Profesora Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que la suscriben, para los efectos procedentes.

2.- Se formuló una comunicación mediante la cual se turna a la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, la Proposición con Punto de Acuerdo, “Con objeto de que esta Soberanía solicite a la Auditoría Superior del Estado, que informe y, en su caso, entregue a este H. Pleno, lo siguiente: 1) El origen desglosado de los 18 mil millones de pesos de la deuda de Coahuila, que el Auditor Superior, Armando Plata, señala como obtenidos ilegalmente, 2) Las copias de los contratos o documentos en que se sustentan las ilegales contrataciones de  créditos antes mencionadas, 3) Asimismo, que informe de manera detallada el total de las denuncias administrativas que se han interpuesto ante la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, y la naturaleza y alcances de cada una, y 4) El total de denuncias penales que interpondrá la Auditoría Superior del Estado en relación a la deuda de Coahuila”, planteada por el Diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez, conjuntamente con el Diputado Edmundo Gómez Garza, del Grupo Parlamentario “Licenciada Margarita Esther Zavala Gómez del Campo”, del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.
3.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envía a los Titulares de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y a la Comisión de Energía y Minas del Congreso del Estado, el Punto de Acuerdo aprobado, sobre un “Exhorto al Secretario de Hacienda y Crédito Público a emprender acciones decididas y contundentes para hacer viable y productiva la explotación de  gas metano asociado al carbón”, planteada por la Diputada Ana María Boone Godoy, del Grupo Parlamentario “Profesora Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que la suscriben, para los efectos procedentes.

4.- Se rechazó por mayoría de votos el Punto de Acuerdo “Con objeto de que esta Soberanía por conducto de la Junta de Gobierno, instruya a la Oficialía Mayor de este congreso, para que en un plazo breve de tiempo, elabore un informe desglosado con el total de exhortos y solicitudes que esta Legislatura ha emitido, las respuestas que se han dado a cada uno y el número de ellos que siguen sin contestación”, planteada por el Diputado Edmundo Gómez Garza, conjuntamente con el Diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez, del Grupo Parlamentario “Licenciada Margarita Esther Zavala Gómez del Campo”, del Partido Acción Nacional.

5.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envía al Titular del Poder Ejecutivo de la Federación y a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, el Punto de Acuerdo aprobado, “Con relación al aumento que sufren mes con mes las gasolinas y el diesel”, planteada por el Diputado José Luis Moreno Aguirre, del Grupo Parlamentario “Profesora Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que la suscriben, para los efectos procedentes.

6.- Se formuló una comunicación mediante la cual se turna a la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, la Proposición con Punto de Acuerdo, “Con objeto de que esta Soberanía solicite la comparecencia ante este H. Pleno de la Directora del Registro Público de la propiedad del Estado de Coahuila, a fin de que explique e informe todo lo referente a los distintos fraudes que se han verificado en la entidad, especialmente el del Hospital Municipal de Torreón, Coahuila. Asimismo, que se requiera al tesorero del ayuntamiento antes señalado, un informe detallado sobre las circunstancias en que fue adquirido el inmueble correspondiente al hospital ya mencionado y en su caso, el monto de los daños y perjuicios que se pueden generar para el municipio por este conflicto”, planteada por el Diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez, conjuntamente con el Diputado Edmundo Gómez Garza, del Grupo Parlamentario “Licenciada Margarita Esther Zavala Gómez del Campo”, del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.

7.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envía a los Titulares de la Secretaría de Economía Federal, de la Secretaría de Gestión Urbana, Agua y Ordenamiento Territorial del Estado y al cabildo de San Pedro de las Colonias, Coahuila de Zaragoza, el Punto de Acuerdo aprobado, “Con relación al Parque Industrial San Pedro”, planteada por el Diputado José Francisco Rodríguez Herrera, del Grupo Parlamentario “Profesora Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que la suscriben, para los efectos procedentes.

A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA, A 4 DE SEPTIEMBRE DE 2012.

LA PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. MARÍA GUADALUPE RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ.
Saltillo, Coahuila a 10 de septiembre de 2012

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

El suscrito Diputado Víctor Manuel Zamora Rodríguez, con fundamento en los artículos 59 fracción I, y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; artículo 22 fracción V de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presenta ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 67, FRACCIÓN XXXIV, INCISO B) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

La cual se presenta bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La fiscalización superior de las finanzas públicas constituye una labor encaminada a vigilar y controlar el correcto uso y destino de los recursos ejercidos por las entidades públicas. En tal virtud, resulta indispensable eficientar dicha tarea en aras de fortalecer los resultados que persigue.

En el Estado de Coahuila de Zaragoza, por mandato constitucional, la función fiscalizadora recae en la Auditoría Superior del Estado, órgano técnico del Poder Legislativo. Con motivo de ello, en cumplimiento de su función, la Auditoría Superior del Estado ha podido acumular experiencias que le permiten identificar posibles mejoras a los ordenamientos jurídicos en los cuales fundamenta su actuación, con el afán de reducir los espacios de opacidad y mejorar los esquemas de transparencia en la rendición de cuentas.

Una de las áreas de mejora más importantes que ha advertido la Auditoría Superior, es la relativa a la presentación del informe del resultado de la revisión de las cuentas públicas, hecho que se encuentra regulado en el inciso b) de la fracción XXXIV del artículo 67 de la Constitución Política para el Estado de Coahuila de Zaragoza, disposición que establece que la presentación del referido informe, deberá hacerse a más tardar el día 30 de noviembre del año en que se presentaron las cuentas públicas.

Sin embargo, con el objeto de eficientar y garantizar aún más el desarrollo de la revisión y fiscalización de las cuentas públicas, resulta conveniente omitir el plazo señalado en la disposición constitucional que antecede, estableciendo como plazo aquél que, para tal efecto, señale la ley de la materia.
La razón de la presente reforma se encuentra claramente justificada pues con ello se pretende que el plazo para presentar el referido informe se refiera al establecido en la iniciativa de decreto que contiene la Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual fue presentada ante ese H. Congreso y se encuentra en proceso de análisis y debate, máxime que dicha iniciativa prevé que el referido informe sea presentado a más tardar el día 31 de agosto del año siguiente al ejercicio fiscalizado, de tal forma que, al reducir el plazo para la presentación del informe, éste llegará en un menor tiempo al Congreso del Estado y, en consecuencia, a la ciudadanía en general, permitiéndole conocer de manera oportuna la información correspondiente a los resultados de la fiscalización de las cuentas públicas, fortaleciendo de esta manera el compromiso de transparentar la rendición de cuentas.

Es por demás importante señalar que la tarea de fiscalización, tanto a nivel local como federal, constituye una materia que se encuentra en evolución constante, tendiente a ser perfectible en todo momento, bajo la premisa de alcanzar el mayor nivel de eficacia en la rendición de cuentas. Derivado de dicha evolución, la legislación aplicable en la labor de fiscalización resiente modificaciones constantes, por tal motivo, es preciso que el plazo abordado en esta reforma se encuentre contenido en la ley secundaria, previendo que las posteriores adecuaciones para uniformar la tarea fiscalizadora, se realicen directamente en este ordenamiento, dejando a salvo de numerosas reformas a la Carta Magna del Estado de Coahuila.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente iniciativa de: 

Decreto por el que se reforma el artículo 67 de la Constitución 

Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo Único.- Se reforma el inciso b) de la fracción XXXIV del artículo 67, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

I a XXXIV…

a) …

b) Entregar el informe del resultado de la revisión de las cuentas públicas al Congreso Local en el plazo establecido en la Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Dicho informe contendrá al menos, los dictámenes de su revisión, el apartado correspondiente a la fiscalización y verificación del cumplimiento de los programas, el cumplimiento de las normas de información financiera para el sector público, los resultados de la gestión financiera, la comprobación de que las entidades se ajustaron a la ley de ingresos o presupuesto de ingresos de la entidad, según corresponda, y al presupuesto de egresos, el análisis de las desviaciones presupuestarias en su caso, y los comentarios de los auditados, mismo que tendrá carácter público. 

…

c) …

d) …

XXXV a XLIX…

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Por lo expuesto y fundado, ante esta Soberanía respetuosamente solicito que se vote a favor de la presente iniciativa

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 10 de septiembre de 2012.

Dip. Víctor Manuel Zamora Rodríguez 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 
Iniciativa que presenta el diputado Fernando Simón Gutiérrez Garza  conjuntamente con el diputado Edmundo Gómez Garza del Grupo Parlamentario “Licenciada Margarita Zavala Gómez del Campo” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA EXPEDIR LA LEY  DE  DEUDA PÚBLICA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. Con base en la siguiente:
Exposición de Motivos
Las leyes para regular la contratación, manejo y destino de las deudas públicas en las entidades federativas, obedecen a la necesidad de establecer controles legislativos claros y precisos sobre las atribuciones de las entidades públicas en este rubro.
Sin embargo, hoy todas hemos podido verificar que hay entidades como la nuestra, que, por medio de sus legislaturas, crearon ordenamientos de deuda a la medida del partido gobernante y del gobierno estatal en turno; bastaría preguntarnos, si nuestra Ley de Deuda cumple con los objetivos señalados, ¿entonces cómo nos mega endeudó la administración anterior? Si la propia Ley de Deuda vigente establece el deber de transparentar todas las operaciones de contratación de créditos, ¿cómo es que a la fecha, el origen total, así como el destino de la deuda coahuilense son un misterio? 
La actual Ley de Deuda de Coahuila contiene disposiciones que permiten elementos negativos en un ordenamiento que, por su naturaleza, objetivos y alcances, no debería contener en su texto, entre otros, la discrecionalidad, la falta de límites en la contratación de créditos, bajo argumentos como el refinanciamiento de las deudas, conceptos y definiciones engañosas y ambiguas, la posibilidad de solicitar créditos casi sin límite alguno, etc.
Este ordenamiento, y al menos en su versión vigente hasta el año 2008, presentaba mayor solidez en su contenido, claridad de conceptos, y candados más efectivos y precisos para la contratación de empréstitos. Asimismo, establecía límites precisos a los créditos que podían ser contratados de forma directa por las entidades reguladas.
Conforme el Estado de Coahuila se endeudaba en secreto  y con total opacidad, el Grupo Parlamentario del PRI en la pasada legislatura, con el apoyo de sus aliados, fue modificando de apoco la Ley de Deuda de la entidad, eliminando candados, despareciendo los límites a los topes de endeudamiento, y ampliando los plazos de tiempo para comprometer más allá del periodo de la administración las posibilidades de pago de los empréstitos. Todo esto, para hacer “coincidir” la legislación con el desproporcionado e ilegal endeudamiento de la administración estatal saliente y, para abrir la posibilidad de endeudamientos colosales de parte del Estado, sus organismos descentralizados; así  como de los municipios.

Resulta interesante ver la forma en que el Artículo 6-A de la Ley de Deuda del Estado fue siendo modificado poco a poco en un afán de ir eliminando candados para abrir sin control alguno la capacidad de endeudamiento del gobierno local; veamos en orden progresivo esta serie de reformas:

El artículo 6-A de la abrogada Ley de Deuda Pública para el Estado,  vigente hasta finales de 2008, disponía: 

(ADICIONADO, P.O. 7 DE SEPTIEMBRE DE 2007)
ARTICULO 6-A.- El Congreso, previa solicitud del Ejecutivo del Estado y de los Ayuntamientos, según sea el caso, podrá autorizar el ejercicio de montos y conceptos de endeudamientos netos adicionales a los previstos en las Leyes de Ingresos respectivas, cuando a juicio del propio Congreso se presenten circunstancias extraordinarias que así lo exijan.
No obstante lo anterior, las entidades podrán contratar deuda directa sin la previa autorización del Congreso, en adición a los montos de endeudamiento neto aprobados en la Ley de Ingresos correspondientes, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:
I. El plazo de pago del monto principal de la deuda no exceda el término del ejercicio fiscal en el cual originalmente fue contratada dicha deuda;

II. El saldo total acumulado de dicha deuda no exceda del 5% de los ingresos ordinarios de la entidad de que se trate, durante el ejercicio fiscal correspondiente;
III. No se afecten en garantía o en pago el derecho a recibir participaciones derivadas de la coordinación fiscal;

IV. No sea el último ejercicio fiscal de su periodo constitucional; y

V. Informar al Congreso dentro de los cuarenta y cinco días posteriores a la contratación.

La deuda a que se refiere el segundo párrafo de este artículo no podrá ser refinanciada o reestructurada....

Posteriormente, y de forma “sutil y silenciosa”, se introdujeron reformas que le quitaron los candados antes señalados a la Ley de Deuda, aquí mostramos cómo quedó:

(ADICIONADO, P.O. 7 DE SEPTIEMBRE DE 2007)

ARTICULO 6-A.- El Congreso, previa solicitud del Ejecutivo del Estado y de los Ayuntamientos, según sea el caso, podrá autorizar el ejercicio de montos y conceptos de endeudamientos netos adicionales a los previstos en las Leyes de Ingresos respectivas, cuando a juicio del propio Congreso se presenten circunstancias extraordinarias que así lo exijan.

No obstante lo anterior, las entidades podrán contratar deuda directa sin la previa autorización del Congreso, en adición a los montos de endeudamiento neto aprobados en la Ley de Ingresos correspondientes, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

(REFORMADA, P.O.12 DE DICIEMBRE DE 2008)

I. El plazo de pago del monto principal de la deuda no deberá exceder de ciento ochenta días naturales, ni vencer dentro de los noventa días naturales anteriores al término del periodo constitucional de la administración que contrató la deuda, en el entendido que dicha deuda deberá ser cubierta en su totalidad por la administración que contrató;

II. (DEROGADO, P.O. 29 DE DICIEMBRE DE 2010)

III. No se afecten en garantía o en pago el derecho a recibir participaciones derivadas de la coordinación fiscal;

IV. (DEROGADA, P.O.12 DE DICIEMBRE DE 2008)

V. Informar al Congreso dentro de los cuarenta y cinco días posteriores a la contratación.

(ADICIONADA, P.O.18 DE JUNIO DE 2010)

VI. Se trate de operaciones que realicen las entidades a que se refieren las fracciones III, IV  y V del artículo 2 de esta Ley, que consistan en el establecimiento de un programa de certificados y/o la emisión de una o varias emisiones de certificados bursátiles, con la finalidad de potencializar los ingresos propios de estas entidades.

En las operaciones que celebren al amparo de esta fracción no le serán aplicables las fracciones I a III de este artículo.

(DEROGADO ÚLTIMO PÁRRAFO, P.O. 29 DE DICIEMBRE DE 2010)

...........

Como se puede apreciar, en 2008 se quitó el candado que se refería a no pedir prestado en el último año del ejercicio constitucional. En 2010 se deroga el tope del 5% en los préstamos que se pueden solicitar sin permiso del Congreso. Además, se elimina el segundo párrafo de la Fracción V, que rezaba: “La deuda a que se refiere el segundo párrafo de este artículo no podrá ser refinanciada o reestructurada....
Aquí se abre el camino para lo que hoy conocemos como la reestructura de la deuda. Es decir, ya desde entonces, el Gobierno del Estado sabía lo que se venía encima, y planeaban la reestructura; en pocas palabras, conocían el mega endeudamiento, y forzaron reformas “desesperadas” a la Ley de Deuda, para tratar de darle “legalidad” a todo.  

Y, por si fuera poco, se agrega una fracción VI, que en su segundo párrafo,  establece que. “En las operaciones que celebren al amparo de esta fracción no le serán aplicables las fracciones I a III de este articulo....

Esto es, sabía el Gobernador que sus préstamos discrecionales e ilegales no serían pagados en su periodo (como lo señala la Fracción I), y necesitaba esta reforma para dejar la deuda a los siguientes gobernadores, es decir, a quienes gobiernen en los próximos 25 o 30 años.

Finalmente, el artículo 6-A fue desaparecido completamente, al igual que los pocos candados para evitar endeudamientos irresponsables que aún le quedaban, para dar paso a la versión más actual de la Ley de Deuda del Estado, que no hace más que tratar de “legitimar” todo el desastre financiero de Humberto Moreira y su grupo.
Es obvio que el Gobierno del Estado con estas reformas no hizo más que seguir un plan siniestro y meticulosamente elaborado, para en su momento tratar de justificar todo el caos financiero, aduciendo que “estaban facultados por la ley”....
La actual Ley de Deuda Pública del Estado de Coahuila presenta inconsistencias, disposiciones inconstitucionales y arbitrarias, como las que a continuación se citan:
Artículo 3.- Para los efectos de la presente ley se entiende por:

........

XXI.
Inversiones Públicas Productivas: Las destinadas a la ejecución de obras públicas, a la adquisición o manufactura de bienes, a la prestación de servicios públicos, al mejoramiento de las condiciones, estructura o perfil de la deuda pública vigente o de la que se pretenda contraer, incluyendo el refinanciamiento o reestructuración de empréstitos o créditos celebrados con o sin la autorización del Congreso siempre que en su origen hayan sido destinados a Inversiones Públicas Productivas, o a cualquier otra finalidad de interés público o social, cuando en forma directa o indirecta, inmediata o mediata, generen recursos públicos....
Este artículo violenta el artículo 117 Fracción VIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que entre otras cosas:
1.- Pervierte el significado de “inversiones públicas productivas”, y trata de equiparar como iguales tanto las que en verdad lo son como las obras públicas, los servicios básicos, los programas sociales y la infraestructura para el desarrollo, con la adquisición de deuda, su refinanciamiento o reestructuración. 

2.- La redacción es confusa, oscura y “abierta”, a interpretaciones a modo de los potenciales interesados (los deudores).
Se carece de los principios de certeza, legalidad y transparencia en las atribuciones que en su momento, y como veremos en los subsecuentes artículos analizados, se confieren a las entidades en materia de deuda.

Las especificaciones de inversiones públicas productivas son vagas y muy limitadas con relación al más amplio espectro de las mismas que se reconocen en los criterios de la SCJN. 
Artículo 8.- El desvío de los recursos procedentes de financiamientos constitutivos de deuda pública, será responsabilidad de los servidores públicos que incurran en ella, ya sea que ordenen o ejecuten los actos que resulten en el desvío correspondiente. Dicho desvío se sancionará de conformidad con la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado.....
De la lectura anterior, se infiere que los servidores públicos que cometan el desvío en cuestión “sólo”, ´”únicamente”, o de modo “exclusivo” serán sancionados conforme a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila. Esto es, el legislador trata de “mitigar” y constreñir la responsabilidad del infractor, sometiéndolo en todo caso a un solo tipo de régimen sancionador.

Es de explorado derecho que el manejo indebido de recursos públicos degenera o deriva en conductas delictivas e ilícitos de diversa naturaleza legal.  Cuando un servidor público desvía los recursos a su encargo, puede hacerlo con objetivos diversos: enriquecimiento personal, favorecer a otras personas físicas o morales, hacer negocios a expensas del erario público, evadir obligaciones fiscales o laborales, e incluso para ocultar conductas punibles previamente cometidas por él mismo o por otros. 

Artículo 9.- Las Entidades podrán contratar empréstitos o créditos, sin la previa autorización del Congreso, cuando se cumplan los siguientes requisitos:

I.
El plazo de pago del capital no exceda de trescientos sesenta días naturales;

II.
No se afecten en garantía, ni como fuente de pago, ingresos derivados de la coordinación fiscal; y

III.
Se informe al Congreso al rendir la cuenta pública correspondiente.
Los financiamientos a que se refiere este Artículo no estarán sujetos a lo previsto por el Capítulo Tercero de esta Ley. 

En  cuanto a su autorización, dichos financiamientos se regirán exclusivamente por lo previsto en este Artículo.
Las entidades de la administración pública paraestatal sólo podrán contratar los créditos que se señalan en este Artículo si cuentan con la autorización previa de sus órganos de gobierno y de la Tesorería General. Por su parte, las entidades de la administración pública paramunicipal únicamente podrán contratar los créditos que se señalan en este Artículo si cuentan con la autorización previa de sus órganos de gobierno y del ayuntamiento correspondiente.
Los empréstitos o créditos contratados por las entidades en términos de lo previsto por este  Artículo podrán ser refinanciados sin la autorización del Congreso del Estado cuando los financiamientos que los sustituyan cumplan con los requisitos previstos en las fracciones I y II del mismo. En caso contrario, su refinanciamiento deberá ser previamiente autorizado por el Congreso estando sujeto a lo previsto por esta Ley para los financiamientos no regulados por este Artículo....
Este dispositivo viola los principios de certeza, legalidad y transparencia que deben imperar en la administración pública, toda vez que para empezar, el legislador no estableció límites cuantificables a los créditos o empréstitos que pueden solicitar las entidades.  Esta “discrecionalidad” casi ilimitada impone un riesgo enorme de mega endeudamientos por esta vía; colocando al sujeto obligado ante la posibilidad de pedir grandes sumas de dinero, y si bien el artículo concede un plazo de 360 días naturales para pagar el capital, no habla de sus intereses, y por el contrario, menciona la posibilidad de refinanciamientos constantes (sin límite alguno ni criterios precisos al respecto).

Este dispositivo violenta entre otros, el Artículo 134 de la Constitución Federal, así como el 171 de la local. 
Artículo 15.- Los Ayuntamientos tendrán las facultades y obligaciones siguientes: 

X.
Afectar, previa autorización del Congreso, como fuente o garantía de pago, o ambas, de los financiamientos que celebren directamente los Municipios o de aquellos en los que funjan como garantes, avalistas, deudores solidarios, subsidiarios o sustitutos, los bienes del dominio privado de su propiedad o sus derechos al cobro e ingresos derivados de contribuciones, cobranza de cuotas, cooperaciones, derechos, productos, aprovechamientos, participaciones federales  o cualesquier otros ingresos de los que puedan disponer de conformidad con la legislación aplicable y realizar, en su caso, los pagos que correspondan mediante dichas garantías o fuentes de pago...

XIV.
Instruir al Poder Ejecutivo del Estado para que realice pagos por cuenta y orden de los Municipios con cargo a las participaciones u otros ingresos  federales que les correspondan....

XXX.
Contratar en representación de los Municipios, bajo cualquier forma legal, previa autorización del Congreso emitida mediante Ley o Decreto, el otorgamiento de garantías de terceros, totales o parciales, a efecto de mejorar la calidad crediticia de los financiamientos que de manera directa obtengan....
Para las fracciones X y XIV,  hay que recordar el conflicto que representa garantizar deuda pública con ingresos como las contribuciones, cuyo fin está destinado de forma específica en las leyes, y por criterios de la Corte; Las contribuciones son ingresos del estado y los municipios que ya tienen un destino específico que es el gasto público, y por ende, no puede el legislador pretender concederle tal facultad de distracción de los recursos públicos vía contribuciones, a las entidades de la administración pública, en especial a los municipios y al gobernador del estado, ya que estaríamos ante un claro ejemplo de violación del principio de “Destino de las Contribuciones al Gasto Público”; la misma observación ameritan las disposiciones de los artículos 12, fracciones X y XII; y 13 fracción IX de este ordenamiento en cuestión.
Para la fracción XXX del artículo 15, debemos señalar que esto es muy grave, y establece un supuesto inédito y contrario a derecho en la administración pública: La garantía de terceros en materia de deuda, sin que especifique qué tipo de “terceros”, habida cuenta de que se sobreentiende que pueden ser particulares, personas físicas o morales. 
Otra vez estamos ante una violación a los dispositivos 117 y 134 de la Constitución Federal.
Artículo 46.- Las entidades podrán celebrar operaciones financieras de cobertura, que tiendan a evitar o reducir riesgos económico‑financieros derivados de créditos o empréstitos obtenidos con base en esta Ley. En los casos en que el plazo de las operaciones financieras de cobertura exceda de tres años, su contratación requerirá de la previa autorización del Congreso....
Aquí se trata más bien, de hacernos dos preguntas: ¿Y cómo serán reguladas las operaciones financieras que requieran menos de tres años, con qué criterios, reglas o bases? ¿Qué tipo de riesgos económico- financieros ameritarán estas acciones?
Otra vez impera en este dispositivo la total falta de certeza, legalidad, honradez y transparencia.
Artículo 52.- Sujeto a lo previsto en esta Ley, las entidades podrán ocurrir al mercado de valores para captar recursos mediante la emisión de valores. 

Artículo 53.- La celebración de empréstitos o créditos mediante la emisión de valores, con base en el crédito público de las entidades y su colocación entre el gran público inversionista, a través del mercado de valores, estará sujeta en todos los casos, a la autorización previa del Congreso, debiéndose cumplir con los requisitos que para las operaciones de endeudamiento se establecen en esta Ley.
El Congreso podrá autorizar la implementación de programas de colocación de valores, que impliquen una o más emisiones a realizarse, en forma sucesiva, durante un plazo que podrá abarcar uno o más ejercicios presupuestales.
Los montos y conceptos de endeudamiento autorizado correspondientes a emisiones de valores que se realicen al amparo de programas de colocación autorizados, que abarquen más de un ejercicio presupuestal, deberán ser incluidos en los ejercicios fiscales posteriores al de su autorización, en la Ley de Ingresos del Estado, en las Leyes de Ingresos Municipales y en los presupuestos de ingresos de las entidades de la administración pública paraestatal y paramunicipal, correspondientes a dichos ejercicios, según sea aplicable.....

El legislador establece de modo arbitrario la posibilidad “ilimitada” de endeudamientos por esta vía de la emisión de valores, varias generaciones o periodos hacia adelante y sin control  o límite alguno.
Artículo 71.- El Estado y los Municipios podrán, con la autorización previa del Congreso emitida mediante ley o decreto, afectar como fuente o garantía de pago, o ambas, de los financiamientos que contraten directamente o de aquellos en los que funjan como garantes, avalistas, deudores solidarios, subsidiarios o sustitutos, los bienes del dominio privado de su propiedad o sus ingresos derivados de contribuciones, cobranza de cuotas, cooperaciones, derechos, productos, aprovechamientos, participaciones federales o cualesquier otros ingresos de los que puedan disponer de conformidad con la legislación aplicable, incluidos sus accesorios. Asimismo, el Estado y los Municipios podrán afectar en los términos señalados, los derechos al cobro de los ingresos antes referidos.....
Este dispositivo amerita los mismos comentarios que hicimos para los artículos 12,13 y 15 ya citados más arriba. 
Artículo 84.- Las entidades podrán celebrar operaciones de reestructuración de los empréstitos o créditos a su cargo, cuando el objeto de las mismas sea el mejoramiento de las condiciones originales de los financiamientos consistente en la reducción del plazo, la disminución de la tasa de interés o la reducción de las garantías, sin necesidad de autorización por el Congreso.
Las operaciones de reestructuración que no requieran autorización del Congreso deberán ser autorizadas por los ayuntamientos en el caso de empréstitos a cargo de los Municipios o por los órganos de gobierno, la Tesorería General y los ayuntamientos, según corresponda, en el caso de créditos a cargo de entidades de la administración pública paraestatal o paramunicipal....
Esta es otra disposición que carece de los principios de certeza, legalidad y seguridad jurídica 

 ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO.  Las deudas, empréstitos, financiamientos, créditos y obligaciones financieras con horizontes de corto plazo contraídas por las entidades que estén vigentes a la fecha de la entrada en vigor de la presente Ley, se regirán por las disposiciones de ésta.....
En este caso, olvidó el Poder Legislativo local que la retroactividad de la ley es para beneficiar a los particulares no a las entidades públicas, ya que de ser este el caso, estaríamos ante un escenario de reformas legales constantes, con el simple objetivo de favorecer de forma impune a la administración pública y sus malos manejos.

Finalmente, no debemos olvidar que el Auditor Superior del Estado, Armando Plata, ha propuesto y recomendado, entre otras reformas financieras, la eliminación del artículo 9 de la Ley de Deuda vigente, aunque se queda en extremo corto, pues no es la única disposición, que como ya se acreditó, representa graves inconsistencias, vacíos y peligros en materia de endeudamiento.
Por las consideraciones expuestos, es nuestra propuesta que retomemos el modelo de Ley de Deuda Pública, que estaba vigente en 2008, y en su caso, realizarle algunas adecuaciones relacionadas con la transparencia de los endeudamientos, los topes y límites de crédito, y  los mecanismos con que deben ser aprobados.
Esta propuesta se justifica de modo simple a la luz de los siguientes argumentos:
I.- En esta misma legislatura hemos llevado a  cabo el proceso de retomar leyes abrogadas para darles vigencia de nuevo, tal es el caso de las atribuciones del  SATEC que fueron devueltas de forma íntegra a la Secretaría de Finanzas, incluyendo hasta el nombre de esta, que pasó de Tesorería General a Secretaría, como estaba antes.
II.-  También lo hicimos al desaparecer la Fiscalía General del Estado, para retomar el modelo de Procuraduría de Justicia que imperaba antes, para ellos reinsertamos en la Constitución del Estado los artículos que en su momento fueron derogados, y revivimos la llamada Ley de Procuración de Justicia.  

III.- Como se ha demostrado en la práctica, a veces las leyes abrogadas resultan ser mejores que sus similares que se hallan vigentes. No siempre una nueva ley cumple las expectativas generadas, y el legislador descubre que el ordenamiento antiguo era mejor.
IV.- Con la vigente Ley de Deuda del Estado de Coahuila, todos los sabemos, se legitimó el mayor fraude financiero en la historia de la entidad, y lo peor, es que esta ley sigue en vigor, y con sus contenidos potencialmente peligrosos listos para ser utilizados  o invocados por las entidades.
Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO
Único: Se expide la Ley De Deuda para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
LEY DE DEUDA PÚBLICA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPITULO I

Disposiciones Generales

ARTICULO 1.- La presente ley tiene por objeto regular la deuda pública en el Estado; así como fijar las bases para la celebración, registro y control de las operaciones de financiamiento, que realicen el Gobierno del Estado, los Municipios y sus entidades.

Asimismo, regula la afectación del derecho a recibir las participaciones en ingresos federales que correspondan al Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza y a sus Municipios y los demás ingresos que correspondan a las entidades.

ARTÍCULO 2.- La deuda pública está constituida por los créditos, empréstitos y obligaciones de pasivos directos y contingentes, a cargo de:

I.- El Estado;

II.- Los Municipios del Estado;

III.- Los organismos descentralizados estatales o municipales;

IV.- Las empresas de participación estatal o municipal mayoritaria; y

V.- Los fideicomisos públicos y demás entidades del Estado o de sus Municipios.

Para los efectos de esta ley, al Gobierno del Estado, Municipios, organismos, empresas y fideicomisos antes citados se les denominará genéricamente como "entidades", salvo mención expresa.

ARTÍCULO 3.- Para los efectos de la presente ley se entiende por:

I.- Deuda Pública: Las operaciones de financiamiento que realicen en términos de esta ley, el Gobierno del Estado y sus entidades paraestatales, como responsables directos o deudores solidarios de las entidades a que se refiere el artículo 2 de esta ley, así como las operaciones de financiamiento que realicen en los términos de esta ley, los Municipios y sus entidades, como responsables directos o deudores solidarios de las entidades a que se refiere el artículo 2 de esta ley.

II.- Programa Financiero de las Entidades: Es el documento que contiene la programación del endeudamiento público anual necesario para financiar total o parcialmente el programa de inversiones de las entidades, detallando los elementos en que se funda.

III.- Créditos Directos: Las operaciones de financiamiento que realicen las entidades, con el carácter de acreditados.

IV.- Créditos Contingentes: Los derivados de operaciones de financiamiento que realicen las entidades, como aval o responsable solidario, sustituto o subsidiario de alguna de las otras. 

V.- Servicio de la Deuda: Los importes destinados a la amortización del capital y el pago de intereses, comisiones y otros cargos que se hayan convenido en las operaciones de financiamiento.

VI.- Inversión Pública Productiva: Las erogaciones realizadas con recursos provenientes de financiamientos destinados a la ejecución de obras, contratación de servicios, adquisición de bienes y los gastos necesarios para la rehabilitación de bienes que generen un aumento o capacidad en la vida útil de los mismos, siempre que con la operación de dichos activos, se generen directa o indirectamente recursos monetarios suficientes para cubrir los financiamientos respectivos.

VII.- Operaciones de Financiamiento: La contratación de créditos, empréstitos y obligaciones pagaderos en moneda nacional, que realice cualquiera de las entidades, derivadas de:

a).- La suscripción o emisión de títulos de crédito, valores o cualquier otro documento pagadero a plazo;

b).- La contratación de préstamos o créditos y la celebración de operaciones financieras conocidas como derivadas:

c).- La adquisición de bienes o la contratación de obras o servicios cuyo pago se pacte a plazos.

d).- Los pasivos contingentes relacionados con los actos mencionados en los incisos anteriores; y

e).- Todas las operaciones que comprendan obligaciones a plazos, así como obligaciones de exigibilidad contingente derivadas de actos jurídicos, con excepción de los proyectos contratados al amparo de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios del Estado de Coahuila, independientemente de la forma en que se documente.

IX.- Endeudamiento Neto: la diferencia entre los ingresos derivados de deuda y los pagos de capital de deuda, en cada caso, durante el mismo ejercicio fiscal, en el entendido que durante un ejercicio fiscal podrá haber:

a).- Endeudamiento neto positivo, cuando los ingresos derivados de deuda sean superiores a los pagos de capital de deuda;

b).- Endeudamiento neto negativo, en caso de que los ingresos derivados de deuda sean inferiores a los pagos de capital de deuda; y

c).- Endeudamiento neto neutral, cuando los ingresos derivados de deuda sean por un monto igual a los pagos de capital de deuda.

X.- Ingresos ordinarios: los ingresos que perciban cada una de las entidades por concepto de ingresos propios, participaciones en ingresos federales y aportaciones federales, en caso del Estado, y otros que sustituyan a los mencionados anteriormente o que recurrentemente perciba la entidad que corresponda.

XI.- Reestructuración: modificación de tasas de interés, plazos, forma de pago u otros términos de una deuda existente.

XII.- Refinanciamiento: operaciones realizadas a efecto de mejorar las condiciones de tasa de interés, plazo, perfil de amortización, garantías u otras condiciones originalmente pactadas de uno o varios financiamientos a su cargo, substituyendo o novando, las obligaciones del financiamiento original.
ARTICULO 4.- La Secretaría de Finanzas es la dependencia del Ejecutivo Estatal encargada de aplicar e interpretar en la esfera administrativa la presente ley, así como de expedir las disposiciones necesarias para su debido cumplimiento. En el ámbito municipal, en su caso, corresponderá al Ayuntamiento está última atribución

Los titulares de las entidades a que se refiere el artículo 2 de esta ley serán responsables del estricto cumplimiento de la misma, así como de las disposiciones que con base en ésta se emitan. Las infracciones a la presente ley y a sus disposiciones administrativas se sancionarán en los términos que legalmente correspondan y de conformidad al régimen de responsabilidades de los servidores públicos.

CAPITULO II
De las Atribuciones de los Órganos en Materia de Deuda Pública
ARTICULO 5.- Los órganos competentes en materia de deuda pública, dentro de sus respectivas atribuciones son:

I.- El Congreso del Estado;

II.- El Ejecutivo del Estado;

III.- Los Ayuntamientos; y

IV.- La Comisión Técnica de Financiamiento.
ARTÍCULO 6.- Corresponde al Congreso del Estado de conformidad con lo establecido por la fracción XIV del Artículo 67 de la Constitución Política del Estado:

I.- Examinar y aprobar, en su caso, los programas financieros de las entidades a que se refieren las fracciones I y II del artículo 2 de esta ley, que contendrán los montos de endeudamiento neto anual solicitado y la afectación de garantías que corresponda.

En ningún caso, el monto total de endeudamiento autorizado a una entidad podrá ser superior al 15% del total del presupuesto anual y vigente de la entidad solicitante.

El programa financiero mencionado incluirá en forma consolidada el de sus organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria y fideicomisos públicos;

II.- Autorizar, en su caso, en la correspondiente Ley de Ingresos o mediante decretos, la afectación, en beneficio de los acreedores de la deuda de las entidades, ya sea como garantía, fuente de pago o en cualquier otra forma, del derecho del Estado y de los Municipios a recibir las participaciones en ingresos federales correspondientes, del derecho de los Municipios a recibir las participaciones en ingresos estatales;

III.- Aprobar la afectación en garantía de bienes de dominio estatal y municipal, autorizar al Estado para que se constituya en garante, avalista o deudor solidario de deuda de las demás entidades y autorizar a los Municipios para que se constituyan en garantes, avalistas o deudores solidarios de deuda de entidades paramunicipales;  

IV.- Autorizar la emisión de bonos y valores, certificados de participación inmobiliaria y la colocación en el mercado de otras obligaciones documentadas, a que se refiere el artículo 27 de esta ley;

V.- Aprobar los montos de endeudamiento neto máximos o montos de endeudamiento adicionales a los autorizados para el ejercicio fiscal;

VI.- Autorizar la reestructuración o refinanciamiento de créditos:

VII.- Analizar y revisar los informes trimestrales y anuales de deuda que le presenten;

VIII.- Solicitar la información que requiera para el cumplimiento de las atribuciones que esta ley le confiere; y

IX.- Las demás que establezcan la Constitución Política del Estado y otros ordenamientos aplicables.
ARTICULO  7.- El Congreso, previa solicitud del Ejecutivo del Estado y de los Ayuntamientos, según sea el caso, podrá autorizar el ejercicio de montos y conceptos de endeudamientos netos adicionales a los previstos en las Leyes de Ingresos respectivas, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

I. Que se trate de créditos solicitados exclusivamente para hacer frente a las siguientes situaciones:

a) Desastres ocasionados por fenómenos naturales;

b) Emergencias sanitarias;

c) Problemas graves de seguridad pública y;

d) Cuando se trate de obras públicas que, debido a su naturaleza o a la afectación grave e inmediata que sufren los ciudadanos, no admitan demora; en cuyo caso, la entidad solicitante deberá acreditar plenamente esta condición.

II.-  El saldo total acumulado de dicha deuda no exceda del 5% de los ingresos ordinarios de la entidad de que se trate, durante el ejercicio fiscal correspondiente; y

III. No se afecten en garantía o en pago el derecho a recibir participaciones derivadas de la coordinación fiscal;  

La deuda a que se refiere este artículo no podrá ser refinanciada o reestructurada.
ARTÍCULO 8.- Corresponde al Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Finanzas:

I.- Elaborar anualmente el programa financiero con base en el cual se manejará la deuda pública del Estado;

II.- Formular, en coordinación con la Secretaría de Gobierno, las iniciativas de decreto que se someterán al Congreso del Estado, respecto a las solicitudes de montos de endeudamiento neto adicionales a los autorizados para el ejercicio y de los proyectos específicos multianuales, así como de las operaciones a que se refiere el artículo 27 de esta ley;

III.- Celebrar las operaciones de financiamiento que contrate como deudor directo o como aval o responsable solidario de las que realicen las entidades enumeradas en las fracciones II, III, IV y  V del artículo 2 de esta ley, suscribiendo los documentos y títulos de crédito requeridos para tal efecto;

IV.- Emitir bonos y demás obligaciones de deuda pública, así como reglamentar los procedimientos de emisión, colocación, amortización y rescate de títulos de deuda;

V.- Celebrar contratos y convenios, así como suscribir documentos y títulos de crédito necesarios para la reestructuración de los créditos contraídos por el Gobierno del Estado, como deudor directo, aval o responsable solidario, así como reestructurar la deuda contraída ya sea como deudor, garante o avalista, o cualquier obligación contingente, en el entendido que, en caso de que dicha reestructuración tenga como objeto mejorar las condiciones originales de la deuda mediante la disminución de la tasa de interés o la modificación de las garantías, no se requerirá la autorización del Congreso; en el caso de que la reestructuración correspondiente implique el ejercicio de montos adicionales de endeudamiento neto o el otorgamiento de garantías adicionales, invariablemente se requerirá la autorización del Congreso del Estado;

VI.- Autorizar la solicitud de la contratación de créditos que formulen los organismos descentralizados del Estado, empresas de participación estatal mayoritaria y fideicomisos públicos estatales que hubiesen sido incluidos dentro del programa financiero anual, ajustándose a las disposiciones de esta ley y de las leyes que los regulen. El monto de endeudamiento que autorice adicionado con el endeudamiento del propio Ejecutivo, no podrá exceder del monto de endeudamiento neto anual aprobado en el programa financiero por el Congreso del Estado para el mismo ejercicio;

VII.- Negociar los términos y condiciones y celebrar las operaciones de derivados financieros, siempre y cuando tiendan a evitar o reducir riesgos económicos o financieros en relación con la deuda contratada por el Estado o las entidades paraestatales o que mejoren la capacidad crediticia del Estado;

VIII.- Negociar los términos y condiciones de los contratos y documentos que sean necesarios para establecer los mecanismos legales para que el Estado lleve a cabo la afectación a que se refiere la fracción II del artículo 6 de la presente Ley, en el entendido que, en que los casos en que dichos mecanismos legales se implementen mediante fideicomisos, los mismos no serán considerados, en ningún caso, parte de la administración pública paraestatal o paramunicipal;

IX.- Notificar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o a cualquier otra autoridad competente conforme al artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal, cualquier afectación en garantía, como fuente de pago o de cualquier otra forma, del derecho a recibir las participaciones federales que correspondan al Estado.  Dicha notificación podrá contener una instrucción que señale los términos y condiciones aplicables al pago de las participaciones federales de que se trate, la cual sólo podrá ser modificada con la previa aprobación del Congreso, siempre y cuando se hayan cumplido los requisitos señalados en los contratos o documentos correspondientes, para la modificación de dicha instrucción y no se afecten los derechos de los acreedores conforme a dichos contratos o documentos.  Cualquier modificación a la instrucción antes mencionada notificada por el Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o a cualquier otra autoridad competente conforme al artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal, deberá también notificarse al Registro;

X.- Autorizar a las entidades paraestatales para gestionar y contratar deuda, según se señala en el artículo 17 de esta Ley;

XI.- Asesorar a las demás entidades que así lo soliciten, en todo lo relativo a la concertación y contratación de deuda;

XII.- Acordar los términos y condiciones de la compensación de adeudos contraídos con la Federación, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal;

XIII.- Vigilar que los recursos obtenidos por los organismos descentralizados del Estado, empresas de participación estatal mayoritaria, fideicomisos públicos estatales y demás entidades a las que les hubiera otorgado aval, sean destinados precisamente a los fines para los cuales fueron otorgados y que realicen oportunamente los pagos por servicio de la deuda;

XVI.- Realizar el control interno de la deuda pública estatal y efectuar las inscripciones que le correspondan al Estado en el Registro Único de Deuda Pública; 

XVII.- Llevar el Registro Único de Deuda Pública; y

XVIII.- Todas aquellas facultades que sean necesarias y conducentes para formalizar, administrar y controlar la deuda pública del Estado y sus entidades, dentro del marco de esta ley.
ARTÍCULO 9.- Corresponde a los Ayuntamientos:

I.- Elaborar anualmente el programa financiero con base en el cual se manejará la deuda pública del Municipio;

II.- Someter al Congreso del Estado, las solicitudes de montos de endeudamiento neto adicionales a los autorizados para el ejercicio y de los proyectos específicos multianuales, así como de las operaciones a que se refiere el artículo 27 de esta ley;

III.- Celebrar las operaciones de financiamiento que contrate como deudor directo o como aval o responsable solidario de las que realicen las entidades enumeradas en las fracciones I, III, IV y V del artículo 2 de esta ley, suscribiendo los documentos y títulos de crédito requeridos para tal efecto, y siempre y cuando dicha deuda esté comprendida en el endeudamiento neto aprobado por el Congreso en la Ley de Ingresos correspondiente;

IV.- Emitir bonos y demás obligaciones de deuda pública, en los términos de los procedimientos de emisión, colocación amortización y rescate de títulos de deuda que se establezcan;

V.- Celebrar contratos y convenios así como suscribir documentos y títulos de crédito necesarios para la reestructuración o refinanciamiento de los créditos contraídos por el Municipio, como deudor directo, aval o responsable solidario. En el caso de que la reestructuración o refinanciamiento correspondiente implique el ejercicio de montos adicionales de endeudamiento neto o el otorgamiento de garantías adicionales, invariablemente se requerirá la autorización del Congreso del Estado;

VI.- Autorizar la solicitud de la contratación de créditos que formulen los organismos descentralizados del Municipio, empresas de participación municipal mayoritaria y fideicomisos públicos que hubiesen sido incluidos dentro del programa financiero anual, ajustándose a las disposiciones de esta ley y de las leyes que los regulen. El monto de endeudamiento que autorice adicionado con el endeudamiento del propio Municipio, no podrá exceder del monto de endeudamiento neto anual aprobado en el programa financiero por el Congreso del Estado para el mismo ejercicio;

VI.- Afectar en fideicomiso las participaciones federales, así como otros ingresos públicos a que tenga derecho, cuando se otorguen como fuente alterna de pago de obligaciones derivadas de la contratación o suscripción de deuda pública;

VII.- Acordar los términos y condiciones de la compensación de adeudos contraídos con la Federación, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal;

VIII.- Notificar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o a cualquier otra autoridad competente conforme al artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal, por conducto del responsable de las finanzas públicas municipales y a través de la Secretaría de Finanzas del Estado, cualquier afectación en garantía, como fuente de pago o de cualquier otra forma, del derecho a recibir las participaciones federales que correspondan al Municipio. Dicha notificación podrá contener una instrucción que señale los términos y condiciones aplicables al pago de las participaciones federales de que se trate, la cual sólo podrá ser modificada con la previa aprobación del Congreso y siempre y cuando se hayan cumplido los requisitos señalados en los contratos o documentos correspondientes, para la modificación de dicha instrucción y no se afecten los derechos de los acreedores conforme a dichos contratos o documentos. Cualquier modificación a la instrucción antes mencionada notificada por el Ayuntamiento, por conducto del responsable de las finanzas públicas municipales, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o a cualquier otra autoridad competente conforme al artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal, deberá también notificarse al registro de deuda pública municipal y al Registro.

IX.- Autorizar a las entidades paramunicipales para gestionar y contratar deuda, según se señala en el artículo 14-A de esta Ley;

X.- Vigilar que los recursos obtenidos por los organismos descentralizados del Municipio, empresas de participación municipal mayoritaria, fideicomisos públicos municipales y demás entidades a las que les hubiera otorgado aval, sean destinados precisamente a los fines para los cuales fueron otorgados y que realicen oportunamente los pagos por servicio de la deuda;

XI.- Llevar el control interno de la deuda pública municipal y efectuar las inscripciones que le correspondan al Municipio en el Registro Único de Deuda Pública; y

XII.- Todas aquellas facultades que sean necesarias y conducentes para formalizar, administrar y controlar la deuda pública del Municipio y sus entidades, en el marco de esta ley.
ARTÍCULO 10.- Las atribuciones a que se refiere el artículo anterior serán ejercidas, en lo conducente, en el ámbito de su competencia, por el Presidente Municipal y demás funcionarios que dispongan las leyes y reglamentos aplicables. La Hacienda Municipal llevará el registro de deuda pública municipal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 36 de esta Ley. En dicho registro deberá anotarse la información a que hace referencia el artículo 37 de la presente Ley respecto de la deuda contraída por los Municipios y las entidades paramunicipales.
ARTICULO 11.- La Comisión Técnica de Financiamiento es el órgano técnico auxiliar del Congreso del Estado, del Ejecutivo Estatal y de los Municipios en materia de deuda pública. La Comisión estará integrada por cinco comisionados:

a).- Un Presidente que será el Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado; 

b).- Un representante del Congreso, que será designado por éste; 

c).- Un representante de los Municipios del Estado, que será designado anualmente por los cinco ayuntamientos de los municipios del Estado que cuenten con mayor población.

El resto de los integrantes de la Comisión serán designados por el Ejecutivo del Estado y deberán cumplir los siguientes requisitos:

I.- Ser residentes en el Estado, profesionales en las materias afines al objeto de esta ley, mayores de 30 años de edad; y

II.- Haberse desempeñado en forma destacada en cuestiones profesionales de servicios público o privado, substancialmente relacionadas con el objeto de esta ley y tener por lo menos cinco años de experiencia.

Los comisionados designados por el Ejecutivo del Estado trabajarán tiempo completo para la Comisión y deberán abstenerse de desempeñar cualquier otro empleo, trabajo o comisión pública o privada, a excepción de los cargos de carácter docente, honorífico y aquellos que a solicitud de sus miembros sean aprobados por la Comisión.

El Presidente de la Comisión, el representante del Congreso y de los Municipios, desempeñarán el cargo con carácter honorífico, por lo que no recibirán emolumento alguno por su desempeño.

La Comisión deliberará en forma colegiada y decidirá por mayoría de votos, teniendo su Presidente voto de calidad.
ARTICULO 12.- La Comisión Técnica de Financiamiento tendrá las siguientes funciones:

I.- Analizar y emitir opinión técnica desde el punto de vista financiero, respecto de:

A.- Las necesidades de financiamiento de las entidades a que se refiere el artículo 2 de esta ley, al integrar los programas financieros anuales.

B.- Las solicitudes para celebrar operaciones de financiamiento de las entidades, considerando su capacidad de pago y la viabilidad financiera del proyecto de inversión en cuestión.

II.- Brindar asesoría en materia financiera a las entidades que lo soliciten; y

III.- Las demás que esta y otras leyes le confieran.
CAPITULO III

De las Obligaciones de las Entidades en la Contratación de Financiamientos
ARTÍCULO 13.- Son obligaciones indelegables del Titular del Ejecutivo Estatal:

I.- Someter a la autorización del Congreso el programa financiero anual del Gobierno del Estado;

II.- Presentar a la Comisión Técnica de Financiamiento para su opinión, las solicitudes de contratación de financiamiento de las entidades públicas estatales;

III.- Informar al Congreso del Estado de la situación que guarda la deuda pública, que incluirá la de sus entidades, al presentar la cuenta pública estatal en los términos que para el efecto determine la ley. El informe que al efecto se presente deberá contener:

1).- El origen y las condiciones de la operación de la deuda, precisando los montos de financiamiento contratados, las entidades contratantes, los plazos, las tasas de interés, los períodos de gracia y las garantías pactadas.

2).- Las obras públicas, adquisición, manufactura, uso o goce temporal de los bienes o prestación de servicios a que se destinó el financiamiento.

3).- El saldo de la deuda al final del ejercicio, que comprenderá la forma y plazos de amortización del capital, las tasas de interés pactadas y demás conceptos que correspondan por acreditante y por destino.

4).- Los montos y saldos de financiamiento realizados, mensualmente, con instituciones financieras.

El Congreso del Estado podrá solicitar en cualquier tiempo al Ejecutivo del Estado información respecto de la situación que guarda la deuda pública estatal.

IV.- Solicitar al Congreso la autorización para ejercer montos de endeudamiento neto adicionales a los autorizados para el ejercicio de proyectos específicos no contemplados en el programa financiero anual, con la afectación adicional de garantías que corresponda, así como de las operaciones a que se refiere el artículo 27 de esta ley; y

V.- Las demás previstas por la Constitución Política del Estado y leyes aplicables.
ARTÍCULO 14.- Son obligaciones de los Ayuntamientos:

I.- Someter a la autorización del Congreso del Estado el programa financiero anual del Municipio, previa aprobación del Ayuntamiento;

II.- Presentar a la Comisión Técnica de Financiamiento para su opinión, las solicitudes de contratación de financiamiento de las entidades públicas municipales;

III.- Informar al Congreso del Estado de la situación que guarda la deuda pública, que incluirá la de sus entidades, al presentar la cuenta pública municipal en los términos que para el efecto determine la ley. El informe que al efecto se presente deberá contener:

1).- El origen y las condiciones de la operación de la deuda, precisando los montos de financiamiento contratados, las entidades contratantes, los plazos, las tasas de interés, los períodos de gracia y las garantías pactadas.

2).- Las obras públicas, adquisición, manufactura, uso o goce temporal de los bienes, o prestación de servicios a que se destinó el financiamiento.

3).- El saldo de la deuda al final del ejercicio, que comprenderá la forma y plazos de amortización del capital, las tasas de interés pactadas y demás conceptos que correspondan por acreditante y por destino.

4).- Los montos y saldos de financiamiento realizados mensualmente con instituciones financieras.

El Congreso del Estado podrá solicitar en cualquier tiempo al ayuntamiento que corresponda, información respecto de la situación que guarda la deuda pública municipal.

IV.- Solicitar al Congreso del Estado la autorización para ejercer montos de endeudamiento neto adicionales a los autorizados para el ejercicio, de proyectos específicos no contemplados en el programa financiero anual, con la afectación adicional de garantías que corresponda, así como de las operaciones a que se refiere el artículo 27 de esta ley; y

V.- Las demás previstas por la Constitución Política del Estado y leyes aplicables.
ARTÍCULO 15.- Las entidades a que se refieren las fracciones III, IV y V del artículo 2 de esta ley tendrán las siguientes obligaciones:

I.- Elaborar el programa financiero anual respectivo y presentarlo, para su aprobación e inclusión en el programa financiero anual del Estado o Municipio, al Titular del Ejecutivo del Estado o del Municipio, según corresponda;

II.- Presentar a la Comisión Técnica de Financiamiento para su opinión, las solicitudes de contratación de crédito;

III.- Celebrar las operaciones de financiamiento que contrate como deudor directo o como aval o responsable solidario de las que realicen las entidades, suscribiendo los documentos y títulos de crédito requeridos para tal efecto;

IV.- Responsabilizarse del registro y control de las operaciones de financiamiento que celebren, conforme a las reglas generales que señale la autoridad administrativa;

V.- Informar al Gobierno del Estado y a los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, sobre la situación de su deuda pública con la periodicidad y en los términos que señalen las reglas generales que al efecto se expidan;

VI.- Permitir al Gobierno del Estado y a los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, verificar la debida contratación, aplicación y manejo de la deuda pública; y

VII.- Las demás previstas por la Constitución Política del Estado y leyes aplicables.
ARTICULO 16.- Las entidades a que se refieren las fracciones I y II de la (sic) artículo 2 de esta ley, dentro de los cuarenta y cinco días posteriores a la presentación al Congreso de los informes sobre la situación de la deuda pública a que se refieren los artículos 13 y 14 de esta ley, los publicarán en el Periódico Oficial del Estado, cuando los informes requieran la aprobación del Congreso, la publicación se hará dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a esta.

La omisión de dicha publicación se sancionará en los términos de la legislación en materia de responsabilidades de los servidores públicos.
ARTICULO 17.- Las entidades paraestatales y paramunicipales sólo podrán contratar deuda si cuentan con la autorización previa de sus Órganos de Gobierno y del Ayuntamiento correspondiente. Las autorizaciones antes mencionadas, según sea aplicable, serán requisito indispensable para gestionar la autorización de dicha deuda ante el Congreso.
CAPITULO IV

De la Programación de la Deuda Pública
ARTICULO 18.- El programa financiero de las entidades deberá especificar:

I.- Su vinculación con los planes, programas y convenios de desarrollo y concertación;

II.- El monto de endeudamiento neto anual que requiera;

III.- El destino del crédito;

IV.- La fuente de pago;

V.- El monto de las partidas que se destinará en el año para el pago del servicio de la deuda;

VI.- Las garantías que se ofrecerán; y 

VII.- La información relativa al estado que guarda su deuda pública.

El Gobierno del Estado y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, analizarán y autorizarán los programas financieros de las entidades a que se refieren las fracciones III, IV y V del artículo 2 de esta ley, previa opinión de la Comisión Técnica de Financiamiento.

El programa financiero de cada entidad, deberá ajustarse a la capacidad de pago de la misma.
ARTICULO 19.- Cada entidad estimará el monto de endeudamiento neto anual, que forma parte de su programa financiero, de acuerdo con las características de los créditos y de los proyectos de inversión que la misma se propone llevar a cabo, considerando su capacidad de pago en el ejercicio y durante el período relevante de la inversión.
La capacidad de pago de cada entidad deberá contemplar la totalidad de los compromisos financieros al momento de efectuar el análisis, una estimación conservadora de tasas de interés, un período razonable de amortización de los créditos dadas las características de los proyectos que se contemplan, y la proyección conservadora de los ingresos y egresos totales de la entidad, con y sin proyectos, en el período antes citado.
ARTICULO 20.- Los montos de endeudamiento neto anual aprobados al Estado, a los Municipios y a sus respectivas entidades, serán la base para la contratación de las operaciones de financiamiento de cada una de ellas. El endeudamiento neto invariablemente estará correspondido con la calendarización y demás previsiones acordadas y aprobadas.

CAPITULO V

De las Condiciones de Contratación de Financiamientos, Emisión o Suscripción de Obligaciones

Sección Primera

De las Condiciones y Requisitos para la Contratación de Financiamientos
ARTICULO 21.- Las entidades deberán presentar a la Comisión Técnica de Financiamiento para su opinión, las solicitudes de autorización para la contratación de créditos, adjuntando la siguiente información:

I.- Motivo para la obtención del crédito;

II.- Plan de Inversión del crédito;

III.- Efectos financieros del crédito sobre la economía de la entidad, especificando:

a).- Historia crediticia y situación del crédito total directo y contingente de la entidad al momento de la solicitud;

b).- Monto del servicio de la deuda a pagar en el ejercicio fiscal, sin considerar la parte que se pagaría por la deuda que se pretende contraer;

c).- Incremento en el servicio de la deuda del ejercicio como consecuencia del nuevo crédito, especificando amortización e intereses;

IV.- Capacidad de pago, especificando:

a).- Estudio de los flujos de ingresos y egresos de la entidad acreditada, y estados financieros;

b).- Condiciones financieras de la contratación del crédito, tasas de interés, plazos de amortización de la deuda, calendarización de pagos, y garantías propuestas;

c).- Fuente de pago del servicio de la deuda;

V.- Programas a los cuales se destinarán los recursos obtenidos a través del crédito público;

VI.- Análisis financiero del proyecto;

VII.- Estudio socio-económico del proyecto, y

VIII.- La información adicional que al efecto le sea requerida.
ARTÍCULO 22.- Las entidades a que se refieren las fracciones III, IV y V, del artículo 2 de esta ley, someterán para su aprobación al Ejecutivo del Estado o al Ayuntamiento según corresponda, las solicitudes para la contratación de financiamientos acompañadas del acuerdo de su órgano de gobierno y de la opinión de la Comisión Técnica de Financiamiento.
ARTICULO 23.- Las entidades, en cumplimiento de lo previsto por la fracción VIII del artículo 117 de la Constitución General de la República, sólo podrán contraer directa o indirectamente deuda, pagadera en moneda nacional y dentro del territorio de la República. Las entidades no podrán contraer dicha deuda con personas físicas o morales extranjeras o con gobiernos de otras naciones.
Una entidad sólo podrá contraer directa o indirectamente deuda cuando tenga estados financieros de los últimos tres ejercicios fiscales, dictaminados por un contador público independiente que cuente con capacidad técnica certificada por algún órgano colegiado de contadores públicos reconocido a nivel nacional y elaborados conforme a los principios de contabilidad generalmente aceptados, o bien, de conformidad con lo dispuesto por la legislación aplicable a la entidad de que se trate, sin que el estado financiero correspondiente al ejercicio más reciente tenga una antigüedad superior a dieciséis meses al momento de contraer la deuda de que se trate, y siempre que dicho último estado financiero se haya publicado en un periódico de circulación en el Estado.

Los estados financieros deberán acompañarse de un documento que contenga la explicación de las bases o reglas contables utilizadas para el registro de las operaciones y la preparación de dicho estado de ingresos y egresos y que señale, además, las diferencias relevantes entre esas bases y los principios de contabilidad referidos en el párrafo anterior.

En caso de entidades paraestatales y paramunicipales que estén organizadas como sociedades mercantiles, los estados financieros deberán prepararse y dictaminarse conforme a los principios de contabilidad generalmente aplicables a empresas que cotizan en una bolsa en México.
ARTICULO 24.- Cuando los Municipios, entidades paraestatales o entidades paramunicipales requieran de la garantía del Estado, deberán formular la solicitud correspondiente, acompañando la información que determine la Secretaría de Finanzas del Estado, presentando además en la forma en que dicha dependencia lo requiera, información que permita determinar su capacidad de pago y la necesidad debidamente razonada del tipo de gasto que se pretende financiar con los recursos de la deuda de que se trate.  El Estado solamente garantizará deuda a cargo de una entidad paramunicipal si el Municipio correspondiente la garantiza.
ARTICULO 25.- Las entidades sólo podrán destinar los empréstitos y créditos que contraigan a inversiones públicas productivas,  a excepción de los previsto en el artículo 7 de la presente ley.
ARTICULO 26.- Las operaciones de financiamiento contratadas en contravención a las disposiciones previstas en la presente ley serán nulas de pleno derecho, sin perjuicio de las responsabilidades en que incurran quienes las lleven a cabo.

Sección Segundo

De la Emisión o Suscripción de Obligaciones
ARTÍCULO 27.- Las entidades a que se refiere el artículo 2 están facultadas para emitir bonos y valores, certificados de participación inmobiliaria y colocación en el mercado de otras obligaciones documentadas, así como para suscribir y administrar operaciones de financiamiento que constituyan deuda pública, conforme a las disposiciones y limitaciones de esta ley y demás ordenamientos aplicables.
Para este efecto, podrán acudir a Instituciones de Crédito o Auxiliares de Crédito o cualquier otra Institución financiera que funcione conforme a la legislación de la materia.
ARTICULO 28.- En cumplimiento de lo previsto por la fracción VIII del artículo 117 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las entidades sólo podrán emitir bonos y otros títulos de deuda, pagaderos en moneda nacional y dentro del territorio de la república, previa autorización del Congreso. Tanto en el acta de emisión, como en los títulos respectivos, deberán citarse los datos fundamentales de la autorización, así como la prohibición de su venta a extranjeros, sean estos gobiernos, entidades gubernamentales, sociedades, particulares u organismos internacionales. Los documentos carecerán de validez si no se consignan dichos datos.
CAPITULO VI

Del Otorgamiento de Garantías y Avales 
Sección Primera

De las Formas de las Garantías
ARTÍCULO 29.- Las garantías que se otorguen en la celebración de las operaciones de financiamiento que realicen las entidades, se regirán por las disposiciones legales de la materia, así como por la presente ley y demás reglas y disposiciones administrativas que al efecto expida la Secretaría de Finanzas.

Sección Segunda

Del Otorgamiento de Avales
ARTÍCULO 30.- Para el otorgamiento de aval o cualquier otro tipo de garantía entre cualquiera de las entidades, deberá celebrarse un convenio entre la entidad solicitante y el avalista correspondiente, en el que se contemplen cuando menos, los compromisos siguientes:
I.- La aceptación de adoptar de inmediato un programa de medidas que el avalista indique necesarias para lograr su regularización financiera cuando ésta lo requiera;

II.- Las condiciones conforme a las cuales se podrán afectar a favor del avalista las participaciones en ingresos federales, así como cualquier otro ingreso que la entidad solicitante pueda percibir;

III.- La facultad del avalista para vigilar la aplicación de los créditos y dar seguimiento al proyecto de que se trate, tanto en el período de inversión del crédito, como durante la recuperación del mismo; y

IV.- La obligación de la entidad solicitante de proporcionar trimestralmente al avalista la información respecto del avance de los compromisos asumidos en el programa de regularización financiera.

La entidad que incumpla los compromisos adquiridos conforme a este precepto, no podrá obtener el aval o cualquier otra garantía de ninguna otra entidad, mientras permanezca el incumplimiento, salvo como parte de una estrategia integral de saneamiento financiero autorizado por el Ejecutivo del Estado o por el Ayuntamiento, según corresponda.
ARTICULO 31.- Cuando las entidades hubieran celebrado operaciones de financiamiento y se hubieren ejercido los créditos, sólo se les otorgará el aval o cualquier otra garantía suscribiendo el convenio a que se refiere el artículo anterior, y se convenga con el acreedor una quita parcial de la deuda y/o la revisión de la tasa de interés pactada en el crédito.
ARTICULO 32.- En el supuesto de que el Estado o el Municipio paguen un crédito en su calidad de avalistas o garantes, como consecuencia del incumplimiento de pago por parte de la entidad avalada, podrán aquéllos hacer efectivas las garantías constituidas en su favor por la entidad avalada, aplicando, en su caso el procedimiento administrativo de ejecución que se establece para el cobro de créditos fiscales en el Código Fiscal del Estado.
Sección Tercera

Del Estudio de las Garantías
ARTICULO 33.- La Comisión Técnica de Financiamiento opinará sobre la calidad y suficiencia de las garantías ofrecidas para la celebración de operaciones de financiamiento; la opinión se emitirá verificando que se cumplan los requisitos que establezcan las reglas y disposiciones administrativas en materia de otorgamiento de garantías con especial detalle en lo que respecta a la suficiencia de la garantía, su vigencia y actualización.
Sección Cuarta

De la Cancelación de Garantías
ARTÍCULO 34.- Procederá la cancelación de las garantías otorgadas por las entidades señaladas en el artículo 2 de la presente ley, cuando:

I.- Se hayan cumplido en su totalidad las obligaciones de pago a su cargo;

II.- Se sustituyan las garantías otorgadas originalmente; o

III.- Se reitere el aval otorgado, en los términos establecidos en la presente ley.
ARTICULO 35.- Las garantías subsistirán hasta que proceda su cancelación en los términos establecidos en la presente ley.
La cancelación de las garantías otorgadas deberá inscribirse en el Registro Único de Deuda Pública.

CAPITULO VII

Del Registro de las Operaciones de Endeudamiento
ARTICULO 36.- Las entidades estarán obligadas a llevar un control interno de sus operaciones de financiamiento e inscribirlas en el Registro Único de Deuda Pública, que será la instancia única de registro de la deuda pública en el Estado. En dicho Registro también se inscribirán aquellas operaciones en las que el Congreso autorice afectaciones conforme a la parte final de la fracción II del artículo 6 de esta Ley.  La inscripción deberá realizarse en un plazo que no exceda a los treinta días posteriores a su contratación; en ningún caso se iniciará el desembolso del crédito sin haber efectuado el registro correspondiente.

La Secretaría de Finanzas será la dependencia del Ejecutivo Estatal, que tendrá a su cargo dicho Registro.

Para efectos del registro, la entidad que corresponda deberá solicitar la inscripción y acompañar la siguiente documentación:

I. Original o copia certificada del documento o contrato en el que conste la deuda contraída por la entidad correspondiente, incluyendo copia certificada de los títulos de crédito que en su caso hayan sido suscritos, así como de las garantías y afectaciones otorgadas en relación con dicha deuda;

II. Copia certificada del acta en la que conste el acuerdo del Ayuntamiento, en caso de deuda que contraigan los Municipios, o copia certificada del acta en la que conste el acuerdo del consejo directivo u órgano de gobierno, en caso de deuda que contraigan entidades paraestatales y entidades paramunicipales;

III. Declaración de la entidad correspondiente de que se cumplen con los requisitos previstos en el artículo 18 de esta Ley; y

IV. En caso de afectaciones conforme a la parte final de la fracción II del artículo 6 de la presente Ley, descripción de los elementos principales de la operación cuyo registro se solicita.
ARTÍCULO 37.- En el Registro Único de Deuda Pública, se inscribirán todas la operaciones a que se refiere el artículo 36 anterior, debiendo asentarse como mínimo, los siguientes datos:

I.- El número progresivo de registro y la fecha de inscripción;

II.- La fecha del decreto del Congreso con base en el cual se adquiere la deuda;

III.- La autorización del Ejecutivo del Estado, del Cabildo o del órgano público que deba darla para la contratación del crédito específico;

IV.- Las características de la operación de financiamiento, identificando su objeto, monto, plazo y condiciones financieras, así como las garantías que se otorgaron;

V.- El destino del crédito;

VI.- Las variaciones en el monto de los créditos como consecuencia de amortizaciones de capital y/o capitalización de intereses efectuados durante el año y el saldo al final del mismo;

VII.- Las cancelaciones de las inscripciones, cuando se acredite el cumplimiento de las obligaciones que las generan;

VIII.- La variación y/o sustitución de garantías en el año;

IX.- Las características de las operaciones de reestructuración que al efecto se celebren; y

X.- Los demás que determinen otras leyes y disposiciones.

La Secretaría de Finanzas, fijará mediante disposiciones generales de carácter administrativo el detalle de los datos, requisitos y procedimientos para el registro de la deuda.

El Registro anotará cualquier modificación a la instrucción a que se refieren la fracción IX del artículo 9 y la fracción VIII del artículo 9 de esta Ley.
ARTICULO 38.- El número progresivo y la fecha de inscripción de la operación de financiamiento, darán preferencia a los acreditantes para los efectos de exigibilidad en el pago de obligaciones, sin perjuicio de lo que dispongan otras leyes aplicables a la materia. Dicha preferencia no aplicará en caso de que dichas afectaciones se hagan a través de un fideicomiso o un mecanismo similar para una o varias operaciones determinadas o determinables, en cuyo caso aplicará la prelación y preferencia en el pago indicada en los contratos de fideicomiso u otros documentos mediante los cuales se implementen los mecanismos legales correspondientes.

A solicitud del Ayuntamiento o de la entidad paramunicipal correspondiente, la Secretaría podrá asumir el compromiso de hacer pagos directamente a favor de uno o más acreedores, con cargo a las participaciones o ingresos afectados por un Municipio o entidad paramunicipal como garantía, fuente de pago o de cualquier otra forma, conforme a la disponibilidad de recursos.

La Secretaría de Finanzas expedirá a todos aquellos que acrediten su interés jurídico, las certificaciones que soliciten respecto de las obligaciones inscritas en el Registro Único de Deuda Pública.
ARTICULO 39.- Una vez efectuado el registro de las operaciones de financiamiento, sólo podrá modificarse con las mismas formalidades de su inscripción y con la aceptación expresa de las partes interesadas.
ARTICULO 40. - Las entidades deberán informar trimestralmente a la Secretaría, la situación que guarde la deuda contraída u operación a que hace referencia la parte final de la fracción II del artículo 6 de la presente Ley, celebrada por las mismas e inscrita en el Registro.

La entidad que haya cumplido con todas sus obligaciones derivadas de una deuda inscrita en el Registro, deberá solicitar a la Secretaría la cancelación de dicha deuda, previa comprobación de su cumplimiento.
CAPITULO VIII

Sanciones y Denuncia Popular
Artículo 41.- El incumplimiento de las disposiciones establecidas en la presente de parte de las entidades y lo servidores púbicos responsables, será sancionado en los términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, la Ley de Fiscalización Superior de la entidad, y demás ordenamientos que resulten aplicables según la gravedad y la naturaleza de las infracciones. 
Artículo 42.- Los particulares, los servidores públicos y las organizaciones ciudadanas, podrán presentar ante el Congreso del Estado, los ayuntamientos o la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, según sea el caso, formal denuncia de hechos en los que se presuma que se ha cometido un ilícito o violación a las disposiciones de la presente ley. La queja o denuncia deberá venir acompañada de las pruebas o elementos de convicción que se consideren necesarios para acreditar lo señalado.
El órgano  receptor de la denuncia deberá proceder de inmediato conforme a la legislación que resulte aplicable, de acuerdo a la naturaleza y alcances de los hechos denunciados. 

TRANSITORIOS
Primero.-  La presente ley entrará en vigor un día después de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.
Segundo.- Se abroga la Ley de Deuda Pública del Estado de  Coahuila de Zaragoza, publicada el  Periódico Oficial del Estado el 07 de agosto de 2011, así como sus reformas y adiciones.
Tercero.- Las deudas contraídas por las entidades antes de la entrada en vigor de la presente, se regirán por la ley que se abroga.

Cuarto.- Las solicitudes de crédito que se encuentran en proceso de ser aprobadas por el Congreso del Estado, en tanto no se hayan aprobado en definitiva, se regirán por la presente ley. 
Quinto.- Se derogan todas aquellas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas que se opongan o, de cualquier forma contravengan lo previsto en esta Ley.
Saltillo, Coahuila  a 11 de Septiembre de 2012

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “Licenciada Margarita Esther Gómez del Campo”

DIP.    FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ
 DIP. EDMUNDO GÓMEZ GARZA

H. PLENO DEL CONGRESO ESTADO

PRESENTE.-

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA CUAL SE REFORMAN LOS ARTICULOS: 5 EN SU FRACCION III, 6,7, 13 EN SU FRACCION VI, 19, 21 EN SU FRACCION III NUMERAL 3 Y XVI, 22 Y SU FRACCION II, 26 EN SUS FRACCIONES I Y V, 27 EN SU FRACCION III, 28, 29, 30, 31, 32 EN SU FRACCION II Y III 33 EN SUS FRACCIONES I, II, III, IV Y V, 34, 35 EN SU SEGUNDO PARRAFO, 37 EN SUS FRACCIONES DE LA I A LA X, 38 Y 39 EN SUS FRACCIONES II, III, IV Y V, ASI MISMO DE DEROGAN LOS ARTICULOS 23, 24 Y 25, DE LA LEY DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE MÉDICO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRIGUEZ DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JORGE GONZALEZ TORRES” DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO.

EXPOSICION DE MOTIVOS


La Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico (COCCAM), fue creada mediante la Ley de Conciliación y Arbitraje Médico para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial el nueve de julio de 2004. Entonces obteniendo una naturaleza de organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, sectorizado a la Secretaría de Salud en el Estado.

 

Con un objetivo claro especificado en su Artículo 20 que a la letra cita:

Articulo 20. La Comisión tendrá por objeto contribuir a resolver, en el ámbito estatal, los conflictos suscitados entre los usuarios de los servicios médicos y los prestadores de dichos servicios.

En su esencia y mecanismo de operación hablamos de una instancia administrativa, abierta a usuarios y prestadores de servicios médicos con la intención de que a través de procedimientos de conciliación y arbitraje, procurando en forma amigable, a verdad sabida y buena fe guardada, apreciando los hechos en conciencia y con la intención de resolver mediante resoluciones administrativas los conflictos que le son presentados; En su integración,  prevalecen componentes políticos, se priorizan aspectos comerciales y defensa de usuarios, en el desarrollo de sus procedimientos.

Sin embargo mediante la reforma publicada en el periódico oficial de 10 de febrero de 2009, se  eliminó  del artículo 19 de la Ley, referente a la creación de la COCCAM como organismo descentralizado, el termino “sectorización”.  Pretendiendo así una independencia en cuanto a la  participación en políticas públicas de salud y la vigilancia por parte de la Secretaría de Salud en el Estado, contraviniendo con otras disposiciones legales estatales, de manera especial con  las dispuestas en  la Ley Estatal de Salud y sus Reglamentos, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado  y la Ley de Entidades  Paraestatales del Estado de Coahuila. Además de marcar más la diferencia entre la naturaleza de la COCCAM  y la Comisión Nacional de Arbitraje Médico (CONAMED) la cual hasta la fecha continúa como un organismo administrativo desconcentrado de la Secretaría de Salud Federal.

Las instancias de Conciliación y arbitraje Médico nos sirven para evitar sustanciar una causa, con un procedimiento largo y oneroso, con instancias de apelación interminables, y resultado incierto. Con la conciliación se abrevia el proceso de acuerdo y se llega a un acuerdo consensuado, sin embargo la situación actual en Estado de Coahuila es que los integrantes del sector Salud no desean someterse a esta instancia debido a que por su naturaleza y fundamento parece ser que tiene el deber de tomar una postura parcial en contra del sector salud, dejando en estado de indefensión a los miembros del sector salud, dándoles como única alternativa preferir las instancias judiciales a fin de poder ser escuchados y desahogadas todas las instancias del proceso se dicte una resolución fundada y motivada 

En aras de un acceso real  en la tutela del derecho constitucional de la salud de los coahuilenses, con enfoque en las prestación de los servicios de salud a la persona y la solución de conflictos derivados entre los usuarios y los prestadores de servicios médicos, así como a dar una congruencia entre la COMISION NACIONAL DE ARBITRAJE MEDICO y la COMISION COAHUILENSE DE CONCIALIACION Y ARBITRAJE MÉDICO consideramos adecuado que la COCCAM, cambie su naturaleza jurídica a órgano desconcentrado de la Secretaría de Salud en el Estado,  como actualmente opera la CONAMED, con las ventajas siguientes: 

· Integrarla a las políticas de salud en el Estado;

· Un organismo administrativo,  resolviendo conflictos como instancia conciliadora entre las partes, y no solo como instancia de defensa de usuarios  priorizando aspectos comerciales;

· En su integración, prevalecería un Consejo Consultivo  en el que formaran parte integrantes del Consejo Estatal de Salud;

· Su operación y funcionamiento se agilizaría, al evitar la regulación excesiva que tienen los organismos descentralizados en la entidad;

· Conservará su autonomía técnica para emitir sus resoluciones, y

· Enfatizar la coordinación de su operación como órgano desconcentrado de la Secretaría de Salud y el Consejo Estatal de Salud.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO
ÚNICO.-  se reformen los artículos 5 EN SU FRACCION III, 6,7, 13 EN SU FRACCION VI, 19, 21 EN SU FRACCION III NUMERAL 3 Y XVI, 22 Y SU FRACCION II, 26 EN SUS FRACCIONES I Y V, 27 EN SU FRACCION III, 28, 29, 30, 31, 32 EN SU FRACCION II Y III 33 EN SUS FRACCIONES I, II, III, IV Y V, 34, 35 EN SU SEGUNDO PARRAFO, 37 EN SUS FRACCIONES DE LA I A LA X, 38 Y 39 EN SUS FRACCIONES II, III, IV Y V, ASI MISMO DE DEROGAN LOS ARTICULOS 23, 24 Y 25 para quedar como sigue:

ARTÍCULO 5. …

I. Y II. …

III.
En el caso de que la queja presentada por escrito estuviere incompleta o fuere imprecisa o ambigua, el Comisionado requerirá al interesado mediante comunicación por escrito, que la complete o aclare, según corresponda, dentro de un plazo que no excederá de diez días naturales, contado a partir de la fecha en que sea realizada la comunicación que la motive y fundamente. En los casos de la queja oral, el Comisionado a través del Secretario del Consejo Consultivo recibirá la queja identificando fehacientemente a la persona que la formula. En todo caso, el interesado deberá llenar el formato de queja que le sea  proporcionado por la Comisión y firmarlo o imprimir en él su huella digital. 

IV.
a VIII. …

ARTÍCULO 6. El trámite y la resolución de los procedimientos previstos en esta ley, se llevarán a cabo por el Comisionado. Será auxiliado por el Subcomisionado General Jurídico, por el Secretario del Consejo Consultivo y el demás personal técnico, de apoyo jurídico y de asesoría.

ARTÍCULO 7. …

Las partes deberán presentar las pruebas conducentes para acreditar sus hechos desde el momento de su escrito de queja y de contestación, según corresponda o, en su caso, dentro del plazo previsto por esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, el Comisionado y/o el Consejo Consultivo podrán recabar y mandar practicar aquellas pruebas que sean necesarias para mejor proveer al procedimiento.

ARTÍCULO 13. …
I.
a V. …
VI.
El Comisionado de oficio o a petición de parte podrá presentar el asunto ante el Consejo Consultivo, para oír su opinión. El Presidente del Consejo Consultivo podrá solicitar en cualquier tiempo al Comisionado, el informe de  casos específicos para que el Consejo Consultivo emita la opinión o recomendación correspondiente.

VII.
a IX. …
ARTÍCULO 19. Se crea la Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico, como a órgano desconcentrado de la Secretaría de Salud en el Estado.

La Comisión tendrá plena autonomía técnica para emitir sus resoluciones.

ARTÍCULO 21. …
I.
y II. …

III.
…

1.
y 2. …
3.
Aquellas que así sean acordadas por el Consejo Consultivo de la Comisión

IV.
a XV. …
XVI.
Proponer al Ejecutivo del Estado, por conducto del Consejo Consultivo, la celebración de convenios y/o acuerdos con instituciones, organismos y organizaciones públicas y/o privadas, para la realización de acciones de colaboración, coordinación y concertación.

XVII.
a XIX. …
ARTÍCULO 22. Las atribuciones concedidas a la Comisión en esta u otras leyes residen originalmente en el Consejo Consultivo. Los demás órganos creados por esta ley o previstos en el reglamento correspondiente, podrán ejercer esas facultades en los casos siguientes:

I.
…
II.
Cuando por acuerdo del Consejo Consultivo se deleguen las atribuciones para el mejor funcionamiento de la Comisión.

ARTÍCULO 23.  SE DEROGA
ARTÍCULO 24. SE DEROGA

ARTÍCULO 25. SE DEROGA
ARTÍCULO 26. …
I.
Un Consejo Consultivo.

II.
a IV. …
V.
Las unidades administrativas y las subcomisiones que acuerde el Consejo Consultivo.

ARTÍCULO 27. …
I.
y II. ...
III.
Hasta diez consejeros que podrán ser:

1.
Hasta cinco representantes de organizaciones, asociaciones o colegios de profesionistas del sector social y/o privado, cuyas actividades guarden relación con el objeto de la Comisión.

2.
Hasta cinco integrantes del Consejo Estatal de Salud.

Para la selección de los representantes del sector social y/o privado, el Ejecutivo del Estado convocará a la comunidad del Estado a participar en la integración del Consejo Consultivo. Hecho lo anterior, el Ejecutivo nombrará a las personas que formarán parte del Consejo.

Para hacer la designación de estos consejeros, el Ejecutivo del Estado considerará, en su caso, la trayectoria profesional o los méritos académicos o científicos de los aspirantes, así como su honorabilidad, respetabilidad y buena fama en concepto público. En todo caso, el Ejecutivo Estatal propiciará que la representación de estos consejeros guarde un equilibrio regional.

Los consejeros que sean designados en los términos del párrafo que antecede durarán en su cargo tres años y podrán ser reelegidos hasta por un periodo más siempre que sean propuestos por la organización que representan para ser ratificados por el Ejecutivo Estatal. En caso de  renovación de las consejerías, el Ejecutivo convocará a las organizaciones que correspondan para que formulen las propuestas que estimen convenientes.

Cada uno de los miembros del Consejo podrá designar a un suplente que ejercerá las atribuciones que al mismo correspondan en las ausencias del titular. Los cargos serán honoríficos. Sus miembros no percibirán remuneración alguna.

El Consejo Consultivo contará además con un Secretario que será removido y designado libremente por el Consejo, a propuesta de su Presidente. El Secretario deberá ser licenciado en derecho, de preferencia con especialidad en los medios alternativos de solución de conflictos.

ARTÍCULO 28. El Consejo Consultivo tendrá las atribuciones siguientes:

I.
a XVII. …
ARTÍCULO 29. El Consejo Consultivo celebrará sesiones ordinarias cada tres meses y las extraordinarias que sean necesarias en cualquier tiempo para la eficaz marcha de la Comisión, previa convocatoria de su Presidente o cuando más de tres consejeros y/o vocales así lo solicitaren.

Las sesiones se sujetarán a las bases siguientes:

I.
Serán válidas cuando se integren con la mitad más uno de los miembros del Consejo Consultivo, siempre que esté presente su Presidente o quien deba suplirlo.

II.
Podrán asistir a las sesiones que celebre el Consejo Consultivo, con el carácter de invitados, aquellas personas cuya participación y opinión se juzgue conveniente en el análisis de los asuntos que trate el Consejo Consultivo. Estos invitados participarán con voz, pero sin voto.

III.
El Secretario del Consejo Consultivo al inicio de cada sesión dará lectura al acta de la sesión anterior para su aprobación. La misma será autorizada con las firmas del Presidente o de quien deba suplirlo y con la del Secretario.

IV.
Se dará curso a los asuntos listados en el orden del día o de aquellos que requieran la intervención del Consejo Consultivo.

V.
...
VI.
Las votaciones del Consejo Consultivo se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de empate, el Presidente o quien deba suplirlo tendrá voto de calidad.

VII.
Las actas de las sesiones del Consejo Consultivo las levantará el Secretario. Se consignarán en un libro destinado para tal efecto, el cual deberá resguardar el Secretario.

VIII.
El Comisionado por sí o por conducto del Secretario del Consejo Consultivo, deberá ejecutar y, en su caso, dar seguimiento a los acuerdos sin demora y sin esperar a que se apruebe el acta de donde provenga el acuerdo. El Consejo Consultivo podrá corregir, subsanar o modificar el acuerdo ejecutado cuando advierta un error esencial en el acta que se someta a su aprobación.

ARTÍCULO 30. El Presidente del Consejo Consultivo tendrá las atribuciones siguientes:

I.
Convocar, por conducto del Secretario del Consejo Consultivo, a los miembros del mismo y a las personas invitadas, para asistir a las sesiones que se desarrollarán conforme al orden del día que se elabore.

II.
Participar con voz y voto en las sesiones del Consejo Consultivo, dirigirlas y declarar resueltos los asuntos en el sentido de las votaciones.

III.
Resolver bajo su más estricta responsabilidad aquellos asuntos de los que deba conocer el Consejo Consultivo, que no admitan demora. En estos casos, deberá el Consejo Consultivo reunirse cuanto antes, para conocer las medidas tomadas y, en su caso, adoptar las necesarias.

IV.
…. 

V.
Elaborar y presentar a la aprobación del Consejo Consultivo los proyectos de presupuesto anual de ingresos y egresos para el año siguiente, así como el proyecto de inversión correspondiente al período en estudio, a fin de proponerlo al Ejecutivo del Estado para que, en los términos de las disposiciones aplicables, lo presente al Congreso del Estado.

VI.
Las demás que le confiera la presente ley, su reglamento u otras disposiciones aplicables, así como aquellas que fueren necesarias para el mejor funcionamiento del Consejo Consultivo.

ARTÍCULO 31. El Coordinador General del Consejo Consultivo, tendrá las atribuciones siguientes:

I.
Sustituir al Presidente del Consejo Consultivo en casos de ausencia temporal asumiendo plenamente todas las atribuciones conferidas a éste.

II.
Coordinar los trabajos del Consejo Consultivo.

III.
Presentar los dictámenes jurídicos que le requiera el Presidente para presentarlos al Consejo Consultivo.

IV.
…

V.
Proponer a los miembros del Consejo Consultivo el análisis de los asuntos que estime necesarios.

VI.
y VII. …
VIII.
Rendir los informes que le requiera el Consejo Consultivo o el Presidente.

IX.
….
ARTÍCULO 32. Los consejeros que integran el Consejo Consultivo, tendrán las atribuciones siguientes:

I.
...
II.
Proponer a la consideración del Consejo Consultivo los asuntos que estimen necesarios para la eficaz marcha de la Comisión.

III.
Integrar las comisiones que se determinen convenientes en el seno del propio Consejo Consultivo.

IV.
y V. …
ARTÍCULO 33. El Secretario del Consejo Consultivo tendrá las facultades siguientes:

I.
Comunicar a los miembros del Consejo Consultivo y demás personas invitadas, las convocatorias para las sesiones que llevarán a cabo.

II.
Dar cuenta al Consejo Consultivo de los asuntos de su competencia.

III.
Dar seguimiento a los acuerdos tomados por el Consejo Consultivo e informar el avance de su cumplimiento.

IV.
Tomar las votaciones de los miembros del Consejo Consultivo presentes en cada sesión.

V.
Levantar y autorizar con su firma y la del Presidente o de la persona que deba suplirlo, las actas correspondientes a las sesiones que celebre el Consejo Consultivo. Las actas contendrán una síntesis de los puntos acordados.

VI.
a VIII. …
ARTÍCULO 34. El Comisionado será nombrado y removido libremente por el titular del Ejecutivo del Estado, a propuesta del Consejo Consultivo de la Comisión.

El Comisionado se auxiliará en sus funciones de un Subcomisionado General Jurídico, quien será nombrado y removido libremente por el Consejo Consultivo, a propuesta del Comisionado.

El Comisionado contará además con el personal técnico, de apoyo jurídico y de asesoría para el desempeño de sus funciones. El personal deberá especializarse y capacitarse en las técnicas de mediación, conciliación y arbitraje, así como en la responsabilidad médico-legal. 

El Comisionado, el Subcomisionado General Jurídico, los subcomisionados y el demás personal a que se refiere este artículo, percibirán los honorarios o emolumentos que prevea el presupuesto de egresos correspondiente.

ARTÍCULO 35. …

I.
a V. …
El Consejo Consultivo podrá crear el número de subcomisionados jurídicos y/o médicos que estime convenientes para la buena marcha de la Comisión. Los subcomisionados tendrán las atribuciones que les confiera el Consejo Consultivo.

ARTÍCULO 37. Corresponden al Comisionado las facultades siguientes:

I.
Ejercer la representación legal de la Comisión, así como los poderes que le sean conferidos por el Consejo Consultivo.

II.
Proponer al Consejo Consultivo las designaciones del Subcomisionado General Jurídico, así como de los subcomisionados.

III.
Nombrar y remover libremente al demás personal de la Comisión.

IV.
Dirigir a la Comisión conforme a las políticas y lineamientos que determine el Consejo Consultivo, vigilando el cumplimiento de sus objetivos y programas.

V.
Supervisar el funcionamiento de las unidades de servicio técnico, de apoyo y de asesoría que determine crear el Consejo Consultivo.

VI.
Atender los criterios de interpretación que señale el reglamento de esta ley, a fin de sistematizarlos para su adecuada aplicación en los casos que sean sometidos a la Comisión. 

VII.
Proponer al Consejo Consultivo la celebración de actos jurídicos que permitan el cumplimiento del objeto de la Comisión.

VIII.
Ejecutar los acuerdos emitidos por el Consejo Consultivo.

IX.
Informar en el mes de marzo de cada año al titular del Ejecutivo del Estado, sobre las actividades desempeñadas por la Comisión, procurando que el informe sea ampliamente difundido entre la sociedad.

X.
Presentar a la aprobación del Consejo Consultivo, el proyecto del reglamento interior de la Comisión y demás disposiciones de carácter interno. 

El reglamento interior deberá regular la organización y el funcionamiento de la Comisión, así como los términos, condiciones y límites a que deberán sujetarse los procedimientos, de acuerdo con las bases fijadas en esta ley.

XI.
a XIX. …

ARTÍCULO 38. El Subcomisionado General Jurídico será el consejero jurídico de la Comisión. 

Toda decisión que adopte el Comisionado en ejercicio de sus funciones deberá ser consultada con el Subcomisionado General Jurídico.

El Subcomisionado General Jurídico ejercerá las atribuciones que esta ley y su reglamento establecen, así como las que determine el Consejo Consultivo.

ARTÍCULO 39. …
El Comisario tendrá las atribuciones siguientes:

I.
…
II.
Practicar auditorias a los estados financieros y las de carácter administrativo al término del ejercicio o, en cualquier tiempo, cuando así lo estime conveniente el Consejo Consultivo o su  Presidente.

III.
Hacer que se inserten en el orden del día de las sesiones del Consejo Consultivo, los asuntos que crea conveniente.

IV.
Solicitar que se convoque a sesiones del Consejo Consultivo en los casos en que lo juzgue pertinente.

V.
Asistir con voz pero sin voto a todas las sesiones del Consejo Consultivo.

VI.
...
T R A N S I T O R I O S:

PRIMERO.-  El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de la fecha de publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO.- Como órgano desconcentrado de la Secretaria de Salud, el patrimonio y presupuesto destinado a la Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico, pasará a ser parte dicha Secretaria.
Saltillo Coahuila a 11 de Septiembre del 2012

ATENTAMENTE

DIPUTADO JOSÉ R. SANDOVAL RODRIGUEZ
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE 

Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

El de la voz, Diputado Samuel Acevedo Flores, en representación del Partido Socialdemócrata de Coahuila  en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 22 en su fracción V de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del pleno de esta soberanía popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE  CREA  EL TITULO QUINTO CAPITULO PRIMERO, ARTICULOS 401.BIS Y 402 BIS  DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

En atención a la siguiente:

Exposición de motivos
La discriminación es una forma de violencia  pasiva, que en muchas ocasiones puede llegar ha convertirse en un ataque físico, la definición  que nos da la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación  en el Estado de Coahuila de Zaragoza,  la encontramos en su numeral 3  fracción VI que a la letra dice:

Artículo 3.- Para los efectos de esta ley se entiende por: 

……..

VI.
Discriminación: Toda ley, acto, hecho o conducta que provoque distinción, exclusión, restricción o rechazo, motivada por razones de origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condición social o económica o de salud, estado de gravidez, lengua, religión, opiniones, preferencia sexual, estado civil, filiación o identidad política, o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas

………..

Quienes emiten conductas discriminatorias, se encuentran ante un trato diferencial de los derechos y las consideraciones sociales de  los seres humanos, lo que se traduce en rechazo, odio y/o rencor  ya sea  por   creencias religiosas,  conductas sociales,  preferencias sexuales,  color de piel, edad, sexo, género, ideología política,  entre otras tantas, circunstancias que pueden terminar con consecuencias fatales, 
La intolerancia, el rechazo y la ignorancia en la mayoría de los casos son determinantes para el nacimiento de  estas conductas discriminatorias; quienes son afectados por actos de discriminación, no son valorados sino juzgados por características superficiales, y son atacados de forma irreversible, ya que la conducta de rechazo que presenta el agresor suele dañar a quien la recibe en su autoestima y salud emocional causando un daño irreparable.
México  se encuentra entre los primeros lugares a nivel internacional en donde se comenten mas actos de discriminación o racismo, una de las causas es la intolerancia que presentamos a la diversidad, la falta de respeto y valores, y al elevado numero de  casos no denunciados, atendiendo a la falta de cultura de la denuncia, los ciudadanos se encuentran decepcionados y un tanto intranquilos puesto que los ordenamientos  jurídicos con los que se cuenta en la mayoría de los estados de la Republica Mexicana,  son enunciativos  y al final no existe mas que una consecuencia de advertencia, que se traduce en nada para, los afectados; Cabe mencionar que Coahuila, no se encuentra  bajo este contexto ya que el ordenamiento que mencionamos en el proemio del presente, va mas allá contemplando sanciones administrativas a quienes comentan estos actos.

Sin embargo, las consecuencias para actos de odio  y/o rechazo, es decir, para actos de discriminación, deben ir más allá que el simple pago de una multa, por ello,  el que esta iniciativa tenga por objeto implementar  como un delito las conductas de discriminación, el bien jurídico tutelado será la dignidad de las personas. 
La discriminación afecta la parte más sagrada de un ser humano, es un atropello a su dignidad, afectando a su autoestima, los síntomas más comunes en quienes son objeto de rechazo son la depresión,  el aislamiento, afectaciones mentales y de comportamiento que  en ocasiones  lleva a las victimas ha convertirse en fuentes agresoras.

Está demostrado que la discriminación es un obstáculo para el desarrollo de la sociedad, las consecuencias repercuten no solo en los individuos que quedan marginados de los servicios, que son rechazados y sujetos de odio, sino  que trasciende a  las familias, comunidades y el país en general, pues al final se eleva el porcentaje alto de población limitada en sus necesidades básicas. Si éstas no se satisfacen, disminuye no solo la productividad, sino el eficaz ejercicio de otros derechos como la participación ciudadana, la democracia y la justicia.

Tenemos un compromiso social con nuestras  presentes y futuras generaciones, debemos ocuparnos de fomentar la responsabilidad y la tolerancia, nuestros hijos y jóvenes deben estar conscientes de la diversidad que existe en la actualidad  y deben ser abiertos hacia ello, debemos ocuparnos  hoy aquí y ahora de proveer  a los y las coahuilenses de mecanismos de acceso a la justicia, que sean adecuados,  para quienes son objeto de conductas discriminatorias, ya no estamos en el siglo XV, hemos avanzado y con ello nuestra legislación,  vamos a mantenernos a la vanguardia, no vamos a permitir que en Coahuila se cometan  mas estos actos,  aquí existe una consecuencia jurídica ejemplar,  para quien pretenda lesionar la dignidad de la personas,  y no solo una mera consecuencia económica, por ello solicito a todos ustedes compañeras y compañeros que respalden  esta: 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE  CREA  EL TITULO QUINTO CAPITULO PRIMERO, ARTICULO 401.BIS  DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO: Se crea  el Titulo Quinto, Capitulo Primero, Articulo 401Bis, 402 Bis del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Para quedar como sigue: 
TITULO QUINTO

DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD DE LAS PERSONAS

CAPITULO PRIMERO

DISCRIMINACIÓN

ARTÍCULO 401BIS.-Comete el delito de discriminación   quien por razón de origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condición social o económica o de salud, estado de gravidez, lengua, religión, opiniones, preferencia sexual, estado civil, filiación o identidad política, sexo, o cualquier  otra  que  atente  contra  la dignidad  humana  y tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas y:
I.- Provoque o incite al odio o a la violencia;

II.- Niegue a una persona un servicio o una prestación a la que tenga derecho. 
III.- Excluya a alguna persona o grupo de personas; o

IV.- Niegue o restrinja derechos laborales.

Quien cometa el delito de discriminación será acreedor  a una pena de prisión de tres  a cinco años y multa, en los casos de servidores públicos que, por las razones previstas en el primer párrafo de este artículo, niegue o retarde a una persona un trámite, servicio o prestación al que tenga derecho,  la pena de prisión aumentara  de cuatro a siete  años y multa además se le impondrá destitución e inhabilitación para el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión públicos, por el mismo lapso de la privación de la libertad impuesta.

No serán consideradas discriminatorias todas aquellas medidas tendientes a la protección de los grupos vulnerables.
Este delito se perseguirá por querella de la parte ofendida; salvo que la víctima sea menor de edad o incapaz, casos que se perseguirán de oficio.

ARTÍCULO 402.BIS.SANCIÓN AUTÓNOMA DEL DELITO DE DISCRIMINACIÓN, CON RELACIÓN A OTRO QUE SE COMETA. Si además deldelito que prevé este capítulo, resulta cometido otro con motivo de la Discriminación, se aplicarán las reglas del concurso.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El  presente decreto  entrará en vigor al día siguiente de su 
Publicación en el Periódico oficial del Estado dictamen. 

Saltillo, Coahuila a  3 de Septiembre  de 2012.

DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES.
Diputado Presidente de la Mesa Directiva del H. Congreso del Estado;

Diputadas y Diputados de esta Legislatura:

Quien suscribe, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, con fundamento en los artículos 59 fracción I, y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 144, 158 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE FORTALECE LA TRANSPARENCIA Y EL GOBIERNO ABIERTO AL ADICIONAR UNA NUEVA FRACCIÓN XXV AL ARTÍCULO 19 PASANDO LA ACTUAL FRACCIÓN XXV A SER LA XXVI Y SE ADICIONA UN ARTÍCULO 19 BIS DE LA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES
La cual se presenta bajo la siguiente

E X P O S I C I Ó N       D E         M O T I V O S

La transparencia, la rendición de cuentas, la participación y la colaboración son los elementos centrales de un gobierno abierto. Su adopción e impulso permite mejorar los servicios públicos, manejar los recursos públicos con mayor eficiencia, promover la innovación y, a largo plazo, alcanzar mayor prosperidad, bienestar y dignidad humana.

Ante Ustedes, se promueve esta iniciativa que pretende aportar en el tema a través de un doble aspecto: incluyendo las actas circunstanciadas de Entrega-Recepción como parte de la llamada información pública mínima y definiendo, con mayor claridad, los formatos en que esta información, la pública mínima, debe presentarse cuando el medio utilizado es Internet. 

Desde 2005, en Coahuila, cuenta con plena vigencia la Ley de Entrega Recepción del Estado y Municipios de Coahuila de Zaragoza. Se trata de una Ley de orden público, de interés social y de observancia obligatoria en todo el régimen interior del Estado y cuyo  objeto es el de dar certeza jurídica, histórica y física del patrimonio documental del Estado, así como asegurar la continuidad de las acciones y dejar soporte de las metas y objetivos alcanzados. Vale la pena recordar que, de acuerdo con su artículo tercero, las disposiciones de citado ordenamiento serán aplicables en el Poder Legislativo, en el Poder Ejecutivo, en el Poder Judicial, en los Gobiernos Municipales y en los Organismos Públicos Autónomos. 

Pues bien, el instrumento esencial se denomina, como podrá suponerse, Entrega-Recepción. El artículo 19 del multicitado ordenamiento señala que “Para llevar a cabo la entrega-recepción de la Administración Pública del Estado y municipal en sus diferentes niveles, los titulares salientes deberán llevar a cabo un acto formal, en el que se haga entrega de la documentación a que se refieren los artículos 17 y 18 de la presente ley, según corresponda, a los titulares entrantes, elaborando para tal efecto, el acta de entrega-recepción y sus anexos correspondientes”. 

En este sentido, el artículo 20, agrega: 

“Para que el acta circunstanciada de entrega-recepción cumpla con su finalidad y tenga la validez necesaria para los efectos legales a que dé lugar, deberá contener, como mínimo, los siguientes requisitos:

I. La fecha, lugar y hora en que da inicio el evento;

II. El nombre, cargo u ocupación de las personas que intervienen, quienes deberán identificarse plenamente;

III. Especificar el asunto u objeto principal del acto o evento del cual se va a dejar constancia;

IV. Debe ser circunstanciada, es decir, debe relacionar por escrito y a detalle, el conjunto de hechos que el procedimiento de entrega-recepción comprende, así como las situaciones que acontezcan durante su desarrollo, situación que deberá manifestarse bajo protesta de decir verdad;

V. Debe realizarse en presencia de dos personas que funjan como testigos de ley;

VI. Debe especificar el número, tipo y contenido de los documentos que se anexan y complementan el acta;

VII. La fecha, lugar y hora en que concluye el evento;

VIII. Debe de relacionarse perfectamente con los formatos respectivos;

IX. Debe formularse por lo menos en cuatro tantos;

X. No debe contener tachaduras, enmendaduras o borraduras; en todo caso, los errores deben corregirse mediante testado, antes del cierre del acta;

XI. Los espacios o renglones no utilizados deben ser cancelados con guiones;

XII. Todas y cada una de las hojas que integran el acta circunstanciada del evento de Entrega-recepción, deber ser firmadas por las personas que en él intervinieron, haciéndose constar en su caso, el hecho de la negativa para hacerlo;

XIII. En caso de no existir formato especial de acta, ésta se debe levantar en papel oficial de la dependencia, ayuntamiento o entidad de que se trate;

XIV. Las cantidades deben ser asentadas en número y letra; y

XV. Las hojas que integren el Acta Administrativa de Entrega-Recepción, así como los anexos, deben foliarse en forma consecutiva.

Sería ocioso reproducir el texto íntegro de la Ley en este espacio. Valga sólo a manera de recordatorio sobre la importante función que tiene el procedimiento y los actos accesorios que conlleva. 

En este sentido, la propuesta que se somete a consideración pretende que el acta circunstanciada sea del conocimiento público, como una obligación mínima de acuerdo con la Ley. En los artículos transitorios, además, se establece que toda vez que el ejercicio del derecho de acceso a la información pública nunca puede considerarse con una aplicación en perjuicio de persona alguna, es pertinente la retroactividad. Por lo anterior, una vez que inicie la vigencia de la presente reforma, los sujetos obligados estarían en obligación de actualizar su información en los términos de la nueva fracción XXV del artículo 19 con respecto, al menos, del último procedimiento de entrega-recepción celebrado.

El segundo apartado de esta misma iniciativa tiene relación con un término que ya en este recinto se ha empleado: el Gobierno Abierto. 

Para  México,  la  adhesión  a  la  Alianza  para  el  Gobierno  Abierto  (AGA)  inició  un  proceso  de  diálogo franco que ha permitido que gobierno y sociedad construyan en conjunto una agenda a seguir en el tema. No se trata, pues, de una moda sino de una serie de instrumentos y compromisos claramente enunciados. 

Para formar parte de la AGA, el Gobierno Federal mexicano presentó en septiembre de 2011 un Plan de Acción que  contiene  las  acciones que  se  comprometía  a  realizar  en  un  año.  Su  construcción  involucró  una  consulta amplia a Entidades y Dependencias de la Administración Pública Federal (APF), así como a ocho organizaciones de  sociedad  civil  (OSC)  expertas  en  transparencia  y  rendición  de  cuentas,  a  saber:  Artículo  19;  Centro  de Investigación para el Desarrollo (CIDAC); CitiVox; Cultura Ecológica; Fundar, Centro de Análisis e Investigación; Gestión  Social  y  Cooperación  (GESOC);  Instituto  Mexicano  para  la  Competitividad  (IMCO)  y  Transparencia Mexicana.  En  la  mayoría  de  los  casos,  las  propuestas  formuladas  por  estas  organizaciones  se  basaron  en  el trabajo  de  investigación  e  incidencia  que  cada  una  ha  desarrollado  desde  hace  más  de  diez  años.  

Dentro de este marco, el 31 de mayo pasado, se hace del conocimiento público el Plan de Acción Ampliado. Así, en materia de Gobierno Abierto, específicamente el compromiso 34 de referido Acuerdo Ampliado, establece:

“Que  no  se  considere  un  PDF  como  información  pública,  únicamente  datos  en  formatos CSV, XML, KML para que se pueda analizar en cualquier herramienta. Que se modifiquen a texto y a bases de datos recuperables todos los archivos escaneados que se presentan en formato .pdf y que tengan su origen en archivos de imagen como los .jpg”.

La finalidad de dicha medida es entendible y pertinente: si la intención última del acceso a la información es la utilidad que puede representarle a la ciudadanía, la publicación de información a través de formatos inanalizables es un contrasentido. 

Por esto, en concordancia con acuerdos nacionales que son producto de la experiencia internacional, la iniciativa que sometemos a su consideración incluye la propuesta de acotar los formatos en los que la información debe publicarse. Y, en este sentido, no vale la defensa que quiera practicarse argumentando ignorancia: los formatos que se mencionan en la iniciativa son ampliamente conocidos, aprobados y utilizados a lo largo y ancho del mundo. 

Específicamente, en la iniciativa proponemos que “Para el caso de la información que sea publicada a través del Internet, deberán emplearse los formatos CSV, DOC, XML, KML o cualquier otro que permita su análisis en cualquier herramienta”

El formato CSV (del inglés comma-separatedvalues) son un tipo de documento en formato abierto sencillo para representar datos en forma de tabla, en las que las columnas se separan por comas y las filas por saltos de línea; el formato DOC, es el formato de texto; el formato XML proviene de un lenguaje inventado por IBM en los años setenta, llamado GML (GeneralizedMarkupLanguage), que surgió por la necesidad que tenía la empresa de almacenar grandes cantidades de información. Este lenguaje gustó a la ISO, por lo que en 1986 trabajaron para normalizarlo, creando SGML (Standard GeneralizedMarkupLanguage), capaz de adaptarse a un gran abanico de problemas; finalmente, el formato KML KML es un lenguaje de marcado para representar datos geográficos en tres dimensiones.

Si en verdad queremos impulsar la transparencia y el Gobierno Abierto, esta iniciativa incluye dos propuestas que solicito sean analizadas con detalle. 

Así, por las razones antes expuestas, ante esta Honorable Legislatura se presenta para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona una nueva fracción XXV al artículo 19 pasando la actual fracción XXV a ser la XXVI y se adiciona un artículo 19 BIS de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, para quedar como sigue:

Artículo 19.- Las entidades públicas deberán difundir, en su caso, a través de medios electrónicos la siguiente información:

I …

…

…

XXIV. …

XXV. El acta circunstanciada de Entrega-Recepción, con sus anexos, de acuerdo con lo establecido en la Ley en la materia, y

XXVI. Cualquier otra información que sea de utilidad o resulte relevante para el conocimiento y evaluación de las funciones responsabilidad del sujeto obligado.

Artículo 19-BIS. Para el caso de la información que sea publicada a través del Internet, deberán emplearse los formatos CSV, DOC, XML, KML o cualquier otro que permita su análisis en cualquier herramienta. 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO.- Toda vez que el ejercicio del derecho de acceso a la información pública no puede aplicarse en perjuicio de persona alguna, es pertinente la retroactividad. Por lo anterior, una vez que inicie la vigencia de la presente reforma, los sujetos obligados deberán actualizar su información en los términos de la nueva fracción XXV del artículo 19 con respecto, al menos, del último procedimiento de entrega-recepción celebrado. 

TERCERO.- 90 días posteriores a la publicación de la presente reforma, el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública reglamentará lo establecido en el artículo 19-BIS. 

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

SALTILLO, COAHUILA A 11 DE SEPTIEMBRE DE 2012

DIP. EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA

DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA

“POR UN GOBIERNO DE CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA”

PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado  Edmundo Gómez Garza conjuntamente con el diputado Fernando Simón Gutiérrez Garza del Grupo Parlamentario “Licenciada Margarita Zavala Gómez del Campo” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN III, RECORRIENDO EL TEXTO ACTUAL A LA IV DEL ARTÍCULO 110; Y ADICIONAR EL ARTÍCULO 112 BIS  A LA  LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. Con base en la siguiente:
Exposición de motivos
La Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Nuevo León, contempla un novedoso y muy importante comité, el Comité de Seguimiento de Acuerdos. Su existencia y naturaleza se verifica en las siguientes disposiciones del ordenamiento en cita:
ARTICULO 77.- El Congreso contará con los Comités de Administración y de Archivo y Biblioteca y de Seguimiento de Acuerdos; cada uno estará integrado pluralmente por cinco Diputados de al menos tres Grupos Legislativos. Estos Comités tienen el carácter de permanentes; cada uno se compondrá de un Presidente, un Secretario y tres Vocales, electos por el Pleno del Congreso.....
Artículo  78 bis 1.- El Comité de Seguimiento de Acuerdos, será el responsable de dar un oportuno seguimiento de respuesta a los Acuerdos que sean aprobados por el Pleno del Congreso, y que sean relativos a la intervención de alguna autoridad federal, estatal o municipal, respecto de la atención, resolución o información sobre diversas problemáticas del ámbito de sus competencias. A dicho Comité le corresponde:

I. Mantener actualizado el listado de Acuerdos Aprobados por el Pleno del Congreso, en los que se solicita la atención, información o la intervención de alguna autoridad federal, estatal o municipal, en el marco de sus atribuciones.
II. Solicitar, por conducto de su Presidente, a las autoridades competentes, la respuesta de los Acuerdos enviados para la atención, información o intervención de diversas problemáticas, cuando transcurra un tiempo prudente, posterior a la aprobación del Acuerdo; e
III. Informar cada mes al Pleno del Congreso del seguimiento y situación que guardan los Acuerdos enviados a las autoridades federales,  estatales o municipales, para la atención, información o intervención, conforme a sus atribuciones, de diversas problemáticas....
En la sesión del 04 de septiembre del presente, expusimos en esta Tribuna, una iniciativa de reforma a la Constitución del Estado (art. 67, fracción XX), para considerar entre las atribuciones específicas de este Congreso, la de “...emitir exhortos y solicitudes dirigidos a las autoridades federales, estatales y municipales, a los organismos públicos autónomos y a los organismos descentralizados, centralizados y paraestatales; e implementar los mecanismos legales y técnicos que estime necesarios para realizar el seguimiento de estos instrumentos legislativos.”

Expusimos entre otros argumentos, la imperiosa necesidad de que el Congreso de Coahuila cuente los mecanismos legales y técnicos para realizar el oportuno seguimiento de los exhortos y solicitudes que en cada sesión o en casi todas, dirigimos a las autoridades de los tres órdenes de gobierno, así como a los organismos descentralizados, paraestatales y autónomos.

La justificación es más que obvia: el exhorto y la solicitud son nuestras herramientas o instrumentos por medio de los cuales traducimos las demandas ciudadanas, las peticiones de ayuda, y las necesidades de la gente en los distintos rubros del quehacer público, en una realidad, en una petición concreta con un objetivo determinado.
Como Congreso, merecemos una respuesta concreta a nuestros exhortos y peticiones, sin importar si esta es positiva o negativa, pero que nos respondan, porque al recibir una respuesta nosotros, también la están recibiendo nuestros representados, aquellas personas, agrupaciones o instituciones por las que generamos la proposición con puntos de acuerdo, y el posterior exhorto o solicitud correspondiente.
No se trata de hacerlo solo por nosotros, o porque no queramos que nos consideren como “legisladores pintados”; se trata de que somos los representantes del pueblo; las respuestas  que demandamos, son respuestas para la gente, para aquellos por los que peleamos y defendemos sus intereses en esta Tribuna.
No es un acto de vanidad o de poder el pretender establecer mecanismos para dar seguimientos a los exhortos y solicitudes del Poder Legislativo local, es más bien, un acto de justicia y derecho elemental, justicia y derecho nuestro y de nuestros representados.

No incurramos en paradojas, ni en absurdos como darle facultades coercitivas y vinculantes a otros, menos a nosotros.  Solo estamos solicitando que hagamos todo a nuestro alcance para gestionar la respuesta correspondiente a cada exhorto con las autoridades destinatarias de los mismos, ni siquiera es una propuesta (de momento) para hacer vinculantes estos instrumentos legislativos.

Y, no olvidemos que las respuestas obtenidas, son respuestas dirigidas a los grupos humanos, agrupaciones e instituciones por la que emitimos tales peticiones.
Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:
DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO: SE MODIFICA EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN III, RECORRIENDO EL TEXTO ACTUAL A LA IV DEL ARTÍCULO 110; Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 112 BIS  A LA  LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:
ARTÍCULO 110....

I....

II....

III. Comité de Seguimiento de Acuerdos; y

IV.- Los demás que se creen conforme a las disposiciones de este capítulo. 
ARTÍCULO 112 bis. El Comité de Seguimiento de Acuerdos tendrá el carácter de permanente, y se encargará de los asuntos siguientes:
I. Realizar el seguimiento oportuno de los acuerdos emitidos por el Pleno, la Diputación Permanente, y en su caso, por la Junta de Gobierno, las comisiones y los comités, especialmente los exhortos y solicitudes que por su contenido o naturaleza impliquen la necesidad de que los destinatarios generen una respuesta;
II.- Llevar y mantener con el apoyo de la Oficialía Mayor, una relación de los exhortos y solicitudes emitidas, incluyendo la fecha de emisión, el resumen del acuerdo original, la petición concreta de cada uno y la respuesta correspondiente obsequiada por las autoridades;
III.- Solicitar por conducto del coordinador del Comité, a las autoridades correspondientes, la respuesta a los acuerdos emitidos; y
IV.- Publicar en la página del Congreso del Estado, la información que  refleje el estatus de los exhortos y solicitudes emitidas por la legislatura.....

TRANSITORIO
Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.
Saltillo, Coahuila de Zaragoza; a  11 de septiembre de 2012

A T E N T A M E N T E
“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “Licenciada Margarita Esther Gómez del Campo”

DIP. EDMUNDO GÓMEZ GARZA   DIP. FERNANDO S. GUTIERREZ PEREZ
Saltillo, Coahuila a 03 de septiembre de 2012

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

El suscrito Diputado Víctor Manuel Zamora Rodríguez, con fundamento en los artículos 59 fracción I, y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; artículo 22 fracción V de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presenta ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO QUE CONTIENE LA
 LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR PARA EL ESTADO
 DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

La cual se presenta bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El óptimo funcionamiento en el ejercicio de las atribuciones de las entidades públicas de los distintos órdenes de gobierno, depende principalmente de que el uso y destino de sus recursos estén plenamente dotados de las características de transparencia, eficiencia, imparcialidad y correcto ejercicio de los mismos.

Fiscalizar representa en sí, una serie de acciones de inspección, control, supervisión y armonización al ejercicio de recursos financieros, a fin de crear y establecer una tendencia de cumplimiento y sano ejercicio de las finanzas que se proporcionan a una entidad pública para que realice sus funciones.

La función de fiscalización recae, por naturaleza, en el Poder Legislativo. En nuestro Estado, la Auditoría Superior del Estado es el órgano encargado de cumplir con dicha función. 

De conformidad con el artículo 67, fracción XXXVIII de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, es atribución del Poder Legislativo del Estado, expedir la Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

La Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado en fecha 06 de julio de 2007, establece en el artículo 5°, los principios que debe observar rigurosamente el procedimiento de fiscalización a cargo de la Auditoría Superior del Estado, los cuales son: la posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad, confiabilidad, integridad, transparencia, oportunidad, congruencia, inmediatez y suficiencia financiera, independencia y objetividad. 

Sin embargo, hoy en día, numerosas razones justifican la necesidad de contar con un ordenamiento actualizado y que cumpla con la garantía de que el ejercicio de los recursos públicos a cargo de las entidades sujetas al cumplimiento de la ley, se realiza bajo un esquema transparente, honrado, eficaz y en apego estricto a la normativa actualizada y congruente.

El proyecto de ley que el día de hoy se presenta a consideración de esta Honorable Asamblea, tiene el propósito de adecuar las disposiciones de la Ley de Fiscalización Superior vigente, para eficientar y garantizar aún más el desarrollo de la revisión y fiscalización de las cuentas públicas. Ello a partir de la experiencia que con motivo de la práctica de las revisiones actuales, ha tenido la Auditoría Superior del Estado de Coahuila.

De tal suerte que la presente iniciativa de ley establece los métodos y procedimientos bajo los cuales se regirá la tarea de revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas que lleva a cabo la Auditoría Superior, a fin de depender en un menor grado del apoyo de otras leyes mediante la figura de la supletoriedad, lo cual originaba que, al tener que utilizar otros ordenamientos para la aplicación de la ley propia de la materia de fiscalización, generó complejidad y en algunos casos confusión, para la correcta interpretación de la ley.

Así mismo, esta ley prevé modificaciones específicas respecto a los plazos para la presentación de las cuentas públicas y el informe del resultado de la fiscalización superior, así como la  presentación de los informes de avance de gestión financiera de manera trimestral, con el fin de fortalecer el seguimiento y control de la cuenta pública que deben presentar las entidades previstas en la ley. Además de lo anterior, la presente establece un apartado correspondiente a la imposición de sanciones en caso de infracciones cometidas tanto por los servidores públicos de las entidades fiscalizadas, como por el personal de la Auditoría Superior, todo ello con el afán de mejorar la revisión y fiscalización superior y garantizar el cumplimiento a los principios que prevé la ley.

La presente iniciativa de ley propone el siguiente contenido:

El Título Primero establece las disposiciones generales que regularán el ámbito de aplicación de este ordenamiento jurídico. En este apartado se establece el objeto de la ley y naturaleza de la Auditoría Superior del Estado, incluyendo la descripción y alcance de cada una de las características de este órgano técnico. Además actualiza un catálogo de definiciones a emplear en la ley, diversas disposiciones de carácter general para el ejercicio de las atribuciones de la Auditoría Superior y el cumplimiento de las entidades que ejerzan recursos públicos, y la normativa que se aplicará de manera supletoria.

El Título Segundo establece la definición, características, contenido y límites para la presentación de la cuenta pública y de los informes de avance de gestión financiera, señalando para tales efectos que las entidades fiscalizadas deberán presentar su cuenta pública a más tardar el 15 de febrero del año siguiente al ejercicio correspondiente, en tanto los informes de avance de gestión financiera, dentro de los 10 días hábiles siguientes al periodo que corresponda. El mismo Título establece que la Auditoría Superior emitirá las disposiciones a seguir para el procedimiento de presentación de la cuenta pública, así como una serie de sanciones relativas al incumplimiento en la presentación de la cuenta pública y en las obligaciones que se derivan de la misma.

El Título Tercero dispone el procedimiento de fiscalización que llevará a cabo la Auditoría Superior, regulando las visitas domiciliarias y revisiones de gabinete que podrá practicar. Dentro de las innovaciones que presenta este proyecto de iniciativa de ley, destaca el hecho de que con este apartado, estamos en posibilidad de omitir la remisión supletoria a otros ordenamientos, ya que se prevén los aspectos relativos al procedimiento completo para realizar las acciones relativas a la fiscalización superior. Con ello, será sólo bajo cuestiones muy específicas cuando se llegase a dar la necesidad de remitir a otros ordenamientos. Otra de las innovaciones es la eliminación de la figura de las Cédulas de Hechos, documentos que en la práctica constituían un requisito que retrasaba la tarea de fiscalización superior de las cuentas públicas. Con ello, inmediatamente después del procedimiento de fiscalización, la Auditoría Superior emitirá los pliegos de observaciones, así como los pliegos de recomendaciones, logrando una mayor efectividad en las revisiones correspondientes. Así mismo, una vez reducido el tiempo del proceso de fiscalización, el informe del resultado podrá ser presentado a más tardar el día 31 de  agosto del año posterior al de la cuenta pública que se revise.

Por otro lado, el Título Cuarto se refiere a los diferentes tipos de responsabilidad en que incurren tanto los servidores públicos de las entidades fiscalizadas, terceros con ellas relacionadas, así como los funcionarios de la Auditoría Superior. En ese rubro, se consideró pertinente ampliar y precisar de modo específico lo relativo a cada uno de los tipos de responsabilidad que pueden darse con motivo del incumplimiento de esta ley y las obligaciones que de ella derivan, se profundiza y regula más a fondo el procedimiento para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias, con el objeto de resarcir los daños y perjuicios que pudieran sufrir la hacienda pública y el patrimonio de las entidades sujetas al cumplimiento de la ley.

Ahora bien, el Título Quinto señala el medio de defensa que tiene todo aquel que se  presuma afectado por las resoluciones que emita la Auditoría Superior, con el afán de brindar mayor certeza y seguridad jurídica de todos los actos.

Es indispensable prever la revisión que llevará a cabo la Auditoría Superior en tratándose de las situaciones excepcionales, tal como se encuentra regulada en el Título Sexto de la presente, siempre y cuando la denuncia correspondiente sea presentada ante la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública del Congreso del Estado, siendo ésta la que la admita y, posteriormente en su caso, solicite la realización de dicha revisión.

En la presente ley se introduce el Título Séptimo, el cual hace referencia a las medidas de apremio que tiene a su alcance la Auditoría Superior en el cumplimiento de sus funciones, así como las sanciones pecuniarias que pudiera imponer por la comisión de infracciones a este ordenamiento jurídico.

El Título Octavo dispone las atribuciones de la Auditoría Superior y de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, así como aquellas inherentes al Titular de la Auditoría Superior, es decir, el Auditor Superior del Estado. Así mismo, establece los requisitos y el procedimiento para la designación de este último, su ratificación y remoción, así como los casos en que procederá el juicio político y la declaración de procedencia en materia penal en su contra.

La presente iniciativa con proyecto de ley prevé, además, en su Título Noveno, la reserva de información a que se sujetarán los actos de la Auditoría Superior, el personal adscrito a ella, así como todas las personas que tengan conocimiento o relación con el procedimiento de fiscalización superior de las cuentas públicas. Lo anterior, considerando las disposiciones especiales que regulan los aspectos del manejo de información.

Finalmente, los artículos transitorios de esta iniciativa de ley establecen la entrada en vigor de la misma y la forma en la que se hará la transición o entrada en vigor, en caso de llegar a aprobarse, y la abrogación definitiva del ordenamiento que con la presente iniciativa, pretende darse. 
En un estudio comparativo a nivel internacional, nacional y en otras entidades de la República, nos dimos a la tarea de hacer una revisión exhaustiva sobre las innovaciones y aspectos de mejor aplicabilidad contenidas en las leyes y ordenamientos análogos en materia de fiscalización superior. Sabemos que con un ordenamiento actualizado, completo y armónico con las disposiciones y reformas a nivel federal, Coahuila de Zaragoza, contará, en caso de que se apruebe esta iniciativa con proyecto de ley, con un ordenamiento apto a las necesidades de nuestro Estado, así como a la demanda de la sociedad, de que las entidades públicas cuenten con mejores esquemas de revisión, control y supervisión respecto al ejercicio de los recursos públicos.

Con la aprobación de esta Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila de Zaragoza, Coahuila de Zaragoza tendrá el instrumento jurídico idóneo para tener un mejor control sobre la rendición de cuentas, lo cual, en cualquier estado de derecho, constituye uno de los compromisos más importantes que tienen las entidades que manejan recursos públicos para con la sociedad en general.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente iniciativa de: 

LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR PARA EL
ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I

GENERALIDADES
Artículo 1.
1. La presente ley es de orden público e interés social, y tiene por objeto regular la rendición y revisión de las cuentas públicas y su fiscalización superior, de acuerdo a lo previsto por el artículo 67, fracción XXXIV de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como establecer las bases para la organización y funcionamiento de la entidad de fiscalización superior del Poder Legislativo del Estado, denominada Auditoría Superior del Estado de Coahuila. 

Artículo 2. 

1. La Auditoría Superior del Estado de Coahuila es el órgano técnico que, por mandato constitucional, tiene a su cargo la revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas; goza de autonomía técnica, presupuestal y de gestión; con personalidad jurídica y patrimonio propio, y tiene las facultades que le confieren la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta ley y demás disposiciones aplicables.

2. Para los efectos del párrafo anterior, se entiende por:

I. Autonomía técnica: la competencia para normar e instrumentar los mecanismos, sistemas o procedimientos administrativos y de auditoría bajo los cuales habrá de cumplir con los objetivos y funciones previstos en esta ley y demás disposiciones legales aplicables, a fin de salvaguardar la imparcialidad, independencia y objetividad del órgano técnico. 

II. Autonomía presupuestal: la competencia para determinar por sí misma su propio presupuesto integrado por los montos económicos necesarios para cumplir con las atribuciones que tiene constitucionalmente conferidas, para gestionarlos de manera independiente de conformidad con su objeto.
III. Autonomía de gestión: la competencia para ejecutar libremente su presupuesto con miras a cumplir debidamente con el objeto para el cual fue creada, para que pueda ejercer sus facultades, alcanzar sus objetivos y metas estipulados en las normas que la regulan, así como para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones.

Artículo 3. 

1. Para efectos de la presente ley, se entenderá por:

I. Auditoría Superior: la Auditoría Superior del Estado de Coahuila;

II. Auditor Superior: el Titular de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila;

III. Comisión: la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública del H. Congreso del Estado;

IV. Congreso: el H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza;

V. Cuenta pública: el informe que las entidades rinden al Congreso sobre su gestión financiera, a efecto de comprobar que la recaudación, administración, manejo, custodia y aplicación de los ingresos y egresos durante el ejercicio fiscal comprendido del 1º de enero al 31 de diciembre de cada año, se ejercieron en los términos de las disposiciones legales y administrativas aplicables, conforme a los criterios establecidos y con base en los programas aprobados.

VI. Entidades: los Poderes, sus órganos y dependencias, organismos públicos autónomos, las entidades paraestatales, los municipios, sus órganos y dependencias, sus organismos descentralizados y paramunicipales; los mandantes, mandatarios, fideicomitentes, fiduciarios, fideicomisarios o cualquier otra figura análoga, así como los mandatos, fondos o fideicomisos públicos o privados o cualquier otra figura jurídica similar, cuando hayan recibido por cualquier título recursos públicos, no obstante que no sean considerados entidades paraestatales por la ley de la materia y aún cuando pertenezcan al sector privado o social y, en general, cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, que haya tenido o tenga a su cargo la recaudación, custodia, administración, manejo, aplicación o ejercicio de recursos públicos federales, estatales o municipales y que por dicha razón sean sujetos de fiscalización por parte de la Auditoría Superior;

VII. Estado: el Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza;

VIII. Gestión financiera: la actividad de las entidades respecto de la recaudación, administración, manejo, custodia, aplicación y ejercicio de los ingresos, egresos, fondos, y en general, de los recursos públicos que éstas utilicen para el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas aprobados, en el periodo que corresponde a una cuenta pública en los términos de las disposiciones legales aplicables;

IX. Información reservada: toda aquélla información generada en el proceso de fiscalización superior de las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera, así como la que por disposición expresa de una ley sea considerada como tal, con excepción de la contenida en el informe del resultado;
X. Informe de avance de gestión financiera: el informe trimestral que, como parte integrante de la cuenta pública, rinden las entidades al Congreso sobre los avances físicos y financieros de los programas aprobados, a fin de que la Auditoría Superior fiscalice los ingresos y egresos, así como el grado de cumplimiento de los objetivos contenidos en dichos programas;

XI. Informe del resultado: el documento que contiene los resultados de la revisión de las cuentas públicas llevada a cabo por la Auditoría Superior;

XII. Instancias de control competentes: tienen este carácter, la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Gobierno del Estado, los órganos internos de control de los municipios, las contralorías o comisarías de las entidades o cualquier instancia que lleve a cabo funciones de fiscalización, vigilancia o similares.

XIII. Ley: la Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila de Zaragoza;

XIV. Municipios: los municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza;

XV. Pliego de observaciones: el documento en el que la Auditoría Superior da a conocer a las entidades las observaciones determinadas con motivo de la fiscalización de las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera, así como las recomendaciones o acciones que procedan para que las observaciones puedan ser solventadas;
XVI. Pliego de recomendaciones: el documento en el que la Auditoría Superior da a conocer a las entidades las recomendaciones determinadas con motivo de la fiscalización de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera, con el propósito de que sean atendidas por las entidades;
XVII. Poderes: los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial del Estado;

XVIII. Proceso concluido: aquél que las entidades reporten como tal en la cuenta pública y en los informes de avance de gestión financiera, con base en el gasto devengado y conforme a la estructura programática autorizada;

XIX. Proceso de fiscalización; el comprendido desde la presentación del informe de avance de gestión financiera del primer trimestre del ejercicio correspondiente, hasta la presentación del informe del resultado;

XX. Programas: serie ordenada de ideas, operaciones y/o actividades necesarias para llevar a cabo un proyecto que contenga metas específicas, susceptibles de valorarse mediante indicadores y que se encuentren contenidos en los presupuestos aprobados a los que se sujeta la gestión o actividad de las entidades; 
XXI. Reglamento Interior: el Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza;

XXII. Responsabilidad resarcitoria: la responsabilidad solidaria, directa o subsidiaria, que por acción u omisión de los servidores públicos y los particulares, personas físicas y personas morales, provoquen un menoscabo en la hacienda pública o patrimonio de las entidades, y tiene como consecuencia la imposición de sanciones resarcitorias por los daños y perjuicios causados;

XXIII. Secretaría: la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y

XXIV. Servidores públicos: los descritos como tales en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza y en las demás disposiciones aplicables.

Artículo 4.

1. La fiscalización superior es el conjunto de facultades ejercidas por la Auditoría Superior, que tienen por objeto la revisión de la cuenta pública, incluyendo los informes de avance de gestión financiera, a través de la comprobación, evaluación y control del ejercicio de la gestión financiera de las entidades.

2. La revisión y fiscalización de las cuentas públicas, así como de los informes de avance de gestión financiera, tiene por objeto determinar:

I. Si los programas y su ejecución se ajustan a los términos y montos aprobados;

II. Si las cantidades correspondientes a los ingresos o egresos se ajustan a los conceptos y a las partidas respectivas;

III. El desempeño, eficiencia, eficacia y economía en el cumplimiento de los programas, con base en los indicadores aprobados en el presupuesto y su efecto en las condiciones sociales económicas y, en su caso, regionales de cada entidad durante el periodo que se evalúen;

IV. Si los recursos provenientes de financiamiento se obtuvieron en los términos autorizados y se aplicaron con la periodicidad y forma establecidas por las leyes y demás disposiciones aplicables, y si se cumplieron los compromisos adquiridos;

V. El resultado de la gestión financiera de las entidades, en forma posterior a la conclusión de los procesos correspondientes;

VI. Si la recaudación, administración, manejo, custodia, aplicación y ejercicio de todos los recursos y los actos, contratos, convenios, concesiones u operaciones que las entidades celebren o realicen, se ajustan a la legalidad y si no han causado daños o perjuicios a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades;

VII. Que los sistemas de información en general, desde sus entradas, procesamiento, controles, archivos, seguridad y obtención de información, cumplan con las disposiciones legales y administrativas aplicables en materia de registro y contabilidad gubernamental;

VIII. El cumplimiento de la normatividad en el desarrollo de los procesos y procedimientos administrativos:

IX. La evaluación del control interno de las entidades;

X. Las responsabilidades a que haya lugar, y

XI. La imposición de las sanciones correspondientes en los términos de esta ley.

Artículo 5.
1. La fiscalización superior a cargo de la Auditoría Superior se realizará con posterioridad a la gestión financiera excepto en los casos previstos en la presente ley; tiene carácter externo y, por lo tanto, se efectuará de manera independiente y autónoma respecto de cualquier otra forma de control o evaluación que realicen las instancias de control competentes.

Artículo 6.
1. Los actos de fiscalización superior que ejecute la Auditoría Superior se guiarán por los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, definitividad, imparcialidad, confiabilidad, integridad, transparencia, oportunidad, congruencia, inmediatez, suficiencia financiera, independencia y objetividad.

Artículo 7. 

1. A falta de disposición expresa en esta ley, se aplicarán en forma supletoria y en lo conducente, la Ley General de Contabilidad Gubernamental, el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones relativas del derecho común, sustantivo y procesal.

Artículo 8. 

1. Las entidades conservarán en su poder los libros y registros presupuestarios y de contabilidad, así como la información financiera y los documentos justificativos y comprobatorios de sus cuentas públicas durante un plazo mínimo de cinco años, mientras no prescriban las acciones derivadas de las operaciones en ellos consignadas; su conservación o destrucción se realizará en los términos de la ley de la materia.

Artículo 9. 

1. Cada entidad llevará su propia contabilidad conforme a las normas y procedimientos establecidos en materia de contabilidad y gasto público aplicables en el Estado, así como en la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones federales aplicables, considerando las cuentas necesarias para registrar las inversiones, derechos, obligaciones, patrimonio, ingresos y egresos, así como el análisis mensual del ejercicio presupuestal de los ingresos y egresos y del avance programático correspondiente.

2. Las entidades registrarán en su contabilidad sus operaciones atendiendo a los postulados básicos de contabilidad gubernamental, y deberá facilitar la formulación, ejercicio y evaluación de los estados financieros, presupuestarios y programáticos, incluyendo los objetivos, metas y unidad de ejecución.

Artículo 10. 

1. Los estados financieros y demás información financiera, contable, programática y presupuestal que emanen de la contabilidad de las entidades, proporcionados a la Auditoría Superior, deberán ser autorizados y firmados por los titulares de dichas entidades o por quien legalmente las representan.

Artículo 11. 

1. La fiscalización superior de las cuentas públicas está limitada al principio de anualidad, por lo que los procesos cuya ejecución abarquen dos o más ejercicios fiscales sólo podrán ser revisados anualmente en la parte ejecutada.

2. La revisión de los procesos ya fiscalizados con motivo de los informes de avance de gestión financiera, no deberá duplicarse cuando se revisen las cuentas públicas.

3. Sin perjuicio del principio de anualidad a que se refiere el primer párrafo de este artículo, la Auditoría Superior podrá revisar de manera casuística y concreta, la información y documentos relacionados con conceptos específicos de gasto correspondientes a ejercicios fiscales anteriores a los de las cuentas públicas en revisión, sin que con este motivo se entiendan, para todos los efectos legales, abiertas nuevamente las cuentas públicas del ejercicio correspondiente a la revisión, exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales. Las observaciones, recomendaciones o acciones que la Auditoría Superior emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la cuenta pública en revisión.

Artículo 12.

1. La Auditoría Superior tendrá acceso a contratos, convenios, concesiones, licencias, datos, libros, archivos, sistemas y documentación justificativa y comprobatoria relativa al ingreso y gasto público de las entidades y, en general, a toda aquella información y/o documentación que resulte necesaria para la revisión y fiscalización de la cuenta pública y de los informes de avance de gestión financiera.
2. Lo anterior, sin perjuicio de la facultad más amplia de la Auditoría Superior para solicitar información y/o documentación a las entidades para la planeación de la revisión de la cuenta pública antes de iniciar formalmente las auditorías, visitas e inspecciones.
Artículo 13.

1. Cuando conforme a esta ley y demás disposiciones aplicables, las instancias de control competentes de las entidades deban colaborar con la Auditoría Superior en lo que concierne a la revisión de su cuenta pública y/o informes de avance de gestión financiera, la Auditoría Superior establecerá las bases para que dicha instancia de control conceda la coordinación y colaboración entre ambos a fin de garantizar el debido intercambio de información que al efecto se requiera.
TÍTULO SEGUNDO

DE LA FISCALIZACIÓN SUPERIOR

CAPÍTULO I

DE LA CUENTA PÚBLICA Y DE LOS INFORMES

DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA

Artículo 14.
1. La cuenta pública es el documento que las entidades tienen obligación de rendir al Congreso sobre su gestión financiera, a efecto de comprobar que la recaudación, administración, manejo, custodia y aplicación de los ingresos y egresos durante el ejercicio fiscal comprendido del 1º de enero al 31 de diciembre de cada año, se ejercieron en los términos de las disposiciones legales y administrativas aplicables, conforme a los criterios establecidos y con base en los programas aprobados.

Artículo 15.
1. Antes del día 20 de enero de cada ejercicio, las entidades deberán informar a la Comisión por medio de su representante legal, sobre la denominación e identificación de todas las demás entidades que se encuentren bajo su ámbito de influencia y cuya gestión presupuestal y programática no esté incorporada en su cuenta pública. 

2. Si con posterioridad a la fecha señalada en el párrafo anterior, son creadas o constituidas nuevas entidades que se encuentren bajo el ámbito de influencia de otras entidades, éstas deberán informarlo a la Comisión en un plazo no mayor a 20 días hábiles.
3. De acuerdo con el informe descrito en los párrafos anteriores, la Comisión procederá a elaborar el padrón de entidades obligadas a presentar los informes de avance de gestión financiera y la cuenta pública correspondiente, haciéndolo del conocimiento de la Auditoría Superior. El padrón, así como sus ulteriores modificaciones, serán publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Artículo 16.

1. La Auditoría Superior en el ámbito de su respectiva competencia, expedirá las disposiciones de carácter general para reglamentar la presentación de la cuenta pública y de los informes de avance de gestión financiera, sin perjuicio de lo previsto por la Ley General de Contabilidad Gubernamental en relación con su contenido.

2. Los manuales, guías, instructivos, formatos, reglas y demás instrumentos que expida la Auditoría Superior, necesarios para el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, se publicarán en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y en la página electrónica de la Auditoría Superior.

Artículo 17.

1. La Auditoría Superior emitirá las normas y procedimientos para la práctica de auditorías, con base en las modalidades y alcances de fiscalización previstos en el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones, observando en todo momento la aplicación estricta de las normas de información financiera y de auditoría gubernamental, así como la demás normatividad y disposiciones legales aplicables. 

SECCIÓN PRIMERA

DE LA PRESENTACIÓN

Artículo 18.

1. Las entidades deberán presentar su cuenta pública anual ante el Congreso a más tardar el día 15 del mes de febrero del año siguiente al ejercicio correspondiente. Será presentada en forma impresa y en un archivo electrónico de datos que permita su uso informático y facilite su procesamiento, independientemente de los demás requisitos que se deban cumplir para su presentación contenidos en las disposiciones de carácter general que la Auditoría Superior emita para tal efecto y deberá contener la información descrita en el artículo 20 de esta ley. 

2. Así mismo, por los cuatro trimestres del año, las entidades presentarán ante el Congreso sendos informes de avance de gestión financiera, los que contendrán la información descrita en el artículo 21 de esta ley. Estos informes se presentarán con las formalidades a que se refiere el párrafo anterior dentro de los 10 días hábiles siguientes al periodo que corresponda la información.

3. Los periodos trimestrales son los siguientes:

I. Enero a marzo;

II. Abril a junio;

III. Julio a septiembre, y

IV. Octubre a diciembre

4. La Comisión deberá entregar a la Auditoría Superior la cuenta pública y los informes de avance de gestión financiera en un plazo máximo de 10 días hábiles posteriores a que fue recibida por el Congreso.

Artículo 19.
1. La falta de presentación oportuna y/o completa de la cuenta pública o de los informes de avance de gestión financiera, dará lugar a las siguientes sanciones:

I. Multa de 100 a 600 días de salario mínimo general vigente en el Estado a el o los responsables de su presentación.

Así mismo, sin perjuicio de la multa impuesta, la Auditoría Superior requerirá a el o los presuntos responsables para que subsanen la omisión o deficiencias antes mencionadas, dentro de los cinco días hábiles siguientes.
II. Multa del doble de la ya impuesta en caso de que el o los responsables no subsanen la omisión o deficiencias requeridas, dentro del plazo señalado en el segundo párrafo de la fracción anterior.

III. Separación definitiva del cargo público, cuando el o los responsables se hayan hecho acreedores a cualquiera de las sanciones previstas en las fracciones I y II de este artículo e incurran nuevamente en la falta de presentación oportuna y/o completa de las cuentas públicas o de los informes de avance de gestión financiera.

2. La imposición de las sanciones pecuniarias establecidas en este artículo, se sujetará a lo dispuesto en el Título Séptimo de la presente ley.

SECCIÓN SEGUNDA

DEL CONTENIDO

Artículo20. 

1. La cuenta pública deberá contener la información señalada en la Ley General de Contabilidad Gubernamental, además de la normatividad emitida por el Consejo Nacional de Armonización Contable y por el Consejo de Armonización Contable del Estado de Coahuila de Zaragoza.
2. Así mismo, la cuenta pública contendrá una declaratoria de los profesionales de auditoría independientes o, en su caso, de las instancias de control competentes, acerca de la situación que guarda el control interno, la situación financiera y el grado de colaboración de la entidad para el cumplimiento de los objetivos de la función de control gubernamental.
Artículo 21.
1. Los informes de avance de gestión financiera deberán contener la información señalada en la Ley General de Contabilidad Gubernamental, y demás normatividad aplicable, correspondiente al periodo de que se trate y la acumulada del ejercicio.

2. Los informes de avance de gestión financiera se referirán a los programas a cargo de la entidad para conocer el grado de cumplimiento de los objetivos, metas y satisfacción de necesidades en ellos proyectados y estarán constituidos por:

I. El flujo contable de ingresos y egresos al cierre del trimestre correspondiente;

II. El avance del cumplimiento de los programas con base en los indicadores estratégicos aprobados en el presupuesto, y

III. Los procesos concluidos.

3. Además de lo anterior, los informes de avance de gestión financiera contendrán una declaratoria de los profesionales de auditoría independientes o, en su caso, de las instancias de control competentes, acerca de la situación que guarda el control interno y del grado de colaboración de la entidad para el cumplimiento de los objetivos de la función de control gubernamental.
TÍTULO TERCERO

DEL PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN

CAPÍTULO I

DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN

Artículo 22. 

1. La Auditoría Superior en ejercicio de sus facultades de fiscalización, podrá realizar auditorías, visitas e inspecciones durante el ejercicio fiscal en curso, respecto de la información contenida en los informes de avance de gestión financiera. Además, respecto de la cuenta pública, podrá iniciar el proceso de fiscalización mediante visitas domiciliarias y revisiones de gabinete a partir del primer día hábil del año siguiente al cierre del ejercicio fiscal. Lo anterior, sin perjuicio a los principios de posterioridad y anualidad establecidos en esta ley.

Artículo 23. 

1. De la revisión de los informes de avance de gestión financiera, la Auditoría Superior podrá realizar observaciones y recomendaciones, en cuyo caso deberán notificarse a las entidades fiscalizadas a más tardar durante el mes de febrero del año siguiente al ejercicio fiscal al que corresponden dichos informes, con el propósito de que dichas observaciones se integren al informe del resultado de la revisión de la cuenta pública correspondiente.

Artículo 24.

1. Las auditorías, visitas e inspecciones que se efectúen en los términos de este capítulo, se practicarán por el personal expresamente comisionado para tal efecto por la Auditoría Superior, o mediante la contratación de profesionales de auditoría independientes habilitados por la misma.

2. Las personas a que se refiere el párrafo anterior tendrán el carácter de representantes de la Auditoría Superior en lo concerniente a la comisión conferida. Para tal efecto, deberán presentar previamente el oficio de comisión o habilitación respectivo e identificarse como personal actuante de dicha Auditoría Superior a través del oficio de identificación correspondiente.

Artículo 25.
1. Los actos administrativos que la Auditoría Superior notifique deberán contar al menos con los siguientes requisitos:

I. Constar por escrito en documento impreso, en su caso, en medio digital;

II. Señalar la autoridad que lo emite;

III. Estar fundado, motivado y expresar la resolución, objeto o propósito de que se trate;

IV. Ostentar la firma del funcionario competente, la denominación de la entidad fiscalizada, el nombre del titular o representante legal y, en su caso, el nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigida. Cuando se ignore el nombre de la persona a la que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación.

2. Tratándose de documentos administrativos que consten en medios digitales, la Auditoría Superior emitirá reglas de carácter general que faciliten su aplicación. Dichas reglas deberán publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, así como en la página electrónica de la Auditoría Superior.

SECCIÓN PRIMERA

DE LA VISITA DOMICILIARIA

Artículo 26.
1. En la orden de visita domiciliaria, además de los requisitos a que se refiere el artículo 25 de esta ley, se deberá indicar:

I. El lugar o lugares donde debe efectuarse la visita;

II. El nombre del o los visitadores que deban efectuar la visita, los cuales podrán ser sustituidos, aumentados o reducidos en su número, en cualquier tiempo por la Auditoría Superior. La sustitución, aumento o reducción de los visitadores que deban efectuar la visita se notificará a la entidad fiscalizada visitada.

2. Los visitadores comisionados y/o habilitados para efectuar la visita la podrán realizar conjunta o separadamente.

Artículo 27.
1. El ejercicio de las facultades de comprobación, mediante la práctica de visitas domiciliarias, se desarrollará conforme a las siguientes reglas:

I. La visita a la entidad se realizará en el lugar o lugares señalados en la orden de visita.

II. El procedimiento iniciará con la notificación de la orden de visita domiciliaria al titular o representante legal de la entidad y, en su caso, a la persona o personas que vaya dirigida.

III. Los visitadores comisionados y/o habilitados se identificarán con credencial vigente expedida por la Auditoría Superior, así como con el oficio de comisión para desempeñar la visita. En caso de que los visitadores sean profesionales de auditoría independientes habilitados por la Auditoría Superior, solamente deberán exhibir el oficio de habilitación. 

IV. Si al presentarse los visitadores comisionados y/o habilitados al lugar en donde debe practicarse la diligencia, no estuviere el visitado o su representante legal, dejarán citatorio con la persona que se encuentre en dicho lugar para que el mencionado visitado o su representante los esperen a hora determinada del día hábil siguiente para recibir la orden de visita; si no lo hicieren, la visita se iniciará con quien se encuentre en el lugar visitado.

V. Los visitadores levantarán acta parcial de inicio en la que se hará constar lo siguiente:

a) Lugar, hora, día, mes y año en que inicia la visita domiciliaria;

b) Objeto o propósito de la visita;

c) Identificación de los visitadores comisionados y/o habilitados por la Auditoría Superior.

d) Identificación de quien atiende la visita y, en su caso, oficio de designación para tal efecto.

e) Designación de testigos. La persona con quien se entienda la visita designará a las personas que habrán de fungir como testigos; si éste no lo hiciere o los designados no aceptaren serlo, los visitadores los designarán, haciendo constar esta circunstancia en el acta.


Los testigos pueden ser sustituidos en cualquier tiempo por no comparecer al lugar donde se esté llevando a cabo la visita, porque se ausenten antes de que concluya la diligencia o por manifestar su voluntad de dejar de ser testigo; ante esta circunstancia la persona con la que se entiende la visita deberá designar a otros inmediatamente, y ante su negativa o impedimento de los designados, los visitadores podrán designar a quienes deban sustituirlos. La sustitución de los testigos no invalida los resultados de la visita.

f) Requerimiento de información y/o documentación, así como el plazo para su presentación.

VI. Los visitados, sus representantes o la persona con quien se entienda la visita, están obligados a permitir a los visitadores el acceso al lugar o lugares objeto de la misma, así como mantener a su disposición los documentos, libros, registros, archivos, discos, cintas o cualquier otro medio procesable de almacenamiento de datos y demás sistemas que contengan información de la entidad, documentación comprobatoria y justificativa relativa al ingreso, gasto, deuda y patrimonio públicos; expedientes técnicos y unitarios integrados con motivo de la realización de obras y adquisición de bienes y servicios, los cuales serán examinados en el domicilio de la entidad, en el lugar donde se encuentren sus archivos o en el lugar donde se encuentren los bienes o las obras. Los visitadores podrán solicitar y obtener copia de dichos documentos, para que previo cotejo con sus originales sean certificados por éstos y sean anexados a las actas parciales y finales que se levanten con motivo de la visita domiciliaria.

VII. Se podrán levantar actas parciales o complementarias en las que se harán constar requerimientos de información adicionales para obtener la documentación e información necesaria y suficiente para cumplir con los objetivos de la visita. 

VIII. Cuando en el desarrollo de la visita los visitadores conozcan hechos u omisiones que puedan entrañar incumplimiento de las disposiciones legales y administrativas, los consignarán en forma circunstanciada en actas parciales o complementarias, las cuales estarán firmadas por los visitadores que en la diligencia intervinieron, dejando copia de las mismas a los visitados. También se consignarán en dichas actas los hechos u omisiones que se conozcan de terceros. Los hechos u omisiones consignados por los visitadores en las actas hacen prueba plena de la existencia de tales hechos o de las omisiones advertidas.

IX. Se tendrán por consentidos los hechos u omisiones consignados en las actas parciales o complementarias, si antes del cierre del acta final los visitados, sus representantes o la persona con quien se entienda la visita no presentan los documentos, libros o registros que desvirtúen los hechos u omisiones consignados en dichas actas.

X. Las actas parciales o complementarias se entenderán que forman parte integrante del acta final de la visita aunque no se señale así expresamente.

XI. Cuando resulte imposible continuar o concluir el ejercicio de las facultades de comprobación en el domicilio de la entidad visitada, las actas en las que se haga constar el desarrollo de una visita podrán levantarse en las oficinas de la Auditoría Superior.

XII. La visita domiciliaria concluirá con el levantamiento del acta final ante los visitados, sus representantes o la persona con quien se entienda la visita, con las mismas formalidades establecidas para el levantamiento del acta parcial de inicio. 

Si en el cierre del acta final de la visita no estuviere presente el visitado o su representante, se le dejará citatorio para que esté presente a una hora determinada del día hábil siguiente, si no se presentare, el acta final se levantará ante quien estuviere presente en el lugar visitado.

XIII. En el levantamiento del acta final, cualquiera de los visitadores que hayan intervenido en la visita, el visitado o la persona con quien se entiende la diligencia y los testigos firmarán el acta de la que se dejará copia al visitado. Si el visitado, la persona con quien se entendió la diligencia o los testigos no comparecen a firmar el acta, se niegan a firmarla, o el visitado o la persona con quien se entendió la diligencia se niega a aceptar copia del acta, dicha circunstancia se asentará en la propia acta sin que esto afecte la validez y valor probatorio de la misma.

XIV. Con posterioridad a la conclusión de la visita, la Auditoría Superior emitirá el pliego de observaciones, así como el pliego de recomendaciones correspondientes, los cuales se notificarán a la entidad visitada quien contará con el plazo señalado en esta ley para presentar los documentos, libros o registros que solventen las observaciones y atiendan las recomendaciones contenidas en dichos pliegos.

XV. Si de la visita domiciliaria no se desprendieran hechos u omisiones que entrañen el incumplimiento de las disposiciones legales y administrativas aplicables, se hará constar así por los visitadores en el acta final.

Artículo 28.
1. Cuando con motivo del ejercicio de sus facultades de comprobación, la Auditoría Superior solicite datos, informes o documentos a las entidades dentro de una visita domiciliaria, se tendrán los siguientes plazos para su presentación:

I. Los libros y registros que formen parte de su contabilidad deberán presentarse de inmediato, es decir, el mismo día en que se requiera dicha información, así como los diagramas y el diseño del sistema de registro electrónico en su caso;

II. Seis días contados a partir del siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la solicitud respectiva, cuando los documentos o demás información sean de los que deba tener en su poder la entidad;

III. Quince días contados a partir del siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la solicitud respectiva, en los demás casos.

SECCIÓN SEGUNDA 

DE LA REVISIÓN DE GABINETE

Artículo 29.
1. Cuando la Auditoría Superior solicite de los titulares o representantes de las entidades, documentos, datos, libros, registros e informes para el ejercicio de sus facultades de comprobación, fuera de una visita domiciliaria, se estará a lo siguiente:

I. La solicitud se notificará en el domicilio de la entidad. Si al presentarse el notificador en el lugar donde deba de practicarse la diligencia, no estuviere el titular o representante legal de la entidad a quien va dirigida la solicitud, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en dicho lugar, para que dicho representante lo espere a hora determinada del día hábil siguiente para recibir la solicitud; si no lo hiciere, la solicitud se notificará con quien se encuentre en el domicilio señalado en la misma.

II. En la solicitud se indicará el lugar y el plazo en el cual se deba proporcionar los documentos, datos, libros, registros e informes requeridos.

III. La documentación deberá ser proporcionada en original por la persona a la que se dirigió la solicitud o por su representante legal.

IV. Una vez agotada la revisión de los documentos, datos, sistemas, libros, registros e informes requeridos, la Auditoría Superior dará por concluida la revisión de gabinete y emitirá el pliego de observaciones y/o recomendaciones correspondientes, los cuales se notificarán al titular o representante legal de la entidad quien contará con el plazo señalado en esta ley para presentar los documentos, libros o registros  que solventen las observaciones y atiendan las recomendaciones contenidas en dicho pliego.

V. Cuando no se hubieran advertido hechos u omisiones, la Auditoría Superior comunicará al titular o representante de la entidad, mediante oficio, la conclusión de la revisión de gabinete.

Artículo 30.
1. Cuando con motivo del ejercicio de sus facultades de comprobación, la Auditoría Superior solicite datos, informes o documentos a las entidades fuera de una visita domiciliaria, éstas contarán con un plazo de 15 días hábiles para proporcionarlos, contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la solicitud respectiva.

CAPÍTULO II

DEL PLIEGO DE OBSERVACIONES Y DEL PLIEGO DE RECOMENDACIONES
Artículo 31.

1. Una vez concluida la visita domiciliaria o la revisión de gabinete, la Auditoría Superior, en base a las disposiciones de esta ley, formulará a las entidades los pliegos de observaciones y los pliegos de recomendaciones derivados de la revisión y fiscalización de las cuentas públicas. En los pliegos de observaciones se cuantificará el importe de las observaciones detectadas que sean causa de responsabilidad.

Artículo 32.

1.- Las entidades, dentro de un plazo improrrogable de 30 días hábiles deberán solventar los pliegos de observaciones y atender los pliegos de recomendaciones ante la Auditoría Superior. Cuando éstos no sean solventados y/o atendidos, respectivamente, dentro del plazo señalado o que la documentación y argumentos presentados no sean suficientes a juicio de la Auditoría Superior para solventar las observaciones y atender las recomendaciones, ésta promoverá las responsabilidades administrativas; iniciará los procedimientos de responsabilidades resarcitorias; presentará denuncias y querellas en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables, en los casos de presuntas conductas delictivas de servidores públicos y en contra de particulares, cuando tenga conocimiento de hechos que pudieran implicar la comisión de un delito relacionado con la hacienda pública o patrimonio de las entidades, así como denuncias de juicio político de conformidad con lo señalado en el Título Séptimo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.   

CAPÍTULO III

DEL INFORME DEL RESULTADO

Artículo 33.

1.- El informe del resultado se presentará a más tardar el día 31 de agosto del año siguiente al ejercicio fiscalizado y deberá contener como mínimo lo siguiente:

I. Los dictámenes de la revisión de las cuentas públicas;

II. El apartado correspondiente a la fiscalización superior y verificación del cumplimiento de los programas, con respecto a la evaluación de la consecución de sus objetivos y metas, bajo criterios de eficiencia, eficacia y economía;

III. El cumplimiento de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, así como las normas de información financiera para el sector público y de las disposiciones contenidas en los ordenamientos correspondientes;

IV. Los resultados de la gestión financiera;

V. Los resultados de las auditorías de desempeño y legalidad practicadas:

VI. La comprobación de que las entidades se ajustaron a la ley de ingresos o presupuesto de ingresos de la entidad, al presupuesto de egresos y demás ordenamientos aplicables;

VII. El análisis de las desviaciones presupuestarias, en su caso, y

VIII. Los comentarios de los auditados, en su caso.
2. En el supuesto de que conforme a la fracción II de este artículo, no se cumpla con los objetivos y metas establecidas en los programas aprobados, la Auditoría Superior hará las observaciones y recomendaciones que a su juicio sean procedentes.

Artículo 34.
1. La Auditoría Superior dará cuenta al Congreso, a través de la Comisión, dentro del informe del resultado, de los pliegos de observaciones y de los pliegos de recomendaciones que se hubieren determinado, los procedimientos iniciados para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias y la imposición de las sanciones respectivas, así como la promoción de otro tipo de responsabilidades y denuncias de hechos presuntamente ilícitos que lleve a cabo de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

Artículo 35.

1. El Auditor Superior enviará a las entidades, a más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que sea entregado al Congreso el informe del resultado, las recomendaciones y acciones promovidas que corresponda para que, en un plazo de hasta 30 días hábiles, presenten información y realicen las consideraciones que estimen pertinentes, en caso de no hacerlo se harán acreedores a las sanciones establecidas en esta ley. Lo anterior, no aplicará a los pliegos de observaciones y a las promociones de responsabilidades, las cuales se sujetarán a los procedimientos y términos que establezca la ley.

2. La Auditoría Superior deberá pronunciarse en un plazo no mayor de 60 días hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades, en caso de no hacerlo, se tendrán por atendidas las recomendaciones y acciones promovidas.

3. En el caso de las recomendaciones al desempeño las entidades fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría Superior las mejoras realizadas o, en su caso, justificar su improcedencia.

4. Las acciones y recomendaciones a que se refiere este artículo, podrán no ser formuladas o emitidas cuando las entidades fiscalizadas aporten elementos que solventen las observaciones respectivas.
Artículo 36.

1.- Para los efectos del artículo anterior, se entiende por acciones y recomendaciones lo siguiente:

I. Acciones de mejora continua: el conjunto de procedimientos, procesos, y/o metodologías, que las entidades deberán atender para incrementar la eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez de su gestión financiera.

II. Acciones de desempeño: el conjunto de procedimientos, procesos, y/o metodologías, que las entidades deberán atender para el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas aprobados.

III. Recomendaciones de mejora continua: aquéllas sugerencias que la Auditoría Superior ponga a consideración de las entidades a fin de incrementar la eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez de su gestión financiera.

IV. Recomendaciones de desempeño: aquéllas sugerencias que la Auditoría Superior ponga a consideración de las entidades a fin de dar cumplimiento a los objetivos contenidos en los programas aprobados.

TÍTULO CUARTO

DE LAS RESPONSABILIDADES

CAPÍTULO I

DE LA RESPONSABILIDAD EN GENERAL

Artículo 37.

1. Si de la revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas se determinan irregularidades que permitan presumir la existencia de hechos o conductas que produzcan daños y/o perjuicios a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades, la Auditoría Superior procederá a:

I. Determinar los daños y/o perjuicios correspondientes y fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones pecuniarias respectivas, de conformidad con el procedimiento establecido en esta ley;

II. Promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades;

III. Promover las acciones de responsabilidad a que se refiere el Título Séptimo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza;

IV. Presentar las denuncias y/o querellas penales a que haya lugar, y

V. Coadyuvar con el Ministerio Público en los procesos penales de investigación y judiciales correspondientes. En estos casos, el Ministerio Público recabará previamente la opinión de la Auditoría Superior, respecto de las resoluciones que dicte sobre el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal.

Artículo 38.

1. Para los efectos de esta ley incurren en responsabilidad:

I. Los servidores públicos y los particulares, personas físicas o morales, por actos u omisiones que causen daños y/o perjuicios estimables en dinero a la hacienda pública de las entidades o a su patrimonio; 

II. Los servidores públicos de las entidades que por actos u omisiones en ejercicio de sus facultades, contravengan las disposiciones contenidas en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza;

III. Los servidores públicos de las entidades que no rindan o dejen de rendir sus informes acerca de la solventación de los pliegos de observaciones formulados y remitidos por la Auditoría Superior y, en su caso, que no atiendan, sin justificación, las recomendaciones y acciones promovidas, y

IV. Los servidores públicos de la Auditoría Superior, cuando al revisar las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera no formulen las observaciones y/o recomendaciones sobre las situaciones irregulares que detecten o violen la reserva de información prevista en esta ley.

Lo previsto en esta fracción también es aplicable a los servidores públicos de las instancias de control competentes de las entidades y a los profesionales de auditoría independientes habilitados por la Auditoría Superior para labores de fiscalización.

CAPÍTULO II

DE LAS RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

Artículo 39.

1. Incurren en responsabilidad administrativa, los servidores públicos de las entidades que por actos u omisiones en ejercicio de sus facultades, contravengan las disposiciones contenidas en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 40. 

1. La Auditoría Superior solicitará la intervención de las instancias de control competentes de las entidades, remitiendo la información y/o documentación necesaria, para que, en el ámbito de su competencia, investiguen e inicien los procedimientos administrativos correspondientes e impongan a los responsables las sanciones a que se refiere la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 41.
1. Las instancias de control competentes de las entidades deberán informar a la Auditoría Superior, dentro de los 60 días naturales siguientes a la recepción de la solicitud respectiva, sobre el estado en que se encuentren los procedimientos administrativos iniciados y, en su caso, sobre las sanciones que se hubieren impuesto.

2. Una vez concluidos los procedimientos administrativos correspondientes y aplicadas las sanciones respectivas, las instancias de control competentes deberán informar de ello a la Auditoría Superior, dentro de los 10 días hábiles siguientes a su conclusión.
3. En caso de que las instancias de control de las entidades no informen sobre el estado en que se encuentren los procedimientos administrativos iniciados, así como las sanciones que se hubieren impuesto, dentro del plazo señalado en el párrafo primero de este artículo, la Auditoría Superior dará cuenta al Congreso por conducto de la Comisión para los efectos legales a que haya lugar, independientemente de la promoción ante el órgano competente, de las acciones de responsabilidad por incumplimiento de sus obligaciones.

CAPÍTULO III

DETERMINACIÓN DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS Y EL FINCAMIENTO

DE LAS RESPONSABILIDADES RESARCITORIAS

Artículo 42.
1. Las responsabilidades que conforme a esta ley se finquen, tienen por objeto resarcir a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades, el monto de los daños y perjuicios estimables en dinero que se hayan causado respectivamente.

Artículo 43. 

1. Las responsabilidades resarcitorias a que se refiere este capítulo, se determinarán en primer término a los servidores públicos o personas físicas o morales que directamente hayan ejecutado los actos o incurran en las omisiones que las hayan originado y, subsidiariamente, al servidor público que por la índole de sus funciones, haya omitido la revisión o autorizado tales actos, por causas que impliquen dolo, culpa o negligencia de su parte.

2. Serán responsables solidarios con los servidores públicos, los particulares, persona física o moral, en los casos en que hayan participado y originado una responsabilidad resarcitoria.

Artículo 44.

1. Las responsabilidades resarcitorias se fincarán independientemente de las que procedan con base en otras leyes y de las sanciones de carácter civil o penal que imponga la autoridad judicial. 

Artículo 45. 

1. Las responsabilidades resarcitorias que se finquen a los servidores públicos de las entidades y de la Auditoría Superior no eximen a éstos ni a las empresas privadas o a los particulares de sus obligaciones, cuyo cumplimiento se les exigirá aún cuando la responsabilidad se hubiere hecho efectiva total o parcialmente.

Artículo 46. 

1. El fincamiento de las responsabilidades resarcitorias se sujetará al procedimiento siguiente: 

I. Se citará personalmente al presunto o presuntos responsables a una audiencia, haciéndoles saber los hechos que se les imputan y que sean causa de responsabilidad en los términos de esta ley, señalando el lugar, día y hora, en que tendrá verificativo dicha audiencia y su derecho a ofrecer pruebas y alegar en la misma lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de un defensor; apercibidos que de no comparecer sin justa causa, se tendrá por precluído su derecho para ofrecer pruebas o formular alegatos, y se resolverá con los elementos que obren en el expediente respectivo. Se entenderá legalmente válida la notificación personal realizada con quien deba entenderse, cuando se efectúe en el domicilio respectivo o en su centro de trabajo.

A la audiencia podrá asistir el representante de la entidad fiscalizada correspondiente, designado para tal efecto. En este caso, el representante de la entidad que asista a la referida audiencia, únicamente lo hará bajo el carácter de observador, sin constituirse como parte en el procedimiento.

Entre la fecha de citación y la fecha de la audiencia deberá mediar un plazo no menor de cinco ni mayor de quince días hábiles.

Los presuntos responsables tendrán expedito su derecho para que, en todo momento, durante el procedimiento a que se refiere este artículo, puedan consultar los expedientes administrativos donde consten los hechos que se les imputen y obtener a su costa copias de los documentos correspondientes, dentro del horario normal de labores de la Auditoría Superior;

II. La Auditoría Superior emitirá el acuerdo de admisión o desechamiento de pruebas, por lo que podrá señalar nuevo día y hora para el desahogo de aquellas que fueron admitidas dentro de los siguientes 15 días hábiles a partir de la admisión, pudiéndose ampliar este plazo a juicio de la Auditoría Superior, el tiempo que estime necesario para el mismo efecto. Además de las pruebas admitidas, la Auditoría Superior podrá acordar de oficio el desahogo de cualquier prueba o diligencia que estime conducente para resolver el asunto.
Dentro del procedimiento no se admitirán ni desahogarán incidentes de previo y especial pronunciamiento. Así mismo, no serán admitidas ni desahogadas la prueba confesional de las autoridades, así como aquellas pruebas que no cumplan con los requisitos legales para su admisión, o sean contrarias a la moral o al derecho. 

III. Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la Auditoría Superior procederá a elaborar y  acordar el cierre de instrucción y resolverá dentro de los sesenta días hábiles siguientes sobre la existencia o inexistencia de responsabilidad resarcitoria y emitirá, en su caso, la Declaratoria de Daños y Perjuicios en la que se determine la indemnización resarcitoria correspondiente a el o los responsables, y notificará a éstos dicha declaratoria, remitiendo un tanto autógrafo de la misma a la Secretaría, para el efecto de que, si en un plazo de quince días hábiles contados a partir de la notificación ésta no es cubierta, se haga efectivo su cobro en términos de ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución. Dicha declaratoria será notificada también a la entidad involucrada, por conducto de su instancia de control competente.
La indemnización resarcitoria invariablemente deberá ser suficiente para cubrir los daños y perjuicios causados, o ambos, y se actualizará para efectos de su pago en la forma y términos que establece el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, tratándose de contribuciones y aprovechamientos.

La Auditoría Superior podrá solicitar a la Secretaría, que proceda al embargo precautorio de los bienes de los presuntos responsables, a efecto de garantizar el cobro de la indemnización resarcitoria impuesta, sólo cuando haya sido determinada en cantidad líquida el monto de la responsabilidad resarcitoria respectiva.

El presunto o presuntos responsables podrán solicitar la sustitución del embargo precautorio por cualquiera de las garantías que establece el Código Fiscal para Estado de Coahuila de Zaragoza, y

IV. Si en la audiencia, la Auditoría Superior encontrara que no cuenta con elementos suficientes para resolver, o advierta elementos que impliquen nueva responsabilidad a cargo del presunto o presuntos responsables o de otras personas, podrá disponer la práctica de investigaciones y citar para otras audiencias. 
Artículo 47.
1. Cuando con motivo de la notificación del inicio del procedimiento para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias, el presunto responsable solicite el diferimiento de la audiencia señalada en la fracción I del artículo anterior, la Auditoría Superior podrá acordar favorablemente en una sola ocasión siempre que, a juicio de ésta, el presunto responsable acredite fehacientemente los motivos que justifiquen el diferimiento. Acordado lo anterior, se señalará nuevo día y hora para la celebración de la audiencia dentro de los 10 días hábiles siguientes al en que debió llevarse a cabo, dejando constancia de la notificación respectiva en el expediente.

Artículo 48.
1. Las actuaciones y diligencias de la Auditoría Superior se practicarán en días y horas hábiles; son días hábiles todos los del año, con excepción de los sábados y domingos, los establecidos como inhábiles en el calendario oficial publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, así como en los que tenga vacaciones generales el personal de la Auditoría Superior. Son horas hábiles las comprendidas entre las 8:00 y las 18:00 horas. 

2. En caso de que se inicie una actuación o diligencia en horas hábiles, podrá concluirse en horas inhábiles, sin afectar su validez.

Artículo 49.

1. Los plazos empezarán a correr a partir del día hábil siguiente a aquél en que haya surtido efectos la notificación correspondiente.

2. Las notificaciones surtirán efectos al día hábil siguiente a aquél en que hubieran sido realizadas.

3. En caso de que esta Ley no prevea plazo o término para un determinado acto, la Auditoría Superior podrá fijarlo y no será superior a 10 días hábiles.
Artículo 50. 

1. Las indemnizaciones resarcitorias a que se refiere la presente ley tendrán el carácter de créditos fiscales y se fijarán en cantidad líquida por la Auditoría Superior, haciéndose efectivas conforme al procedimiento administrativo de ejecución que establece la legislación aplicable. 

2. Determinada en cantidad líquida la responsabilidad, deberá registrarse de inmediato en la contabilidad de la entidad. 
Artículo 51. 

1. La Secretaría deberá informar a la Auditoría Superior de manera trimestral, dentro del primer mes inmediato posterior del periodo que se trate, los trámites realizados para la ejecución de los cobros respectivos y el monto recuperado.

Artículo 52. 

1. El importe de las indemnizaciones resarcitorias que se recuperen en los términos de esta ley, deberá ser entregado por la Secretaría a las respectivas entidades que sufrieron el daño y/o perjuicio respectivo. Dicho importe, sólo podrá ser ejercido de conformidad con lo establecido en el presupuesto respectivo. Para tal efecto, las entidades deberán crear en su presupuesto una partida especial en la que se pueda aplicar dicho recurso por concepto de recuperaciones.

Artículo 53. 

1. La Auditoría Superior podrá abstenerse por una sola vez de sancionar al responsable, cuando lo estime pertinente, justificando las causas de la abstención, siempre que se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del responsable y el daño causado por éste no exceda de cien veces el salario mínimo general mensual vigente en el Estado en la fecha en que se cometa la infracción.

2. Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones por las responsabilidades administrativas cometidas, que pudiera promover ante el órgano competente.

Artículo 54.

1. Las facultades de la Auditoría Superior para fincar responsabilidades e imponer las indemnizaciones resarcitorias a que se refiere este capítulo prescribirán en cinco años.

2. El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad o a partir del momento en que hubiese cesado, si fue de carácter continuo.

3. En todos los casos, la prescripción a que alude este precepto se interrumpirá al notificarse el inicio del procedimiento establecido en el artículo 46 de esta ley.

Artículo 55. 

1. Las responsabilidades de carácter civil, administrativo y penal que resulten por actos u omisiones, prescribirán en la forma y tiempo que fijen las leyes aplicables.

Artículo 56. 

1. Cualquier gestión de cobro que haga la autoridad competente al responsable, interrumpe la prescripción de la sanción impuesta.

CAPÍTULO IV

DE LAS RESPONSABILIDADES PENALES

Artículo 57. 

1. Si de la revisión y fiscalización de las cuentas públicas la Auditoría Superior advierte conductas de los servidores públicos que pudieran constituir alguna figura de tipo penal, presentará ante la autoridad competente las denuncias y/o querellas correspondientes y promoverá, en su caso, las acciones de responsabilidad a que se refiere el Título Séptimo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

2. Para los efectos del párrafo anterior, la Auditoría Superior podrá coadyuvar con el Ministerio Público en los procesos penales y judiciales de investigación correspondientes. En estos casos, el Ministerio Público recabará previamente la opinión de la Auditoría Superior, respecto de las resoluciones que dicte sobre el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal.

TÍTULO QUINTO

DE LOS MEDIOS DE DEFENSA

CAPÍTULO I

DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN

Artículo 58.

1. Las sanciones y demás resoluciones que emita la Auditoría Superior conforme a esta ley, podrán ser impugnadas por el servidor público o por los particulares, personas físicas o morales, ante la propia Auditoría Superior, mediante el recurso de reconsideración, el cual se interpondrá dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación de la resolución recurrida.

2. No procederá el recurso de reconsideración en contra de los actos dictados dentro del procedimiento de fiscalización o dentro del procedimiento para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias, en tanto no se dicte una resolución definitiva, entendiéndose por ésta la que pone fin a la fase de determinación de responsabilidades y fincamiento de indemnizaciones y sanciones.

Artículo 59.

1. En ningún trámite se admitirá la gestión de negocios. La representación de funcionarios públicos, particulares, personas físicas o morales ante la Auditoría Superior se hará mediante escritura pública o mediante carta poder firmada ante dos testigos y ratificadas las firmas del otorgante y testigos ante notario o fedatario público, acompañando copia de la identificación de la persona o representante legal.

Artículo 60.
1. El trámite del recurso se iniciará mediante la presentación de un escrito en el que se deberán expresar los agravios que a juicio del servidor público o del particular, persona física o moral le cause la sanción o resolución impugnada. 

2. La Auditoría Superior acordará sobre la admisión del recurso y de las pruebas ofrecidas, desechando de plano las que no fueren idóneas para desvirtuar los hechos en que se base la resolución.

Artículo 61.

1. El escrito de interposición del recurso, deberá contener los siguientes requisitos:

I. La autoridad a quien se dirige;

II. Nombre y firma autógrafa del recurrente y domicilio que señale para oír y recibir notificaciones ubicado en la ciudad donde se encuentre la Auditoría Superior;

III. Resolución definitiva que impugna;

IV. Descripción de los hechos que dieron motivo al recurso;

V. Los agravios que le causan y los argumentos de derecho que se hagan valer en contra de la resolución recurrida, y

VI. Las pruebas que se ofrezcan, relacionándolas con los hechos que se mencionen.

2. Cuando se omita alguno de los requisitos a que se refiere el presente artículo, la Auditoría Superior requerirá al recurrente para que en un plazo de cinco días hábiles contados a partir del día siguiente al de su notificación, cumpla con el o los requisitos omitidos, apercibiéndolo que en caso de no hacerlo, tratándose de los requisitos previstos en las fracciones I, II, III y IV se tendrá por no interpuesto el recurso, en caso de la fracción V, se desechará el recurso y en el caso de la fracción VI, se tendrán por no ofrecidas las pruebas.

Artículo 62.

1. Además de lo señalado en el artículo 61, el recurrente deberá anexar al recurso:

I. El documento que acredite su personalidad;

II. El documento en que conste la resolución recurrida;

III. Constancia de notificación de la resolución recurrida, y

IV. Las pruebas documentales que se ofrezcan.

2. Cuando el recurrente no anexe los documentos señalados en el presente artículo, la Auditoría Superior lo requerirá para que en un plazo de cinco días hábiles contados a partir del día siguiente al de su notificación subsane la omisión, apercibiéndolo que en  caso de no hacerlo y tratándose de las fracciones I, II y III se tendrá por no interpuesto el recurso y cuando se trate de la fracción IV se tendrán por no ofrecidas las pruebas.

3. Cuando las pruebas documentales no obren en poder del recurrente, o si éste no hubiere podido obtenerlas, deberá señalar el archivo o lugar en que se encuentren para que la Auditoría Superior requiera su remisión cuando ésta sea legalmente posible. Para este efecto deberá identificar con toda precisión los documentos y, tratándose de los que pueda tener a su disposición, bastará con que acompañe la copia sellada de la solicitud de los mismos. Se entiende que el recurrente tiene a su disposición los documentos, cuando legalmente pueda obtener copia autorizada de los originales o de las constancias de éstos.

4. La Auditoría Superior, a petición del recurrente, recabará las pruebas que obren en el expediente en que se haya originado el acto impugnado, siempre que el interesado no hubiere tenido oportunidad de obtenerlas.

5. Las entidades tendrán la obligación en todo momento de proporcionar a la Auditoría Superior la documentación comprobatoria que ésta les requiera, y que los recurrentes ofrezcan como prueba en el recurso de reconsideración, siempre y cuando obre en su poder.

Artículo 63.
1. Se desechará por improcedente el recurso de reconsideración que se interponga en contra de sanciones y resoluciones emitidas por la Auditoría Superior, cuando:

I. Se trate de actos dictados dentro del procedimiento de fiscalización o de alguna de sus fases sin que tengan el carácter de resoluciones definitivas;

II. No afecten el interés jurídico del recurrente;

III. Que se dejen sin efectos por la autoridad;

IV. Que sean materia de otro recurso que se encuentre pendiente de resolución y que haya sido promovido por el mismo recurrente, sobre el mismo asunto;

V. Se encuentren consumadas de modo irreparable, y

VI. Que se hayan consentido, es decir, no haber interpuesto el recurso dentro del plazo que otorga esta ley.

Artículo 64.

1. Se sobreseerá el recurso de reconsideración cuando:

I. El recurrente se desista expresamente;

II. El recurrente fallezca durante la tramitación del recurso, en el caso que la sanción o resolución recurrida sólo afecte a su persona;

III. Durante el trámite del recurso sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior, y

IV. Cesen los efectos de la resolución recurrida.

Artículo 65.

1. La Auditoría Superior  dictará la resolución correspondiente y la notificará en un término no mayor a treinta días hábiles contados a partir de la fecha de interposición del recurso.

2. La resolución del recurso se fundará en derecho y examinará todos y cada uno de los agravios y pruebas hechos valer por el recurrente.

3. En el caso de que uno solo de los agravios sea suficiente para desvirtuar la validez de la resolución recurrida, bastará con el examen de dicho punto.

4. Ante el silencio de la Auditoría Superior, agotado el plazo señalado en el presente artículo, se entenderá confirmada la resolución que se recurre. En este caso, el recurrente podrá impugnar ante la autoridad competente que corresponda.

Artículo 66.

1. Las resoluciones que ponen fin al recurso podrán:

I. Declararlo improcedente o sobreseerlo;

II. Confirmar la resolución recurrida;

III. Declarar la nulidad de la resolución recurrida;

IV. Modificar la resolución recurrida.

Artículo 67.

1. La interposición del recurso suspenderá la ejecución de la resolución recurrida. Cuando se trate de sanciones pecuniarias que representen un crédito fiscal, el monto de dicho crédito deberá garantizarse en los términos que prevé el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 68.

1. La Auditoría Superior vigilará que las garantías sean suficientes tanto en el momento de su aceptación como con posterioridad, y si no lo fueren, exigirá su ampliación o procederá al secuestro de otros bienes, por conducto de la Secretaría previo requerimiento al servidor público, particular, personas físicas o morales para que mejore la garantía otorgada.

Artículo 69.

1. Los recurrentes, para efectos del presente capítulo, podrán consultar los expedientes administrativos correspondientes, así como obtener copias de los documentos que obren en los mismos.

TÍTULO SEXTO

DE LA REVISIÓN POR SITUACIÓN EXCEPCIONAL

CAPÍTULO I

DEL PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN POR 

SITUACIONES EXCEPCIONALES

Artículo 70.

1. Para los efectos de lo previsto en el artículo 67, fracción XXXIV, inciso a), párrafo segundo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y sin perjuicio del principio de posterioridad, cuando se presenten denuncias debidamente fundadas o por otras circunstancias pueda suponerse la presunta recaudación, administración, manejo, custodia, aplicación o ejercicio irregular de recursos públicos o de su desvío, la Auditoría Superior podrá realizar revisiones, durante el ejercicio fiscal en curso, de conceptos específicos vinculados de manera directa a las denuncias o circunstancias, o requerir a las entidades para que a través de sus instancias de control competentes lleven a cabo dichas revisiones. El requerimiento deberá aportar indicios probatorios razonables, mediante los cuales se presuma que la irregularidad cometida ocasionó un daño o perjuicio a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades.

2. Las denuncias a que se refiere el párrafo anterior deberán presentarse ante la Comisión. Ésta dictaminará su procedencia y, en caso de ser legalmente procedente, las remitirá a la Auditoría Superior para que por sí o por conducto de las instancias de control competentes, se dé inicio a la revisión por situación excepcional. 

Artículo 71.

1. Para los efectos de esta ley, se entenderá por situaciones excepcionales aquéllas en las cuales, de la denuncia que al efecto se interponga o de las otras circunstancias, se presente alguno de los siguientes supuestos:

I. Un daño patrimonial que afecte la hacienda pública o al patrimonio de las entidades por un monto que resulte superior a veinte mil días de salario mínimo general vigente en el Estado;

II. Posibles actos de corrupción;

III. La afectación de áreas estratégicas o prioritarias de la economía de las entidades;

IV. El riesgo de que se paralice la prestación de servicios públicos esenciales para la comunidad;

V. El desabasto de productos de primera necesidad, y

VI. Desvío flagrante de recursos hacia fines distintos a los que están autorizados.

Artículo 72.

1. Las denuncias que se presenten en los términos del artículo anterior deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Constar por escrito;

II. Señalar la entidad y/o servidores públicos a quien o quienes se imputan los hechos;

III. Nombre, firma autógrafa y domicilio del promovente para oír y recibir notificaciones, ubicado en la ciudad donde se encuentre el Congreso; 

IV. La descripción de los hechos o demás circunstancias que supongan la presunta recaudación, administración, manejo, custodia, aplicación o ejercicio irregular de recursos públicos o de su desvío;
V. Señalar el o los supuestos de procedencia de la denuncia a que se refiere el artículo anterior, y

VI. Aportar los elementos de convicción o de prueba suficientes para fundar el supuesto de procedencia de la denuncia.

Artículo 73.

1. Cuando sea la Auditoría Superior la que inicie directamente la revisión por situación excepcional, dicha revisión se realizará con las formalidades establecidas para las visitas domiciliarias consignadas en esta ley, y sobre los conceptos específicos denunciados. A lo anterior no le será aplicable lo referente al pliego de observaciones. 

2. Una vez que la Auditoría Superior concluya con la revisión por situación excepcional correspondiente, rendirá un informe específico al Congreso, a través de la Comisión y, en su caso, fincará las responsabilidades correspondientes o promoverá otras responsabilidades ante las autoridades competentes.

Artículo 74.

1. Las instancias de control competentes de las entidades requeridas para llevar a cabo revisiones en los términos del artículo 70 de esta ley, deberán rendir a la Auditoría Superior en un plazo que no excederá de treinta días hábiles, un informe que contenga el resultado de sus actuaciones y, en su caso, de las sanciones que se hubieren impuesto o a que se hubieren hecho acreedores los responsables.

Artículo 75.

1. Las instancias de control competentes estarán obligadas a realizar la revisión que la Auditoría Superior les requiera, sin que dicha revisión interfiera u obstaculice el ejercicio de las funciones o atribuciones que legalmente competan a las autoridades y a los servidores públicos de las entidades.

Artículo 76.

1. Si transcurrido el plazo señalado en el artículo 74 de esta ley, la instancia de control competente, sin causa justificada, incumple en la presentación del informe a que se refiere el mismo artículo, la Auditoría Superior procederá a fincar las responsabilidades que correspondan e impondrá a los servidores públicos responsables una multa de cien a seiscientos días de salario mínimo general vigente en el Estado. Su reincidencia se podrá sancionar con una multa hasta del doble de la ya impuesta, además de que podrá promover la destitución de los responsables ante las autoridades competentes.

Artículo 77.

1. El fincamiento de responsabilidades y la imposición de sanciones no relevarán al infractor de cumplir con las obligaciones o regularizar las situaciones que motivaron las mismas.

Artículo 78.
1. La Auditoría Superior, además de imponer la sanción respectiva, podrá requerir al infractor para que en un plazo no mayor de quince días hábiles cumpla con la obligación omitida motivo de la sanción; en caso de que éste incumpla, será sancionado como reincidente.

Artículo 79.
1. Para imponer la sanción que corresponda, la Auditoría Superior deberá oír previamente al presunto infractor y tener en cuenta sus condiciones económicas, así como la gravedad de la infracción cometida, su nivel jerárquico y la necesidad de evitar prácticas tendientes a contravenir las disposiciones contenidas en esta ley.

Artículo 80.

1. Lo dispuesto en el presente título no excluye la imposición de las sanciones que conforme a esta u otras leyes fueren aplicables por la Auditoría Superior, ni el fincamiento y/o promoción de otras responsabilidades.

TÍTULO SÉPTIMO

DE LAS MEDIDAS DE APREMIO Y SANCIONES

CAPÍTULO I

DE LAS MEDIDAS DE APREMIO
Artículo 81.

1. Cuando los funcionarios de las entidades o cualquier persona física se opongan u obstaculicen el ejercicio de las facultades de comprobación de la Auditoría Superior, ésta podrá indistintamente:

I. Solicitar el auxilio de la fuerza pública;

II. Imponer la multa que corresponda en los términos de esta ley;

III. Solicitar a la autoridad competente se proceda por desobediencia a un mandato legítimo de autoridad competente.

2. Para efectos de este artículo, las autoridades judiciales estatales y los cuerpos de seguridad o policías estatales y/o municipales deberán prestar en forma expedita el apoyo que solicite la Auditoría Superior.

CAPÍTULO II

DE LAS SANCIONES  FORMALES

Artículo 82.

1. Si con motivo de la revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas, así como de los informes de avance de gestión financiera, la Auditoría Superior advierte la comisión de infracciones a las disposiciones de esta ley, tendrá la facultad de imponer sanciones pecuniarias.

2. Constituyen infracciones los actos u omisiones por parte de los servidores públicos de las entidades, particulares, personas físicas o morales que incumplan con las disposiciones de esta ley, así como el incumplimiento a los requerimientos formulados por la Auditoría Superior que emita en el ejercicio de sus facultades de revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera.

Artículo 83.

1. Las sanciones correspondientes al presente capítulo, se impondrán a los servidores públicos, particulares, personas físicas o morales que directamente o indirectamente ejecuten o hayan ejecutado actos o incurran en las omisiones que las hayan originado, así como en el caso de servidores públicos que por la índole de sus funciones, hayan omitido la revisión o autorización a tales actos, por causas que impliquen dolo, culpa o negligencia.

2. También se aplicarán las sanciones pecuniarias establecidas en este capítulo a los terceros que hubieren contratado obra pública, bienes o servicios mediante cualquier título legal con las entidades, cuando no entreguen la documentación e información que les requiera la Auditoría Superior para el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 84.

1. Al servidor público, particular, persona física o moral que cometa las infracciones previstas en los artículos que anteceden se le impondrán las siguientes sanciones pecuniarias:

I. Multa de 100 a 600 días de salario mínimo general vigente en el Estado.

II. Multa del doble de la ya impuesta, en caso de reincidencia, sin perjuicio de promover ante las autoridades competentes el fincamiento de las responsabilidades administrativas que resulten.

Artículo 85.

1. La imposición de sanciones no relevará al infractor de cumplir con las obligaciones o regularizar las situaciones que motivaron las multas.

Artículo 86.

1. Las sanciones pecuniarias a que se refiere este capítulo tendrán el carácter de créditos fiscales a favor de la Auditoría Superior, haciéndose efectivas por conducto de la Secretaría. El o los responsables contarán con un plazo de quince días hábiles para cubrir dichas sanciones.

2. Las resoluciones en las que se impongan las sanciones referidas serán notificadas a el o los responsables, remitiendo un tanto autógrafo de las mismas a la Secretaría, para el efecto de que, si en el plazo señalado en el párrafo anterior, éstas no son cubiertas, se haga efectivo su cobro en términos de ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución. 

3. Una vez que el o los responsables cumplan con la sanción impuesta, deberán acreditar dicha situación ante la Auditoría Superior. La Secretaría deberá transferir el monto de las sanciones pagadas por el o los responsables dentro de los cinco días hábiles siguientes al en que fueron cubiertas.

4. El importe de las sanciones pecuniarias quedará a disposición de la Auditoría Superior como ingreso propio y se destinará a la formación de fondos de productividad, capacitación y equipamiento del personal que interviene en la fiscalización superior, conforme a la normatividad que al efecto se expida.

Artículo 87.

1. Cuando sean varios los responsables, cada uno deberá de pagar el total de la sanción pecuniaria.

Artículo 88.

1. Dentro de los límites fijados por esta ley, la Auditoría Superior al imponer sanciones por la comisión de las infracciones señaladas, deberá fundar y motivar su resolución.

Artículo 89.

1. La Auditoría Superior tendrá la obligación de llevar el registro de los funcionarios, particulares, personas físicas y personas morales sancionados.

Artículo 90.
1. No se impondrán sanciones pecuniarias cuando se cumpla en forma espontánea con las obligaciones fuera de los plazos señalados por esta ley o cuando se haya incurrido en infracción a causa de fuerza mayor o de caso fortuito, con excepción de la obligación de presentar la cuenta pública y los informes de avance de gestión financiera dentro de los plazos señalados en la presente ley. 

2. Se considerará que el cumplimiento no es espontáneo en el caso que la omisión sea advertida por la Auditoría Superior o haya mediado requerimiento o cualquier otra gestión notificada por ésta.

Artículo 91.
1. La Auditoría Superior podrá condonar, a solicitud de parte, las sanciones pecuniarias por infracción a las disposiciones de la presente ley, tratándose de multas que hayan quedado firmes, para lo cual apreciará discrecionalmente las circunstancias del caso y los motivos que tuvo al imponer la sanción, siempre que un acto administrativo conexo no sea materia de impugnación. 

2. La solicitud de condonación de multas en los términos de este artículo no constituirá instancia y las resoluciones que dicte la Auditoría al respecto no podrán ser impugnadas por los medios de defensa que establece esta ley. 

3. En caso de que la Auditoría Superior otorgue la condonación respectiva, lo hará del conocimiento de la Secretaría para los efectos legales correspondientes.

Artículo 92.
1. Dentro de los límites fijados por la presente ley, la Auditoría Superior al imponer sanciones pecuniarias por la comisión de las infracciones, deberá fundar y motivar su resolución y tener en cuenta lo siguiente:

I. Se considerará como agravante la segunda o posteriores veces que se sancione al infractor por la comisión de una infracción.

II. También será agravante en la comisión de una infracción, cuando se dé cualesquiera de los siguientes supuestos: 

a) Que se haga uso de documentos falsos o en los que se hagan constar operaciones inexistentes. 

b) Que se destruya, ordene o permita la destrucción total o parcial de información y/o documentación.
c) Que altere o elimine información registrada en los sistemas informáticos.
III. Igualmente es agravante, el que la comisión de la infracción sea en forma continua o de tracto sucesivo. 

IV. Cuando por un acto o una omisión se infrinjan diversas disposiciones de carácter formal a las que correspondan varias multas, sólo se aplicará la que corresponda a la infracción cuya multa sea mayor.

Artículo 93.

1. Las sanciones impuestas por la Auditoría Superior prescriben en un término de 5 años contados a partir en que se hubiere cometido la infracción. El término para que se consuma la prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro que haga la autoridad competente al responsable o con el reconocimiento expreso o tácito del infractor respecto de la sanción correspondiente. Se considera gestión de cobro cualquier actuación que la Secretaría lleve a cabo dentro del procedimiento administrativo de ejecución contenido en el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, siempre que se haga del conocimiento del infractor.

TÍTULO OCTAVO

DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO Y DE LA COMISIÓN DE

HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA DEL CONGRESO DEL ESTADO

CAPÍTULO I

DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO

SECCIÓN PRIMERA

DE SU INTEGRACIÓN

Artículo 94.

1. La Auditoría Superior estará integrada por:

I. El Auditor Superior;

II. Auditores Especiales;

III. Titulares de Unidad;

IV. Directores Generales;

V. Directores de Área;

VI. Subdirectores;

VII. Auditores;

VIII. Auxiliares;

IX. Asesores, y

X. Demás personal técnico y de apoyo que al efecto señale el Reglamento Interior de conformidad con el presupuesto autorizado.

2. El mismo Reglamento Interior comprenderá la designación, atribuciones, remoción y demás disposiciones relativas a la estructura organizacional descrita en el presente artículo.

Artículo 95.

1. Para garantizar la profesionalización y el desarrollo del personal, se establecerá el servicio profesional de carrera conforme a las disposiciones aplicables.

Artículo 96.

1. Los servidores públicos de la Auditoría Superior se clasifican como trabajadores de confianza, y se regirán por el Apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables.

SECCIÓN SEGUNDA

DE LA COMPETENCIA

Artículo 97.

1. Para la revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas, la Auditoría Superior tendrá las atribuciones siguientes:

I. Establecer las normas,  procedimientos, métodos y sistemas necesarios para la revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera;

II. Verificar que las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera sean presentados en los términos de esta ley, de conformidad con la Ley General de Contabilidad Gubernamental;

III. Evaluar los informes de avance de gestión financiera respecto de los avances físico y financiero de los programas autorizados;

IV. Evaluar el cumplimiento final de los objetivos y metas fijados en los programas conforme a los indicadores estratégicos aprobados en el presupuesto de las entidades fiscalizadas, a efecto de verificar el desempeño de acuerdo con los indicadores y cualquier otro recurso metodológico que a su juicio permita cumplir con lo dispuesto en esta fracción;

V. Evaluar la legalidad de los actos que realicen las entidades en el ejercicio de los recursos públicos;

VI. Verificar que las entidades fiscalizadas que hubieren recaudado, custodiado, manejado, administrado o ejercido recursos públicos, lo hayan realizado conforme a los programas aprobados y montos autorizados, y cumpliendo con las disposiciones legales y administrativas aplicables;

VII. Verificar que las operaciones que realicen las entidades fiscalizadas, sean acordes con la ley de ingresos o presupuesto de ingresos de la entidad según corresponda, y con su presupuesto de egresos y se efectúen con apego a las disposiciones fiscales y demás aplicables;

VIII. Verificar obras, bienes adquiridos y servicios contratados para comprobar si las inversiones y gastos autorizados a las entidades se han aplicado legal y eficientemente al logro de los objetivos y metas de los programas aprobados;

IX. Requerir a las instancias de control competentes y a los profesionales de auditoría independientes los informes, dictámenes y papeles de trabajo que se consideren necesarios, de las auditorías por ellos practicadas, así como las aclaraciones pertinentes y compulsas; 
X. Solicitar de las instancias de control competentes, la información relacionada con el inicio, desahogo y resolución de los procedimientos de responsabilidad administrativa, y de las sanciones que se hubieren fincado;

XI. Requerir por sí, o por conducto de las instancias de control competentes, a terceros que hubieran contratado bienes o servicios mediante cualquier título legal con las entidades y con cualquier persona física o moral, pública o privada, que haya ejercido recursos públicos, la información relacionada con la documentación justificativa y comprobatoria de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera;

XII. Solicitar y obtener toda la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones; 

XIII. Fiscalizar los subsidios que las entidades hayan otorgado a particulares y a cualquier entidad pública o privada, cualesquiera que sean sus fines y destino, así como verificar su aplicación al objeto autorizado;

XIV. Investigar en el ámbito de su competencia los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, recaudación, administración, manejo, custodia, aplicación y ejercicio de los recursos públicos;

XV. Efectuar visitas domiciliarias para exigir la exhibición de los libros, documentos y demás información indispensable para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos;

XVI. Requerir a las entidades, terceros con ellas relacionados o profesionales de auditoría independientes, para que proporcionen en el domicilio de la Auditoría Superior, los libros, documentos y demás información indispensable para el cumplimiento de sus funciones;

XVII. Formular observaciones y recomendaciones a las entidades derivadas de las auditorías practicadas;

XVIII. Formular y aprobar los pliegos de observaciones y pliegos de recomendaciones, en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables;

XIX. Fincar las responsabilidades e imponer las sanciones correspondientes por el incumplimiento a los requerimientos de información, cuando se trate de la revisión de las situaciones excepcionales previstas en el Título Sexto de esta ley;

XX. Determinar e imponer las indemnizaciones resarcitorias y sanciones establecidas en esta ley;

XXI. Conocer y resolver sobre el recurso de reconsideración que se interponga en contra de las resoluciones y sanciones que aplique;

XXII. Concertar y celebrar convenios con los gobiernos federal, estatal y municipal, sus organismos y dependencias, personas físicas o morales, necesarios para el cumplimiento de sus fines;

XXIII. Verificar los controles, sistemas y procedimientos de informática, la utilización, eficiencia y seguridad de los equipos de cómputo, así como el entorno al procesamiento de la información. Así mismo, podrá sugerir mejoras a las entidades fiscalizadas a fin de lograr una utilización más eficiente y segura de la información que sirva para una adecuada toma de decisiones, y

XXIV. Las demás que le sean conferidas por esta ley y demás disposiciones aplicables.

SECCIÓN TERCERA

DE LAS PROHIBICIONES DEL PERSONAL

Artículo 98.

1. El personal de la Auditoría Superior, descrito en las fracciones I a V del artículo 94 de esta ley, durante el ejercicio de su cargo, tendrá prohibido:

I. Formar parte de partido político alguno, participar en actos políticos partidistas y hacer cualquier tipo de propaganda o promoción partidista, y

II. Desempeñar otro empleo o cargo en los sectores público, privado o social, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, artísticas o de beneficencia, y los remunerados en el ámbito de la docencia.

CAPÍTULO II

DEL AUDITOR SUPERIOR DEL ESTADO

Artículo 99.

1. Al frente de la Auditoría Superior habrá un Auditor Superior, quien será nombrado conforme al proceso establecido en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; durará en el encargo ocho años y podrá ser ratificado nuevamente para un segundo periodo, en los términos del artículo 106 de esta ley. Para su remoción se estará a lo previsto por el artículo 107 de esta ley.

SECCIÓN PRIMERA

DE SU COMPETENCIA

Artículo 100.

1. El Auditor Superior tendrá las siguientes atribuciones:

A. Son atribuciones delegables:

I. Representar legalmente a la Auditoría Superior ante toda clase de autoridades federales, estatales y municipales, e intervenir en los juicios, en los cuales sea parte, con facultades generales y especiales;

II. Administrar los bienes y recursos de la Auditoría Superior y decidir sobre la adquisición y enajenación de bienes muebles y la contratación de servicios, así como gestionar la incorporación, destino y desincorporación de bienes inmuebles del dominio público del Estado, afectos a su servicio;

III. Certificar directamente o a través de las áreas correspondientes, los documentos que obren en los archivos de la Auditoría Superior y que formen parte de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera de las entidades, previa solicitud por escrito de las mismas a través del servidor público competente o por autoridad judicial que conozca o tramite el asunto, fundando y motivando dicha solicitud;

IV. Celebrar convenios o acuerdos de coordinación con la Auditoría Superior de la Federación, con organismos de fiscalización que cumplan funciones similares dentro y fuera del Estado y con otros organismos públicos y privados, para el mejor cumplimiento de sus objetivos;

V. Imponer las multas, indemnizaciones resarcitorias y sanciones previstas en esta ley;

VI. Aplicar sanciones al personal de la Auditoría Superior por faltas a la presente ley, al reglamento interior y demás disposiciones aplicables;

VII. Presentar denuncias y/o querellas en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables, en los casos de presuntas conductas delictivas de servidores públicos y en contra de particulares, cuando tenga conocimiento de hechos que pudieran implicar la comisión de un delito relacionado con daño a la hacienda pública o patrimonio de las entidades, así como denuncias de juicio político de conformidad con lo señalado en el Título Séptimo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza;

VIII. Proporcionar, a solicitud de las entidades asesoría y asistencia técnica para la administración y el control de sus recursos, así como para integrar las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera;

IX. Autorizar la publicación de estudios de investigación relacionados con las materias de su competencia;

X. Llevar un registro de todos los profesionales de auditoría independientes que presten sus servicios a las entidades y dar crédito al resultado de sus revisiones;

XI. Solicitar el apoyo a las entidades y dependencias del gobierno federal, estatal o municipal para el cumplimiento de sus funciones;

XII. Emitir los criterios de reserva y confidencialidad de la información propia de la Auditoría Superior, de conformidad con la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza;

XIII. Ejercer las atribuciones que corresponden a la Auditoría Superior, en los términos de la Constitución Local, la presente ley, el reglamento interior y demás disposiciones aplicables;

XIV. Realizar auditorías de tecnologías de la información para revisar y evaluar los controles, sistemas y procedimientos de informática, la utilización, eficiencia y seguridad de los equipos de cómputo, así como el entorno al procesamiento de la información; así como sugerir mejoras a las entidades fiscalizadas a fin de lograr una utilización más eficiente y segura de la información que sirva para una adecuada toma de decisiones;

XV. Realizar auditorías de legalidad con el propósito de verificar el cumplimiento de la normatividad en el desarrollo de los procesos y procedimientos administrativos;
XVI. Practicar auditorías para evaluar el desempeño de las entidades fiscalizadas, y

XVII. Las demás que se deriven de la presente ley, el reglamento interior y demás disposiciones aplicables.

B. Son atribuciones indelegables:

I. Expedir, de conformidad con lo establecido en esta ley y sujeto a la ratificación de la Comisión, el Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado, en el que se distribuirán las atribuciones a sus unidades administrativas y sus titulares, además de establecer la forma en que habrán de ser suplidos en sus ausencias, debiendo ser publicado dicho reglamento interior en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado;

II. Emitir el Código de Ética Profesional para los servidores públicos de la Auditoría Superior;

III. Establecer las normas, procedimientos, métodos y sistemas de contabilidad y de archivo, de los libros y documentos justificativos y comprobatorios del ingreso y del gasto público, así como todos aquellos elementos que permitan la práctica idónea de las auditorías y revisiones, de conformidad con las propuestas que formulen las entidades fiscalizadas de acuerdo con sus características de operación;

IV. Expedir los manuales de organización y procedimientos que se requieran para la debida organización y funcionamiento de la Auditoría Superior y remitirlos para su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado;

V. Emitir la normatividad correspondiente para la baja, devolución o destrucción de la documentación que obre en sus archivos, de conformidad con las disposiciones aplicables en la materia;
VI. Nombrar y remover libremente al personal técnico y de apoyo adscrito a la Auditoría Superior, con excepción del personal que sea parte del servicio profesional de carrera;

VII. Ser el enlace entre la Auditoría Superior y la Comisión;

VIII. Aprobar el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones y remitirlo a la Comisión dentro de los treinta días naturales posteriores al vencimiento del plazo para la presentación de cuentas públicas;

IX. Entregar al Congreso, el proyecto de presupuesto anual de la Auditoría Superior, por conducto de la Comisión, de conformidad con las disposiciones aplicables;

X. Resolver el recurso de reconsideración interpuesto en contra de las sanciones y resoluciones que emita la Auditoría Superior;

XI. Otorgar a funcionarios de la Auditoría Superior, poderes generales y especiales para pleitos y cobranzas y actos de administración con todas las facultades aún las que requieren poder especial conforme a la ley, para presentar denuncias y/o querellas, además para sustituir sus facultades de actos de administración y pleitos y cobranzas, para desistirse de amparos, denuncias y/o querellas, así como para otorgar y suscribir títulos de crédito. El poder podrá ser ejercido ante particulares y ante toda clase de autoridades administrativas y judiciales;

XII. Contratar los servicios de profesionales de auditoría independientes para la práctica de auditorías, cuando así se requiera;
XIII. Emitir las normas y manuales necesarios para establecer los criterios bajo los cuales, los profesionales de auditoría independientes, deberán presentar los dictámenes y papeles de trabajo correspondientes a las auditorías practicadas;
XIV. Rendir a la Comisión un informe anual de actividades y del estado que guardan las cuentas públicas de las entidades, durante el mes de abril del año inmediato posterior a aquél del cual se informa;

XV. Recibir de la Comisión los informes de avance de gestión financiera y las cuentas públicas para su revisión y fiscalización;

XVI. Entregar al Congreso por conducto de la Comisión, el informe del resultado de la revisión de las cuentas públicas, a más tardar el día 31 de agosto del año en que éstas debieron presentarse y hacer público dicho informe;

XVII. Entregar al Congreso por conducto de la Comisión, el informe de los resultados de las revisiones previstas en el Título Sexto de esta ley, y

XVIII. Las demás que se deriven de la presente ley, el reglamento interior y demás disposiciones aplicables.

SECCIÓN SEGUNDA

DE LOS REQUISITOS PARA OCUPAR EL CARGO DE

AUDITOR SUPERIOR DEL ESTADO

Artículo 101.

1. Quien aspire al cargo de Auditor Superior, deberá cumplir los siguientes requisitos:

I. Ser mexicano por nacimiento;

II. Tener cuando menos treinta años cumplidos el día de la designación;

III. Ser vecino del Estado, con residencia de cuando menos tres años;

IV. Ser Contador Público Certificado por las instancias competentes y poseer título y cédula profesional.

V. Tener reconocido prestigio profesional, capacidad y experiencia técnica no menor a cinco años en la recaudación, administración, manejo, aplicación o fiscalización de recursos públicos;

VI. Ser de reconocida honorabilidad y no haber sido condenado mediante sentencia ejecutoriada por delito intencional que amerite pena privativa de libertad, ni haber sido inhabilitado de la función pública;

VII. No haber ocupado un cargo de elección popular o de dirección en algún partido político durante los tres años anteriores al día de la designación;

VIII. No haber sido ministro de culto religioso durante los tres años anteriores al día de la designación, y

IX. No haber sido Titular de alguno de los Poderes, Secretario del Ramo de la Administración Pública Estatal, Procurador del Estado o similar, Consejero o su equivalente de alguno de los organismos públicos autónomos o Tesorero Municipal, durante el año calendario previo al día de la designación.

SECCIÓN TERCERA
DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DESIGNACIÓN

DE AUDITOR SUPERIOR DEL ESTADO

Artículo 102.

1. La designación del Auditor Superior se sujetará al siguiente procedimiento:

I. La Comisión expedirá la convocatoria correspondiente a efecto de recibir durante un periodo de cinco días naturales, contados a partir de la fecha de su publicación, las solicitudes para ocupar el cargo de Auditor Superior;

II. Concluido el plazo anterior, dentro de los tres días naturales siguientes, la Comisión procederá a la revisión y análisis de las solicitudes y determinará las que cumplen los requisitos que señale la convocatoria, desechando de plano las que no cumplan con alguno de los requisitos establecidos en el artículo 101 de esta ley;

III. La Comisión procederá a formular, en un plazo que no excederá de tres días naturales, el dictamen que contenga la terna que será sometida al Pleno del Congreso para su votación, y

IV. El Congreso elegirá, de entre los integrantes de la terna, a quien deba desempeñar el cargo de Auditor Superior, conforme a lo establecido en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

En caso de no reunirse una terna, se hará la votación considerando sólo a aquél o aquéllos aspirantes que cumplan los requisitos correspondientes.

SECCIÓN CUARTA
DE LAS SUPLENCIAS DEL AUDITOR 

SUPERIOR DEL ESTADO

Artículo 103.

1. El Auditor Superior será suplido en sus ausencias temporales por un Auditor Especial, en el orden que señale el reglamento interior. En caso de ausencia definitiva, la Comisión dará cuenta al Congreso para que se haga nueva designación, en los términos del artículo 102 de esta ley.

Artículo 104.

1. El Auditor Superior deberá continuar en su encargo hasta que sea nombrado su sucesor, salvo autorización expresa por mayoría del Congreso para retirarse del cargo, en cuyo caso será suplido por quien legalmente corresponda.

Artículo 105.

1. Para el mejor cumplimiento de sus funciones, la Auditoría Superior contará con Auditores Especiales, quienes atenderán los distintos sectores que el reglamento interior determine. Para ser Auditor Especial se deberán cumplir los requisitos que para tal efecto establezca dicho reglamento interior.
SECCIÓN QUINTA

DE SU RATIFICACIÓN

Artículo 106.

1. Quien ocupe el cargo de Auditor Superior podrá ser ratificado para un segundo periodo por el Congreso. Para este efecto, tres meses antes de concluir el primer periodo del Auditor Superior, la Comisión evaluará su gestión y someterá a consideración del Congreso el dictamen respectivo, a efecto de que éste resuelva, por mayoría, sobre la procedencia de la ratificación.

2. Si concluido el periodo para el que fue nombrado, el Congreso no resolviera sobre la procedencia de la ratificación del Auditor Superior, éste continuará en el cargo por un segundo periodo.

SECCIÓN SEXTA

DE SU REMOCIÓN

Artículo 107.
1. El Auditor Superior sólo podrá ser separado de su cargo por las siguientes causas graves:

I. Ubicarse en cualquiera de los supuestos de prohibición establecidas en el artículo 98 de esta ley;

II. Sustraer, destruir, ocultar, divulgar o utilizar indebidamente la documentación e información que por razón de su cargo tenga a su cuidado, custodia o acceso;

III. Incumplir con la obligación de determinar los daños y perjuicios y de fincar las sanciones en los casos que prevé esta ley, y con la de formular las denuncias y/o querellas respectivas cuando esté debidamente comprobada la responsabilidad como consecuencia de las revisiones e investigaciones que haya realizado;

IV. Ausentarse de sus labores por más de un mes sin mediar autorización del Congreso;

V. Abstenerse de presentar sin causa justificada el informe del resultado al que se refiere el artículo 33 de esta ley;

VI. Aceptar la injerencia de terceros en el ejercicio de sus funciones y, por estas circunstancias, conducirse con parcialidad comprobada;

VII. Incapacidad legal para ejercer su encargo, y

VIII. Influir por interés propio, en la contratación de profesionales de auditoría independientes, que cumplan funciones de revisión o fiscalización de cuentas públicas.

2. La remoción del Auditor Superior se hará en lo conducente, de acuerdo al procedimiento establecido en el Título Séptimo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza. La designación de quien ocupe el cargo, se hará de conformidad con lo establecido en la presente ley.

SECCIÓN SÉPTIMA
DEL JUICIO POLÍTICO

Artículo 108.

1. Es sujeto de juicio político el Auditor Superior del Estado de Coahuila.

Artículo 109.

1. Corresponde al Congreso instruir el procedimiento relativo al juicio político, por las causas y con las formalidades establecidas por la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y las leyes de la materia, así como imponer, en su caso, las sanciones aplicables de acuerdo con la ley.

Artículo 110.

1. El procedimiento de juicio político sólo podrá iniciarse durante el periodo en el que desempeñe su cargo y dentro del año siguiente al que se separe, por cualquier causa, del ejercicio de sus funciones.

2. Las sanciones correspondientes se aplicarán en un periodo no mayor de un año, a partir de iniciado el procedimiento.

SECCIÓN OCTAVA

DE LA DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE 

RESPONSABILIDAD PENAL

Artículo 111.

1. Para proceder penalmente en contra del Auditor Superior, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso deberá declarar, mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha lugar o no a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

Artículo 112.

1. En el caso de que el Congreso declare que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes.

2. Si la resolución del Congreso fuere negativa, se suspenderá todo procedimiento ulterior, pero ello no será obstáculo para que la imputación por la comisión del delito continúe su curso, cuando el inculpado haya concluido el ejercicio de su encargo, pues la resolución no prejuzga los fundamentos de la imputación.

CAPÍTULO III

DE LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA 

DEL CONGRESO DEL ESTADO

SECCIÓN PRIMERA

DE SUS ATRIBUCIONES

Artículo 113.

1. Son atribuciones de la Comisión:

I. Vigilar que la Auditoría Superior cumpla las funciones que le corresponden en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables;

II. Conocer el proyecto de presupuesto anual de la Auditoría Superior y remitirlo al Congreso para los efectos conducentes;

III. Elaborar el padrón de entidades obligadas a presentar cuenta pública en los términos del artículo 15, párrafo tercero de esta ley;

IV. Recibir de la Auditoría Superior el informe del resultado de la revisión de las cuentas públicas para su remisión al Congreso;

V. Recibir del Congreso o, en su caso de la Diputación Permanente, las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera, a efecto de turnarlas a la Auditoría Superior;

VI. Recibir las denuncias por situación excepcional, dictaminar su procedencia y, en su caso, solicitar a la Auditoría Superior para que por sí o por conducto de las instancias de control competentes, se practiquen las revisiones por situaciones excepcionales en los términos de la presente ley;

VII. Recibir el informe anual de actividades de la Auditoría Superior;

VIII. Llevar a cabo el procedimiento para la designación del Auditor Superior al que se refiere el artículo 102 de la presente ley;

IX. Evaluar la gestión del Auditor Superior con el fin de someter a la consideración del Congreso su ratificación en los términos del artículo 106 de la presente ley;

X. Ser el conducto de coordinación entre el Congreso y la Auditoría Superior;

XI. Emitir opinión, dentro de los 15 días hábiles siguientes a su recepción, sobre el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones remitido por la Auditoría Superior;

XII. Recibir de la Auditoría Superior el informe relativo al incumplimiento de las instancias de control competentes, para llevar a cabo los procedimientos para la práctica de las revisiones por situación excepcional, y 

XIII. Las demás que se deriven de esta ley y otras disposiciones aplicables.

TÍTULO NOVENO

DE LA RESERVA DE INFORMACIÓN

Artículo 114.

1. Los servidores públicos de la Auditoría Superior, de las instancias de control competentes de las entidades, los profesionales de auditoría independientes contratados para la práctica de las auditorías y el Congreso, deberán guardar estricta reserva sobre la información y los documentos que conozcan con motivo del objeto de esta ley; en caso de incumplimiento, serán responsables de acuerdo con las disposiciones legales aplicables. Las cuentas públicas, los informes de avance de gestión financiera y demás información que se encuentre en posesión de la Auditoría Superior en virtud de haber sido proporcionada por las entidades con motivo de su revisión y fiscalización, así como la generada por la Auditoría Superior derivada de sus procesos de fiscalización, será reservada por razón de interés público, hasta por los plazos a que se refiere la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con excepción de la información a la que se refiere el artículo 33 de esta ley.

Artículo 115.

1. La Auditoría Superior será responsable solidaria de los daños y perjuicios que, en los términos de este capítulo, causen los servidores públicos adscritos a la misma y los profesionales independientes que haya contratado para la práctica de auditorías que actúen ilícitamente.

Artículo 116.

1. La Auditoría Superior tendrá acceso a la información que las disposiciones legales consideren como de carácter reservado y/o confidencial, cuando esté relacionada con la recaudación, administración, manejo, custodia y aplicación de los recursos públicos, y tendrá la obligación de mantener la misma reserva hasta en tanto no se derive de su revisión el informe del resultado de la revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se abroga la Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 06 de julio de 2007 y se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto.

TERCERO. Los procedimientos administrativos y los asuntos que a la entrada en vigor de la presente ley se encuentren en trámite, continuarán su desarrollo conforme a la presente ley, en lo que no se oponga a la ley abrogada.

CUARTO. La Auditoría Superior deberá adecuar su reglamento interior conforme a las disposiciones de esta Ley, en un plazo no mayor a 180 días naturales contados a partir de la publicación de la misma.
QUINTO. Los informes de avance de gestión financiera relativos al tercer y cuarto trimestres del ejercicio 2012, se presentarán dentro de los 10 días hábiles siguientes al periodo que corresponda la información.

Por lo expuesto y fundado, ante esta Soberanía respetuosamente solicito que se vote a favor de la presente iniciativa

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 03 de septiembre de 2012.

Dip. Víctor Manuel Zamora Rodríguez 

Diputado Presidente de la Mesa Directiva del H. Congreso del Estado;

Diputadas y Diputados de esta Legislatura:

Quien suscribe, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, con fundamento en los artículos 59 fracción I, y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 144, 158 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO ELECTORAL DE COAHUILA PARA CANCELAR LA CANDIDATURA DE AQUEL CONTENDIENTE QUE EXCEDA LOS TOPES DE GASTOS PERMITIDOS 

La cual se presenta bajo la siguiente

E X P O S I C I Ó N       D E         M O T I V O S

Entre las dificultades de mayor calado que deberá enfrentar todo aquél que resulte victorioso en las urnas, está el de la deslegitimación de su triunfo producto de un sistema que permite que la duda sobre la honestidad de su proceder germine. 

A nivel nacional lo hemos visto: quien ha sido recientemente declarado como Presidente Electo deberá, de inmediato, buscar una legitimidad en el ejercicio pues durante el proceso electoral la duda germinó. No es el momento ni el foro para abrir un debate sobre lo que las autoridades pertinentes ya han dictaminado. A nivel nacional, cada actor deberá ser responsable del curso de la acción que decida. 

Para nosotros, aquí en Coahuila, el asunto debe servir para aprender de la experiencia ajena. Identificar la problemática enfrentada por los actores y autoridades en el orden nacional para que, desde una perspectiva proactiva, busquemos aminorar esos espacios grises donde la duda germina. 

Los argumentos que hemos escuchado a nivel nacional no deben, como reza la sabiduría popular, echarse en saco roto. Específicamente me permito remitirme a uno de ellos: la ausencia de equidad en la competencia, cuando pueden romperse sin consecuencia alguna las reglas de la proporcionalidad en el gasto de precampañas y campañas.

Debemos hacer planteamientos honestos y responsables. Procurar la equidad en el trato de todos aquellos quienes deseen competir para un puesto de elección popular. Hoy por hoy, el panorama no es sencillo para el ciudadano que, de entrada, no pertenece a una administración pública, en el estado o en cualquiera de los treinta y ocho municipios de nuestro Estado. Para ellas y ellos hay ya una clara desventaja al no poder tener la misma presencia en medios de comunicación como sí la tienen las funcionarias que usan sus puestos, porqué así los dejan, como trampolines.

Esta desventaja se acentúa cuando a las precampañas y a las campañas se les inyecta recurso de origen desconocido y en donde ni la cobertura ni el detalle de la fiscalización que se realiza alcanza. La experiencia parece demostrar que cuando de rebasar topes de campaña se trata, en los partidos políticos donde la moralidad no es más que discurso, la creatividad sobra.

Actualmente, el Código Electoral establece en su artículo 221, numeral 1, inciso e, que constituye infracción de parte de los aspirantes, precandidatos o candidatos a cargos de elección popular el excederse en el tope de precampaña o campaña establecido por el Consejo General. 

El esquema sancionador que actualmente se encuentra en el Código es donde el asunto de vuelve difuso y no es muy claro el alcance de las consecuencias de esa infracción. 

Refiero de nuevo el asunto nacional. Hasta las elecciones del primero de julio del año en curso, el asunto del exceso en los gastos de campaña era un tema concebido dentro del ámbito contable. Ahora, después de lo que ha sucedido y los diversos señalamientos que se han hecho en las pasadas semanas, el tema ha ampliado su horizonte: excederse en los gastos de campaña es más que un asunto de contabilidad, es una enfermedad que destruye el fortalecimiento de nuestro endeble sistema democrático. 

La presente iniciativa ha pretendido aclarar las consecuencias del excederse en los gastos de campaña. Es de considerarse que la anulación de todo el proceso electoral no es pertinente, toda vez que castigaría a todos por igual: a quienes se excedieron en los gastos y quienes observaron la Ley. Por el contrario, cancelarle la candidatura a la ciudadana o ciudadano que incurra en esta práctica es una medida con una proporción mucho más justa. De esta manera candidatos y partidos tendrán mucho más cuidado en el trabajo que realizan y deberán conducirse con mayor pulcritud. Como anotaría aquél excelente escritor español don Antonio Gala, “La dictadura se presenta acorazada porque ha de vencer. La democracia se presenta desnuda porque ha de convencer”.

Así, de acuerdo con lo expuesto, ante esta Honorable Legislatura se presenta para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, se modifica el artículo 229 y el párrafo 4 al artículo 232 para quedar como siguen:

Artículo 229.

1.
Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán sancionadas conforme a lo siguiente: 

a)
Respecto de los partidos políticos: 

I.
Con amonestación pública; 

II.
Con multa de hasta diez mil días de salario mínimo general vigente para la capital del Estado, según la gravedad de la falta. En los casos de infracción a lo dispuesto en materia de topes a los gastos de precampaña y campaña, o a los límites aplicables en materia de donativos o aportaciones de simpatizantes, o de los candidatos para sus propias campañas, con una multa igual al monto de lo excedido y con la anulación de la votación obtenida en la elección en la que se acredite el rebase de tope de campaña; 

III.
Según la gravedad de la falta, con la reducción de hasta el 50% de las ministraciones del financiamiento público que les corresponda, por el periodo que señale la resolución; 

IV.
La violación a lo dispuesto en el inciso m) del artículo 35 de este Código, fuera de los procesos electorales, y tratándose de propaganda distinta a la de radio y televisión, se sancionará con multa. Durante las precampañas y campañas electorales se solicitará, ante Instituto Federal, la suspensión inmediata de la propaganda en radio y televisión contraria a derecho, a tal efecto se remitirá el expediente para que resuelva lo conducente; 

V.
En los casos de graves y reiteradas conductas violatorias de la Constitución y de este Código, especialmente en cuanto a sus obligaciones en materia de origen y destino de sus recursos, con la cancelación de su registro como partido político estatal; si las violaciones fueren cometidas por partidos políticos nacionales, con la cancelación de la inscripción del registro, sin perjuicio de dar vista a la autoridad competente, y

VI.
En los casos de intervención de organizaciones gremiales, sindicales o cualquiera otra con fin distinto, en la creación de partidos políticos estatales, la violación se sancionará con la negativa de registro a la organización solicitante o con la cancelación del mismo cuando la falta se acredite con posterioridad al otorgamiento del mismo;

b)
Respecto de los aspirantes, precandidatos o candidatos a cargos de elección popular: 

I.
Con amonestación pública; 

II.
Con multa de hasta cinco mil días de salario mínimo general vigente para la capital del Estado;

III.
Con la pérdida del derecho del precandidato infractor a ser registrado como candidato, o en su caso, si ya está hecho el registro, con la cancelación del mismo, si se acredita una vez realizada la votación, con la anulación de la votación recibida. Cuando las infracciones cometidas por aspirantes o precandidatos a cargos de elección popular sean imputables exclusivamente a aquéllos, no procederá sanción alguna en contra del partido político por el cual pretendan ser postulados. 

c)
Respecto de los ciudadanos, de los dirigentes y afiliados a los partidos políticos, o de cualquier persona física o moral: 

I.
Con amonestación pública; 

II.
Respecto de los ciudadanos, o de los dirigentes y afiliados a los partidos políticos, en el caso de aportaciones que violen lo dispuesto en este Código, con multa de hasta el importe equivalente al monto aportado; en caso de reincidencia la multa podrá ser de hasta el doble de la aportación; 

III.
Respecto de las personas morales por las conductas señaladas en la fracción anterior, con multa hasta de cien mil días de salario mínimo vigente en la capital del Estado;

IV.
Tratándose de la compra de tiempo en radio y televisión para la difusión de propaganda política o electoral, se dará vista al Instituto Federal en los términos del Código aplicable. 

d)
Respecto de observadores electorales u organizaciones de observadores electorales: 

I.
Con amonestación pública; 

II.
Con la cancelación inmediata de la acreditación como observadores electorales y la inhabilitación para acreditarlos como tales en al menos dos procesos electorales locales; 

III.
Con multa de hasta doscientos días de salario mínimo general vigente para la capital del Estado, tratándose de las organizaciones a las que pertenezcan los observadores electorales. 

e)
Respecto de las organizaciones sindicales, laborales o patronales, o de cualquier otra agrupación con objeto social diferente a la creación de partidos políticos, así como sus integrantes o dirigentes, en lo relativo a la creación y registro de partidos políticos: 

I.
Con amonestación pública; 

II.
Con multa de hasta cinco mil días de salario mínimo general vigente para la capital del Estado, según la gravedad de la falta.

Artículo 232.

1. Para la individualización de las sanciones a que se refiere este Libro, una vez acreditada la existencia de una infracción y su imputación, la autoridad electoral deberá tomar en cuenta las circunstancias en que se produjo la contravención de la norma administrativa, entre otras, las siguientes:

a) …

…

…

 
     f) …

     2. …

     3. …

     4. Para el caso de que se acredite el haberse excedido en el tope permitido para los gastos de campaña, procederá la cancelación inmediata del registro como candidato y en caso de que ya se hubiese realizado la votación la anulación de los votos obtenidos. 

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

SALTILLO, COAHUILA A 4 DE SEPTIEMBRE DE 2012

DIP. EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA

DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA

“POR UN GOBIERNO DE CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA”

El suscrito Diputado Norberto Ríos Pérez, del Grupo Parlamentario “Profesor José Santos Valdez”, del Partido Primero Coahuila, con fundamento en los artículos 59, fracción I, 60 y 67, fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 22 fracción V, 144, 153, 154, 158, 159, 160 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, respetuosamente presento ante esta Soberanía, INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 67 DE LA LEY DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, conforme a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

El 23 de Diciembre de 2007, fue presentada ante esta máxima tribuna del Estado una Iniciativa de de reforma a diversas disposiciones del Código Penal de Coahuila.

Dicha iniciativa tuvo como propuesta central, la de derogar del Código Penal los delitos de injurias, difamación y calumnia, en base a las siguientes consideraciones:

“Los derechos inherentes a la personalidad son el fundamento y base de todos los derechos que a la persona corresponden, tanto en el orden público como en el privado. 

La doctrina considera como derechos inherentes a la personalidad dentro de la esfera física: el derecho a la vida, la integridad física y la Iibertad; y dentro de la esfera moral: el derecho al honor, a la intimidad personal, al nombre e imagen. 

EI respeto a la vida privada o intimidad, al honor e incluso a la imagen propia, son considerados como derechos humanos fundamentales por diversos instrumentos internacionales como son la Declaración Universal de los Derechos Humanos aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1948, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, y en la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, instrumentos firmados y ratificados par nuestro país.

En el ámbito de los derechos de la personalidad, el honor ocupa un lugar primordial y preponderante dentro de los valores morales más valiosos de la personas. Se define como la valoración que las personas hacen de la personalidad ético-social de un sujeto y comprende las representaciones que la persona tiene de sí misma, que se identifica con la buena reputación y la fama. 

Es así como en nuestro ordenamiento jurídico los derechos inherentes a la personalidad reconocidos y salvaguardados en la Constitución Política local son además susceptibles de protección bajo la Ley penal y civil coahuilense. 

Por lo que hace a la tutela penal, el código de la materia prevé un título referente a los delitos contra el honor en el que se tipifican conductas que dan lugar a las figuras delictivas de difamación, calumnia e injuria. El bien jurídico que protege estos delitos es el honor. 
Por su parte, el Código Civil contempla un capítulo referente a los derechos de la personalidad y señala de forma expresa la protección al derecho al honor o reputación, además de establecer como medio efectivo a la responsabilidad civil en caso de violación.
En ese sentido, la Declaración Universal de Derechos Humanos señala que el derecho a la libertad de opinión y expresión incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir información y opiniones, y el de difundirlas sin Ilimitación de fronteras por cualquier media de expresión. 


En virtud de la necesaria convivencia y coexistencia entre estas garantías, se han establecido límites  o barreras de forma que puedan ejercerse sin transgredirse unos a otros. Claro ejemplo de ello, en nuestra Legislación constitucional la tutela de la vida privada se desprende del contenido de los artículos 60 y 70 de la Constitución General de la República, que establecen el respeto a los derechos de terceros como límite a la libertad de expresión e imprenta. 

A nivel federal se efectuó una reforma al Código Penal Federal en virtud de la cual se despenalizan los delitos de difamación, calumnia e injurias. Con ello, las conductas que atentan contra el honor de las personas dejaron de ser castigadas con pena de prisión y, en caso de cometerse la reclamación, las consecuencias que generan quedan solo en el campo del derecho civil. Asimismo, y con el fin de armonizar la legislación de los estados con los lineamientos establecidos en el orden federal, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha emitido numerosas recomendaciones a fin de promover la despenalización de estos delitos. 

La presente iniciativa tiene por objeto la eliminación de estas conductas dentro del Código Penal para el Estado de Coahuila y que su resguardo y exigencia se encuentre en el seno del derecho civil, en armonía con las tendencias actuales doctrinales y legislativas que en el caso de los derechos morales llegan a establecer la sustitución de la intervención del derecho en la protección de la personalidad. 

Con la presente propuesta, la injuria, difamación y calumnia dejaran de formar parte del código punitivo, lo cual no equivale a legitimarlas, sino a salvaguardarlas mediante instrumentos del derecho civil. 

En conjunto a la eliminación de esos tipos penales, se refuerza la legislación civil para que la honra, reputación y buena fama sigan siendo valores jurídicos y sociales protegidos, aunque ya no por la vía penal….”. 

De esta manera fue que atendiendo a las consideraciones hechas en la referida iniciativa, que el 2 de diciembre de 2008 se aprobaron las reformas y adiciones propuestas, emitiéndose el decreto 644, mismo que fue publicado  el 6 de febrero de 2009.

Sin embargo, al realizar una revisión de nuestro marco jurídico, podemos observar que la Ley de Procuración de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, su artículo 67 establece lo siguiente:

ARTÍCULO 67. ACTAS DE CONCILIACIÓN PRELIMINAR. EL Ministerio Público formará actas de conciliación preliminar cuando se le denuncien hechos que aún pudiendo ser eventualmente constitutivos de los delitos de injurias, amenazas, calumnia, difamación, lesiones levísimas no calificadas o robo simple de menor cuantía, el ofendido o víctima acepten expresamente someterse a conciliación ante el propio Ministerio Público.

En este sentido, es claro advertir que dicho precepto legal aún hace referencia a las injurias, calumnia, difamación, por lo que se propone eliminar dichas figuras del referido artículo con el fin de que no existan en nuestra legislación figuras típicas en desuso, las cuales pudieran generar confusión en la aplicación de la ley. 
Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 59, fracción I, 60 y 67, fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 22 fracción V, 144, 153, 154, 158, 159, 160 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.- Se reforma el primer párrafo del artículo 67 de la Ley de Procuración de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 67. ACTAS DE CONCILIACIÓN PRELIMINAR. EL Ministerio Público formará actas de conciliación preliminar cuando se le denuncien hechos que aún pudiendo ser eventualmente constitutivos de los delitos de amenazas, lesiones levísimas no calificadas o robo simple de menor cuantía, el ofendido o víctima acepten expresamente someterse a conciliación ante el propio Ministerio Público.

Transitorios 

Único.- El presente   decreto   entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Por lo expuesto y fundado, ante esta soberanía, respetuosamente solicito que la reforma presentada sea votada a favor.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO.

SALTILLO, COAHUILA A 3 DE SEPTIEMBRE DE 2012.

DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESOR JOSÉ SANTOS VALDEZ”,

DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA.

________________________
DIP. NORBERTO RÍOS PÉREZ.

Diputado Presidente de la Mesa Directiva del H. Congreso del Estado;

Diputadas y Diputados de esta Legislatura:

Quien suscribe, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, con fundamento en los artículos 59 fracción I, y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 144, 158 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY COAHUILENSE PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO LINGÜÍSTICO KICKAPOO

La cual se presenta bajo la siguiente

E X P O S I C I Ó N       D E         M O T I V O S

Cuando en el ya lejano 2001, se modificó el Artículo Segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, una de las consecuencias necesarias sería la del reconocimiento de que nuestra Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. Ya desde entonces, y a partir de este artículo, entre otros aspectos se garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la autonomía para preservar y enriquecer sus lenguas y culturas, y se establece el derecho de los indígenas a ser asistidos por intérpretes y defensores con conocimiento de sus lenguas en los juicios y procedimientos en que sean parte.

Dos años después, en 2003, se publica la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas (LGDLPI) en el Diario Oficial de la Federación. En ésta se mandata la creación del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (INALI), que tiene entre sus objetivos promover el fortalecimiento, la preservación y el desarrollo de las lenguas indígenas que se hablan en el territorio nacional, y el cual empezó a operar en 2005.

El 14 de enero de 2008, en la Primera Sección de Diario Oficial, el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas publicó el catálogo de Lenguas Indígenas Nacionales cuyo subtítulo es “variantes lingüísticas de México con  sus  autodenominaciones y referencias geoestadísticas”.  

Sirvan estas tres brevísimas referencias para ubicar cuánto debemos a la única lengua indígena hablada en nuestro territorio. Me refiero a la lengua Kickapoo.

Teniendo diferentes maneras en que puede mencionársele, entre ellas kikapú, kikaapoa, kicapus, kickapoo, kikabeeux, kikapaux, kikapoo, kuicapause, de acuerdo la referencia de la Organización Sorosoro, la UNESCO la considera como una lengua “seriamente en peligro” (grado 3 en una escala de 5). La mayoría de los hablantes nativos son de avanzada edad. Casi ni se transmite la lengua en el contexto familiar. Es la única lengua de la familia álgica que sobrevive en México

Para tener la perspectiva de lo que se está hablando: En Coahuila, único lugar dónde se habla, para 2005 el número de hablantes superaba apenas unos cientos. 

Once años después de la reforma al artículo segundo de la Constitución Nacional, nueve años después de que se publicara la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, sometemos a consideración esta Ley que pretende impulsar el reconocimiento de este importante bastión cultural al tiempo que promueve la articulación de una política pública en la materia. 

Se trata de una ley a la que se le reconoce como de orden público e interés social, con observancia general dentro de nuestro Estado y cuyo objeto es el de regular el reconocimiento y protección del derecho lingüístico, individual y colectivo del pueblo Kickapoo, así como la promoción del uso y el desarrollo de su lengua.

Las lenguas indígenas son aquellas que proceden de los pueblos existentes en el territorio nacional antes del establecimiento del Estado Mexicano, además de aquellas provenientes de otros pueblos indoamericanos, igualmente preexistentes que se han arraigado en el territorio nacional con posterioridad y que se reconocen por poseer un conjunto ordenado y sistemático de formas orales funcionales y simbólicas de comunicación. Aquí la importancia de valorarlas, conocerlas, difundirlas pero, sobretodo, preservarlas. 

Entre los alcances integrados en el ordenamiento se le identifica a la lengua indígena Kickapoo como parte integrante del patrimonio cultural y lingüístico coahuilense. Esto va en perfecta concordancia con lo establecido en la normatividad federal y viene a enfatizar la importancia del tema que nos ocupa. 

Trata de una Ley corta en su extensión, pero trascendente por su contenido. En apenas 16 artículos, tres capítulos, se ha pretendido clarificar el derecho lingüístico de acuerdo con la normatividad federal en la materia. Se pretende, también, buscar un mecanismo de articulación dentro del Estado que incluya todos los esfuerzos públicos a través de una Comisión Especial.

Nuestra omisión ha sido grave. Nuestra de todas y todos quienes nos precedieron. La indiferencia e ignorancia hacia este tema nos responsabiliza de manera directa en caso de que esta pieza cultural, patrimonio del mundo, se esté perdiendo. Aquí, frente a ustedes, como un acto de profunda responsabilidad y esperando que no sea demasiado tarde, ante esta Honorable Legislatura se presenta para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la Ley Coahuilense para la Protección del Derecho Lingüístico Kickapoo, bajo el siguiente tenor:

LEY COAHUILENSE PARA LA PROTECCION

DEL DERECHO LINGÜISTICO KICKAPOO

CAPITULO I.

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. La presente Ley es de orden público e interés social, de observancia general en el Estado de Coahuila y tiene por objeto regular el reconocimiento y protección del derecho lingüístico, individual y colectivo del pueblo Kickapoo, así como la promoción del uso y el desarrollo de su lengua.

ARTÍCULO 2. La lengua indígena Kickapoo es parte integrante del patrimonio cultural y lingüístico coahuilense.

ARTÍCULO 3. En el presente ordenamiento se entenderá, 

2. Constitución, la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos;

3. Estado, Coahuila de Zaragoza;

4. Organismos Constitucionales Autónomos, el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y la Comisión de Derechos Humanos en el Estado de Coahuila;

5. Lengua indígena, aquellas que proceden de los pueblos existentes en el territorio nacional antes del establecimiento del Estado Mexicano, además de aquellas provenientes de otros pueblos indoamericanos, igualmente preexistentes que se han arraigado en el territorio nacional con posterioridad y que se reconocen por poseer un conjunto ordenado y sistemático de formas orales funcionales y simbólicas de comunicación.

ARTÍCULO 4. La lengua indígena será válida, al igual que el  español,  para  cualquier  asunto  o  trámite  de  carácter público, así como para acceder plenamente a la gestión, servicios  e  información  pública.  Al  Estado  corresponde garantizar el ejercicio de los derechos previstos en este artículo.

ARTÍCULO 5. Ninguna  persona  podrá  ser  sujeto  a  cualquier tipo  de  discriminación  a  causa  o  en  virtud  de  la  lengua que hable.

ARTÍCULO 6. El Ejecutivo del Estado deberá acordar lo necesario para sancionar  y  penalizar  la  comisión  de  cualquier  tipo  de discriminación,  exclusión  y  explotación  de  las  personas hablantes de lenguas indígenas.

ARTÍCULO 7. Las autoridades, instituciones, servidores y funcionarios públicos que contravengan lo dispuesto en la presente ley serán sujetos de responsabilidad.

CAPITULO II.

DE LOS DERECHOS LINGÜISTICOS

ARTÍCULO 8. De acuerdo con lo establecido en la Constitución, es  derecho  de  todo  mexicano  comunicarse  en la  lengua  de  la  que  sea  hablante,  sin  restricciones  en  el ámbito público o privado, en forma oral o escrita, en todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales, religiosas y cualesquiera otras.

ARTÍCULO 9. En los casos en que se requiera, el  Estado  garantizará  el  derecho  de  la  comunidad Kickapoo al acceso a la justicia en la lengua de que sean hablantes. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios  y  procedimientos  en  que  sean  parte,  individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales

ARTÍCULO 10. El Estado  garantizará  que  la  población  indígena  tenga  acceso  a  la  educación  obligatoria,  bilingüe e  intercultural,  y  adoptarán  las  medidas  necesarias  para que en el sistema educativo se asegure el respeto a la dignidad  e  identidad  de  las  personas,  independientemente de su lengua. Asimismo, en los niveles medio y superior, se  fomentará  la  interculturalidad,  el  multilingüismo  y  el  respeto a la diversidad y los derechos lingüísticos.

ARTÍCULO 11. La sociedad y en especial los habitantes e instituciones de la comunidad Kickapoo serán corresponsables en la realización de los objetivos de esta Ley, y participantes activos en el uso y la enseñanza de la lengua en el ámbito familiar, comunitario y regional para la rehabilitación lingüística.

CAPÍTULO III.

DE LA ELABORACIÓN E IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA PROTECCION DEL DERECHO LINGÜISTICO KICKAPOO

ARTÍCULO 12. La elaboración de las políticas públicas para la protección del derecho lingüístico Kickapoo será responsabilidad de una Comisión Especial integrada por representantes del Poder Legislativo, Ejecutivo y Judicial así como los organismos constitucionales autónomos creada a convocatoria del Legislativo. Se regirá conforme a los lineamientos que elaboren. 

ARTÍCULO 13. La Comisión Especial sesionará de manera ordinaria un vez cada seis meses y de manera extraordinaria de acuerdo con las necesidades detectadas. 

ARTÍCULO 14. La Comisión Especial conformará un Consejo Consultivo que sirva como instancia de consulta y asesoría de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, así como de las instancias de los Poderes Legislativo y Judicial y los Organismos Constitucionales Autónomos.

ARTÍCULO 15. Cada instancia integrante de la Comisión Especial, y por acuerdo de la misma, elaborará y someterán a la aprobación de la misma un plan anual de acciones donde se integren  actividades cuyo objetivo sea la protección del derecho lingüístico Kickapoo. 

ARTÍCULO 16. No obstante lo anterior, el Ejecutivo del Estado, 

b) A través de la Secretaría de Cultura, deberá:

a. Someter a consideración de la Comisión Especial estrategias e instrumentos para el desarrollo de la lengua indígena Kickapoo dentro del ámbito de la educación formal. 

b. Previa autorización de la Comisión Especial, promover  programas,  proyectos  y  acciones  para vigorizar el conocimiento de la cultura y lengua indígena Kickapoo

c. Implementar proyectos de desarrollo lingüístico, literario y educativo

d. Implementar proyectos de investigación básica y aplicada para mayor conocimiento de la lengua indígena Kickapoo y promover su difusión

c) A través de la Secretaría de Educación, previo acuerdo de la Comisión Especial, establecerá la  normatividad  y  formular  programas para certificar y acreditar a técnicos, intérpretes, traductores  y  profesionales  bilingües.  Impulsar  la  formación de especialistas en la materia, que asimismo sean conocedores de la cultura de que se trate, vinculando sus actividades y programas de licenciatura y postgrado, así como a diplomados y cursos de especialización, actualización y capacitación

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO.- La convocatoria para conformar la Comisión Especial deberá expedirse dentro de los 60 días posteriores al inicio de la vigencia de la presente Ley. 

TERCERO.- Durante la Segunda Sesión Ordinaria de la Comisión Especial deberá aprobarse los lineamientos sobre los cuáles trabajarán debiendo publicarse en el Periódico Oficial. 

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

SALTILLO, COAHUILA A 4 DE SEPTIEMBRE DE 2012

DIP. EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA

DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA

“POR UN GOBIERNO DE CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA”

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de decreto por el que se reforma el articulo 158 -U de la constitución política del Estado de Coahuila de Zaragoza suscrita por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 1 del mes deseptiembre del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la la Iniciativa de decreto por el que se reforma el articulo 158 -U de la constitución política del Estado de Coahuila de Zaragoza suscrita por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 61 y 68 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de decreto por el que se reforma el articulo 158 -U de la constitución política del Estado de Coahuila de Zaragoza suscrita por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S

Es del dominio público que la delincuencia organizada se sirve de diversos medios para obtener recursos disfrazados de licitud, mediante el funcionamiento y operación de establecimientos que les provén dinero, mismo que es utilizado a su vez para seguir delinquiendo. Entre los giros aprovechados para accionar se encuentran los siguientes:

· Casinos, casas de apuestas, juegos de sorteos y similares, cualquiera que sea su denominación;

· Los denominados “table dance” o centros donde se presentan espectáculos con personas desnudas o semidesnudas;

·  Lotes donde se comercializan autos extranjeros sin acreditar su legal estancia, comúnmente denominados “chuecos” o “chocolates”.

 El establecimiento de estos giros, constituye un problema que contribuye a la inseguridad y fomenta el incremento del área de influencia de la delincuencia organizada. Es por ello que se requiere de la implementación de acciones firmes y decididas para combatir frontalmente su proliferación.

No se puede ignorar  que el funcionamiento de algunos de los establecimientos enunciados pudieran verse como pasatiempo y diversión, sin embargo, acarrean  graves consecuencias que en múltiples ocasiones  provocan enfermedades que afectan tanto a la persona que las padece como a sus familias, además de repercutir en el ámbito económico  y en sus relaciones interpersonales.

Igualmente, es evidente que su funcionamiento repercute en la seguridad pública, en virtud de que implica un mayor riesgo de que se ejecuten delitos como el lavado de dinero, proveniente principalmente del narcotráfico y secuestro, ilícitos que son realizados, principalmente, por grupos delictivos que viven de la merma en el patrimonio del ciudadano, lo que les permite el aumento de su poderío económico y, como consecuencia,  de su actividad delincuencial.

De ahí la imperiosa necesidad de inhibir cualquier actividad que provoque inseguridad en el Estado, y una manera de lograrlo es evitando la instalación y funcionamiento de ese tipo de establecimientos.

Por ello, se hace necesario intervenir para resguardar la seguridad de las y los coahuilenses. En ese contexto la presente propuesta de reforma constituye una medida que se suma a otras que se han venido instrumentando, a efecto de disminuir los índices de inseguridad e incrementar la tranquilidad en el Estado, conforme con los objetivos y lineamientos establecidos en el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017.En Coahuila como en el resto del país, la sociedad demanda con mayor intensidad vivir con tranquilidad. Esto es el reflejo de una situación que viven cotidianamente quienes habitan en los Municipios de nuestro Estado. La presencia de grupos delictivos que a través de triquiñuelas logran impunidad y provocan corrupción mediante el funcionamiento de los establecimientos ya enunciados,  (en lo que hasta ahora se ha detectado), debilitan el tejido social y llegan aparejados de tragedias como las que se han suscitado en diversos Estados de la República y que con esta reforma se pretenden prevenir. 

Es así, que desde el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, se construyen una serie de objetivos y estrategias para reducir la inseguridad en nuestra entidad, como las que se contemplan en el Eje Rector de un Nuevo Pacto Social consistentes en:

·  Salvaguardar los derechos de las personas, su integridad física y patrimonial, así como preservar el orden, el ejercicio de las libertades y la paz social; 

· Implementar medidas administrativas y legales encaminadas a disminuir la disponibilidad de medios inductores o facilitadores de violencia y delincuencia; y 

· Crear un nuevo arreglo institucional en materia de seguridad para responder con mayor eficiencia y eficacia a las demandas ciudadanas de paz y tranquilidad.

Por su parte, el objetivo 2.9 “Ciudades de calidad y ordenamiento territorial”,  instituye como estrategias para la consecución de esta finalidad, las siguientes:

· Revisar y adecuar el marco jurídico estatal para establecer la debida coordinación entre el Estado y sus Municipios, a partir del criterio de articulación congruente y obligatoria entre planes de desarrollo urbano municipal y el programa estatal en la materia a, partir de las políticas que se establezcan al efecto.

· Establecer un mecanismo que asegure el crecimiento ordenado de los centros urbanos.

Es evidente que la existencia de los casinos, casas de apuestas, juegos de sorteos y similares, cualquiera que sea su denominación, así como de los denominados “table dance” o centros donde se presentan espectáculos con personas desnudas o semidesnudas y, de los lotes donde se comercializan vehículos de procedencia extranjera sin acreditar su legal estancia en el Estado, han provocado una afectación a las vocaciones de las zonas y regiones, y a los usos de suelo correspondientes, en virtud de que se instalan en zonas no adecuadas para ello, teniendo un impacto negativo en la planeación y ordenación del desarrollo urbano y de los asentamientos humanos.

Ahora bien, el artículo 115 fracción V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado en su artículo 158 U fracción III, incisos a), c), d) y f), otorgan la facultad al Municipio de formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar en concordancia con los planes generales de la materia; cuando el Estado elabore proyectos de desarrollo regional, en estos se deberá asegurar la participación de los Municipios; autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo en el ámbito de su competencia, en sus respectivas jurisdicciones territoriales; y otorgar licencias y permisos para construcciones.

TERCERO.- El desarrollo urbano de un estado en parte marca las directrices y se encuentra íntimamente ligado a la convivencia y desarrollo armónico de una sociedad, es por ello que se considera necesario que desde la creación de los planes de desarrollo regional se implementen las medidas necesarias para evitar que en el estado se prohíba la autorización de uso de suelo y licencias de construcción para esos diversos giros que han sido un verdadero problema social y que además acarrean una problemática de salud, refiriéndonos a una serie de giros “mercantiles” que son aprovechados por un diminuto grupo de personas tanto para explotar económicamente aquellas personas que sufren de la enfermedad social denominada ludopatía, así como para anidar focos de delincuencia y actividades ilícitas y nos referimos principalmente a los casinos, casa de apuesta y similares cualquiera que sea su denominación. Los table dance o centros de espectáculos con personas desnudas o semi desnudas y por último a los lotes de comercialización de vehículos extranjeros, en los que no se acredita la legal estancia de dichas unidades en el país.

Estas actividades y giros han constituido una gran problemática en nuestra sociedad ya que fomentan las áreas de cultivo de la delincuencia.

Es por ello que consideramos procedente y necesaria en primer término la reforma al artículo 158-U de la Constitución  Política del Estado toda vez que dicha disposición faculta a los municipios a formular administrar los planes de desarrollo municipal y es conveniente para tal efecto en concordancia en los planes estatales en materia de seguridad, se debe garantizar que los municipios controlaran y vigilaran la utilización del suelo en el ámbito de su competencia al prohibir el otorgamiento de licencias y permisos para este tipo de negociaciones 

Por lo que consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los incisos a), d) y f) de la fracción III del artículo 158-U, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 158-U. …

I.  a II. …

III. 
…

1.
… 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal. Los Planes de Desarrollo Urbano Municipal deberán establecer la prohibición de usos de suelo para casinos, centros de apuestas, salas de sorteos, casas de juego y similares, cualquiera que sea su denominación, para centros donde se presentan espectáculos con personas desnudas o semidesnudas y, para establecimientos donde se comercializan vehículos de procedencia extranjera sin acreditar su legal estancia en el Estado;
b) a la c) … 

d)
Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo en el ámbito de su competencia, en sus respectivas jurisdicciones territoriales. No estará permitido en el Estado el uso de suelo para casinos, centros de apuestas, salas de sorteos, casas de juego y similares, cualquiera que sea su denominación, para centros donde se presentan espectáculos con personas desnudas o semidesnudas y, para establecimientos donde se comercializan vehículos de procedencia extranjera sin acreditar su legal estancia en el Estado;

e)
…
f) Otorgar licencias y permisos para construcciones. No estarán permitidos en el Estado los permisos o licencias de construcción para casinos, centros de apuestas, salas de sorteos, casas de juego y similares, cualquiera que sea su denominación, para centros donde se presentan espectáculos con personas desnudas o semidesnudas y, para establecimientos donde se comercializan vehículos de procedencia extranjera sin acreditar su legal estancia en el Estado; 

g)
a  j)…

2. a 9. …

IV.  a IX …

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Ricardo López Campos, ( Coordinador ), Dip. Fernando de la Fuente Villarreal (Secretario), Dip. Edmundo Gómez Garza, Dip. Rodrigo Fuentes Ávila,  Dip. Simón Hiram Vargas Hernández, Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 5 de septiembre de 2012.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa de decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 8 del mes de agosto del año en curso, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Seguridad Publica y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Seguridad Publica y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa de decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza suscrita por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 68 fracción I, 83 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza suscrita por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S

La Constitución Política del estado de Coahuila de Zaragoza garantiza en el párrafo cuarto del artículo 8º el establecimiento, mediante la ley,  de formas, términos y procedimientos de los instrumentos de participación ciudadana en la vida pública del Estado.

Es por ello, que el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017 implementa como uno de sus objetivos fundamentales un “Nuevo modelo de participación ciudadana”, a fin de asegurar que las prioridades y los programas de gobierno respondan eficaz y prontamente a las demandas ciudadanas, además de asegurar la existencia en la administración pública, de una cultura de legalidad, solidaridad y empatía para con las y los coahuilenses.

Con el fin de asegurar el crecimiento y mejoramiento continuo  de nuestro, es necesario implementar los mecanismos de participación ciudadana, pues es precisamente la ciudadanía, la que día con día se enfrenta a todas las circunstancias que se surgen como consecuencia de su actuación. 

TERCERO.- Las comisiones dictaminadoras consideramos que la iniciativa de reforma a diversas disposiciones a la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, otorga un impulso muy importante a la participación ciudadana como fundamento que consolida en nuestra sociedad la cultura de la legalidad y la seguridad, mediante la participación de la comunidad en las tomas de decisiones en materia de seguridad.

Debemos considerar como un esfuerzo del estado el promover la cultura de la corresponsabilidad, en el compromiso y participación de los ciudadanos con las instituciones en materia de seguridad.

Muestra de ello es este impulso renovador de participación ciudadana en el diseño y puesta en práctica de las políticas en materia de seguridad, al permitir su integración y participación plena y directa de los representantes de la sociedad civil en los consejos de seguridad pública, propiciando con ello lazos de colaboración entre las autoridades y la sociedad.

Lo anterior dará como resultado la actuación corresponsable de ciudadanía e instituciones generando con ello condiciones de mayor credibilidad y confianza en la sociedad civil sobre los parámetros para calificar las tareas de la seguridad pública, por ello consideramos conveniente y necesaria la reforma propuesta.

Así mismo, una vez analizada la forma en que se integrara el Consejo Estatal, consideramos conveniente que de la misma manera se ciudadanicen los consejos Municipales, por lo que se acuerda el reformar el artículo 46 de la propia ley para adecuarlo en términos similares a la conformación del Consejo Estatal.   

Por lo que consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO. Se modifican las fracciones de la VII a la XIII y se adicionan las fracciones XIV a XVII, dos párrafos al artículo 40, recorriéndose los ulteriores, y los artículos 40 BIS y 40 TER y se modifica el artículo 46 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza., para quedar como sigue:

ARTÍCULO 40.- … 
I. a  VI…

VII. El titular de la Secretaría de Desarrollo Social;

VIII. El titular de la Secretaría de Salud;

IX. El titular de la Administración Fiscal General;

X. Un representante del Congreso del Estado; 

XI. El titular de la Subsecretaría de Políticas Públicas e información, quien será el Secretario Ejecutivo;

XII. Siete representantes de la sociedad civil;

XIII. Un representante del consejo ciudadano de vinculación social; 

XIV. Los presidentes municipales; 

XV. El delegado de la Procuraduría General de la República; 

XVI. El comandante de la Sexta Zona Militar, y

XVII. El comandante de las Fuerzas Federales en el estado;

Una Junta nombrada por el Consejo Estatal, integrada por siete personas de reconocido prestigio a cargo de instituciones de educación superior o centros de investigación de excelencia reconocida en el Estado, en el área de las ciencias sociales, incluyendo la ciencia política, economía y otras ramas afines del conocimiento, emitirá la convocatoria para elegir a los representantes de la sociedad civil, recibirá las solicitudes de los aspirantes, revisará y seleccionará a aquellos que cumplan con los requisitos establecidos procurando la representación de las diversas regiones del Estado.

La junta organizará el proceso de selección y presentará al Congreso del Estado una terna para cada puesto vacante. El Congreso del Estado nombrará a los representantes de la sociedad civil por mayoría calificada.

…

…

ARTÍCULO 40 BIS.- Para ser consejero representante de la sociedad civil, se requiere:

I.- Ser mexicano y residente en el Estado durante al menos los cinco años anteriores a la fecha de su elección;

II.- No haber desempeñado durante los últimos seis años un cargo de elección popular por voto directo o plurinominal, ni interino o substituto por designación de otro Poder o que haya requerido de ratificación por uno o varios Poderes de la Unión o de una Entidad Federativa;

III.- No haber desempeñado un cargo como impartidor de justicia durante los últimos seis años previos a su elección como consejero ciudadano;

IV.- No haber desempeñado durante los últimos seis años un cargo en entidad Pública, a excepción de instituciones educativas y de investigación, cuyo presupuesto de ingresos y/o egresos este sujeto a aprobación de Poderes Federales o Estatales o Municipales;

V.- No haber pertenecido a las fuerzas armadas en activo, durante los últimos seis años;

VI.- Contar con 5 años de experiencia, públicamente reconocida y comprobable en materias relacionadas con Prevención del Delito, Seguridad Pública, Seguridad

Nacional, Policía, Procuración de Justicia, Impartición de Justicia, Reinserción Social o Transparencia y rendición de cuentas;

VII.- No haber ocupado durante los últimos cinco años cargos de dirección en partidos políticos o asociaciones políticas nacionales; y

VIII.- No haber sido condenado por delito doloso.

ARTÍCULO 40 TER.- Los consejeros ciudadanos representantes de la sociedad civil sólo podrán ser removidos de sus funciones cuando:

I. Transgredan las disposiciones contenidas en la Constitución y esta Ley;

II. Afecten por sus actos u omisiones las atribuciones del Consejo;

III. Hayan sido sentenciados de manera definitiva por un delito grave que merezca pena corporal.

ARTÍCULO 46.- Los Municipios crearán, conforme a las leyes aplicables y para cumplir los fines previstos en esta Ley, los Consejos Consultivos Municipales; cuya integración, atribuciones y funciones serán las que se determinen el instrumento de su creación, el cual deberá contemplar la participación plural de las organizaciones ciudadanas citadas que deberán conformar cuando menos el 51% de la totalidad de los integrantes del Consejo y publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, así como en el Gaceta Municipal, en su caso.  

T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones de Seguridad Pública y la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Juan Alfredo Botello Najera (Coordinador), Dip. Fernando Simón Gutierrez Pérez, Dip. Francisco José Dávila Rodríguez, Dip. Manolo Jiménez Salinas, Dip. Antonio Juan Marcos Villarreal, Diputado Ricardo López Campos, ( Coordinador ), Dip. Fernando de la Fuente Villarreal (Secretario), Dip. Edmundo Gómez Garza, Dip. Rodrigo Fuentes Ávila,  Dip. Simón Hiram Vargas Hernández, Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 5 de septiembre de 2012.

POR LA COMISION DE SEGURIDAD PÚBLICA

	DIP.JUAN ALFREDO BOTELLO NAJERA

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. FERNANDO SIMÓN GUTIERREZ PEREZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. FRANCISCO JOSE DAVILA RODRIGUEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. MANOLO JIMENEZ SALINAS


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. RODRIGO FUENTES AVILA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. ANTONIO JUAN MARCOS VILLARREAL


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES




 POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.RICARDO LOPEZ CAMPOS

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. FERNANDO DE LA FUENTE VILLARREAL


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. EDMUNDO GOMEZ GARZA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. ELISEO FRANCISCO MENDOZA BERRUETO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. RODRIGO FUENTES AVILA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRIGUEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. SIMON HIRAM VARGAS HERNANDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES




DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y  Justicia y la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la Quincuagésimo Novena Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a Iniciativa de decreto por el que se reforma el artículo 10 de la  Ley de Protección a los Animales del Estado de Coahuila de Zaragoza, y se adiciona la sección cuarta “PELEAS O ENFRENTAMIENTOS ENTRE ANIMALES” con sus artículos 274 bis y 274 bis 1 al capítulo primero “DELITOS CONTRA LA TRANQUILIDAD PÚBLICA”, del título segundo “DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA”, apartado segundo “DELITOS CONTRA LA SOCIEDAD”, libro segundo “PARTE ESPECIAL” del Código Penal de Coahuila, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez;  y

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso en fecha 29 del mes de mayo del año 2012, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia y la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y  Justicia y la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la Quincuagésimo Novena Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa de decreto por el que se reforma el artículo 10 de la  Ley de Protección a los Animales del Estado de Coahuila de Zaragoza, y se adiciona la sección cuarta “PELEAS O ENFRENTAMIENTOS ENTRE ANIMALES” con sus artículos 274 bis y 274 bis 1 al capítulo primero “DELITOS CONTRA LA TRANQUILIDAD PÚBLICA”, del título segundo “DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA”, apartado segundo “DELITOS CONTRA LA SOCIEDAD”, libro segundo “PARTE ESPECIAL” del Código Penal de Coahuila, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracciones I y V, 100 fracción I y 104 fracciones I y V y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa de decreto por el que se reforma el artículo 10 de la  Ley de Protección a los Animales del Estado de Coahuila de Zaragoza, y se adiciona la sección cuarta “PELEAS O ENFRENTAMIENTOS ENTRE ANIMALES” con sus artículos 274 bis y 274 bis 1 al capítulo primero “DELITOS CONTRA LA TRANQUILIDAD PÚBLICA”, del título segundo “DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA”, apartado segundo “DELITOS CONTRA LA SOCIEDAD”, libro segundo “PARTE ESPECIAL” del Código Penal de Coahuila, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa en las consideraciones siguientes:

E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S

Respetar a los seres que habitan nuestro planeta –personas, animales y plantas—no es opción ni prerrogativa ni privilegio. El respeto hacia nuestro entorno natural representa una manifestación real sobre el grado de evolución y consciencia que necesitamos tener los seres humanos con capacidad de razonamiento, para conservar y proteger los bienes que la Naturaleza nos ha prestado.

Para este Gobierno y para la ciudadanía en general, el compromiso y responsabilidad con el medio ambiente debe reflejarse en la continua promoción y fomento a una cultura que permita una convivencia armónica entre el hombre y los demás seres vivos que habitan en nuestro Estado. 

Este compromiso comprende la conservación de nuestros bosques y áreas naturaleza, así como la preservación y protección de todas las especies que se encuentren amenazadas o en peligro de extinción, los animales domésticos, así como los animales silvestres en cautiverio. 

Los coahuilenses nos hemos destacado por ser una sociedad consciente, evolucionada y tolerante, que promueve la eliminación de barreras, proclama la no discriminación y reclama la protección de los derechos de todas las personas. Sin embargo, nos queda mucho por hacer para fomentar el respeto, la dignidad y consideración hacia todos los seres que cohabitamos este entorno, en especial hacia los animales.

La Ley de Protección a los Animales del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en fecha 15 de abril de 1997, es el instrumento que reúne las disposiciones legales en materia de protección de los animales que se encuentren dentro del Estado, a fin de erradicar y sancionar todo maltrato, abandono y crueldad para con éstos. 

El ordenamiento establece una disposición genérica en su artículo décimo, que prohíbe […] azuzar animales o provocar que se acometan entre ellos, o hacer de las peleas así provocadas, un espectáculo público o privado. No obstante, esta misma ley excluye de dicha restricción diversas actividades, entre ellas las peleas de gallos, sujetándolas a los reglamentos y disposiciones establecidas en la legislación federal, orden legal que sólo incide por lo que hace a la prohibición para realizar juegos de azar y cruce de apuestas en estos eventos, según lo dispuesto por la Ley Federal de Juegos y Sorteos.

Las peleas de animales, entre ellas las de gallos, son actos de suma violencia y crueldad que promueven el maltrato grave, deterioro de la salud e incluso la muerte con sufrimiento del animal en un estado de conciencia. No sólo eso, este tipo de espectáculos son propicios para el crimen y la ilegalidad. 

Pese a que la legislación federal lo prohíbe, la realización de apuestas ilegales en estas actividades es recurrente, con transacciones de miles de pesos que no son reportados a las autoridades, así como la comisión de otros ilícitos contra la salud pública, tales como la remoción, destrucción o alteración de cualquier miembro, órgano o apéndice del animal por causas distintas a las propiamente veterinarias, sanitarias u otras expresamente autorizadas por la ley. 

Ya sea en oposición a las apuestas, a la crueldad animal o ambas, diversos países han efectuado reformas legales para prohibir estas prácticas. Tal es el caso de Argentina, en donde estos eventos son prohibidos en casi la totalidad de sus provincias, así como en España, los Estados Unidos de Norteamérica, Gran Bretaña y Costa Rica. Por lo que hace a México, no existe limitante legal para que los estados establezcan la prohibición de estas prácticas.

La tranquilidad y seguridad de nuestras familias está en juego. Los tratos y conductas a que son sujetos los animales durante su adiestramiento para estos enfrentamientos, los tornan agresivos y recelosos del ser humano, lo que hace difícil su incursión pacífica en el seno familiar o de una comunidad, y los expone como un riesgo para la integridad física de los niños, jóvenes y todos quienes los rodean.

A nivel nacional, las peleas o enfrentamiento entre animales están prohibidas, con excepción de las peleas de gallos. Sin embargo, la violación de este precepto es considerado una falta administrativa y no un delito penal. Esta deficiencia en cuanto a su encuadre normativo supone sanciones menores que no disuaden a quienes incurren en dicha infracción.  
Ante ello, en esa iniciativa se propone ir más allá de lo que hasta ahora se ha regulado en nuestro país. Siguiendo el ejemplo de países de avanzada como lo son Estados Unidos y Gran Bretaña, la presente iniciativa propone prohibir las peleas entre animales, incluyendo las de gallos, bajo un esquema penal que sancione con mayor severidad el desarrollo de estas actividades que atentan contra la dignidad, el respeto y consideración a los animales, y pone en riesgo la integridad de los coahuilenses.
No pasan desapercibidos los esfuerzos que en el Estado realizan organizaciones ambientalistas, particulares, así como las propias fracciones parlamentarias del H. Congreso del Estado para erradicar conductas que vulneran la dignidad de los animales. Esta iniciativa se suma a este esfuerzo y voltea a una práctica que, hasta la fecha, no ha sido objeto de prohibición, como lo son las peleas de gallos. Sin duda, la aprobación de esta iniciativa será un precedente nacional, promotora de una cultura y educación en pro de la conservación y prevención del maltrato de los animales. 
TERCERO.- Efectivamente como se señala en la iniciativa que se estudia, en el estado los coahuilenses se han destacado por ser una sociedad tolerante, evolucionada, que se ha proclamado en contra de la discriminación y exigente de la protección de los derechos humanos en su concepción universal.

Por todo ello quienes aquí dictaminamos consideramos necesaria el reformar el artículo 10 del ala Ley de Protección a los Animales del Estad de Coahuila de Zaragoza, lo anterior en virtud de que los actos de violencia y crueldad que promueven el sufrimiento y el maltrato grave de los animales, son actos nocivos para la salud social que fomentan la ilegalidad.

Si analizamos los ejemplos de países como Argentina, que cataloga las peleas de gallos como ilegales; Estados Unidos el cual prohibió las peleas de gallos en sus 50 estados, el último de ellos fue Luisiana en el 2008, además se sabe que 30 de los estados y el distrito de Columbia han declarado como ilegal el poseer un gallo para fines de pelea. En España también se encuentran prohibidas las peleas de gallos además de que las apuestas son ilegales en todo el país y en Inglaterra fueron prohibidas junto con el sanguinario deporte de lanzamiento de gallina que era la principal diversión del martes feriado sin embargo la opinión pública rechazo estas prácticas.

No podemos ignorar que son múltiples las voces que están en contra de las peleas de gallo por considerarlas como un abuso por parte del ser humano al azuzar el maltrato de animales, recordando que los gallos de pelea son animales que fueron propiciados por el ser humano para su disfrute y los expone a situaciones de violencia y estrés para enseñarlos a responder violentamente contra su propia naturaleza.

Los animales no deben ser un objeto de diversión a costa de su integridad y mucho menos hay razón para que al azuzarlos a la violencia se sostenga una actividad económica bajo el falso argumento de ser una tradición cultural.

Por lo anterior y a fin de ser congruentes con las medidas de seguridad que hemos implementado en nuestro estado a fin de combatir la inseguridad, consideramos necesaria adecuar nuestra legislación a fin de erradicar las conductas que afectes en nuestra sociedad que de igual manera vulneren el trato digno y respetuoso a los animales, por lo que conscientes de la relevancia que conlleva la aprobación de esta iniciativa que será un precedente nacional, apoyamos las propuestas contenidas en la misma.

Por lo que consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones expuestas, resulta pertinente emitir el siguiente:

PROYECTO DE DICTAMEN

ARTÍCULO PRIMERO. Se adiciona un segundo párrafo y se modifica el último párrafo del artículo 10 de la Ley de Protección a los Animales del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTICULO  10.- …

Se prohíben las peleas de perros, gallos o cualesquiera otros animales entre sí o con ejemplares de otra especie. 

Las corridas de toros, novillos o becerros, charreadas y rodeos; así como las carreras de caballos y perros, habrán de sujetarse a los reglamentos y disposiciones establecidas en la Legislación Federal.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adiciona la Sección Cuarta “Peleas o enfrentamientos entre animales” con sus artículos 274 BIS y 274 BIS 1 al Capítulo Primero “Delitos contra la tranquilidad pública”, del Título Segundo “Delitos contra la seguridad pública”, Apartado segundo “Delitos contra la sociedad”, Libro segundo “Parte especial” del Código Penal de Coahuila, para quedar como sigue:
SECCIÓN CUARTA

PELEAS O ENFRENTAMIENTOS ENTRE ANIMALES

ARTÍCULO 274 BIS. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE PELEAS O ENFRENTAMIENTO ENTRE ANIMALES. Se aplicará prisión de uno a siete años, multa, así como el decomiso de los objetos, instrumentos y productos del delito, la clausura del establecimiento y la cancelación del permiso o licencia, si lo hubiere: A quien organice, explote, financie, promueva o realice, por cuenta propia o ajena, todo acto cuyo objetivo sea total o parcialmente la pelea de animales entre sí o con ejemplares de otra especie, ya sea en un espectáculo público o privado, independientemente de que se efectúen apuestas o actividades conexas.

Las mismas penas se impondrán a quien comercialice u oferte las actividades descritas en el párrafo anterior.

En todos los casos, el decomiso de los instrumentos, objetos y productos del delito incluirá a los animales, muebles, inmuebles y demás bienes de que se sirvan los responsables para la comisión del delito.

Las infracciones por actividades relacionadas con apuestas, juegos y sorteos, se sancionarán conforme a lo dispuesto por la ley federal de la materia. 

ARTÍCULO 274 BIS 1. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA RELACIONADAS CON PELEAS O ENFRENTAMIENTOS ENTRE ANIMALES. Se aplicará prisión de uno a tres años y multa: A quien participe, ayude o coopere con otra a organizar, explotar, financiar, promocionar o realizar todo acto cuyo objetivo sea total o parcialmente la pelea de animales entre sí o con ejemplares de otra especie, así como a quien presencie su realización. 

Las mismas penas se impondrán a quien procure o ayude a otro a procurar la desaparición, ocultación o alteración de los rastros, pruebas o instrumentos utilizados en la explotación, organización o realización de las actividades previstas en este artículo. 

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Ricardo López Campos, ( Coordinador ), Dip. Fernando de la Fuente Villarreal (Secretario), Dip. Edmundo Gómez Garza, Dip. Rodrigo Fuentes Ávila,  Dip. Simón Hiram Vargas Hernández, Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez, (Coordinador), Dip. Indalecio Rodríguez López, Dip. Ana María Boone Godoy, Dip. Cuauhtémoc Arzola Hernández.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 5 de septiembre de 2012.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.RICARDO LOPEZ CAMPOS

(COORDINADOR)
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EN CONTRA
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	DIP. FERNANDO DE LA FUENTE VILLARREAL


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. EDMUNDO GOMEZ GARZA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. ELISEO FRANCISCO MENDOZA BERRUETO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. RODRIGO FUENTES AVILA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRIGUEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. SIMON HIRAM VARGAS HERNANDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES




COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALEZ Y AGUA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. JOSE REFUGIO SANDOVAL RODRIGUEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. RODRIGO FUENTES AVILA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. EDMUNDO GOMEGARZA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. INDALECIO RODRIGUEZ LOPEZ
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. ANA MARIA BOONE GODOY


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. CUAUHTEMOC ARZOLA HERNANDEZ
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES



	DIP. SIMON HIRAM VARGAS HERNANDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION

SI

CUALES




PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO MANOLO JIMENEZ SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, Y DEMAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBEN, EN EL QUE SE EXHORTA A LA COMISION REGULADORA DE ENERGIA Y A LA PROFECO A INFORMAR AL PUBLICO CONSUMIDOR DE LOS INCREMENTOS EN LOS PRECIOS DEL SERVICIO DE SUMINISTRO DE GAS POR PARTE DE LA COMPAÑÍA GAS NATURAL- FENOSA.

H.CONGRESO DEL ESTADO.
PRESENTE.-
El suscrito Diputado Manolo Jiménez Salinas, del Grupo Parlamentario “Profra. Dorotea de la Fuente Flores”, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 22 fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta Soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo.

MOTIVOS DE ESTA PROPOSICIÓN.

Una parte muy importante de nuestra responsabilidad como representantes populares es la defensa de los intereses de nuestros representados, en todas aquellas cuestiones que tienen que ver con su bienestar y calidad de vida.

La situación económica actual del país, de bajo crecimiento económica y escasa creación de empleo, se agrava para muchas familias con las alzas que ha registrado la canasta básica en los últimos dos meses, y que ha disparado el crecimiento inflacionario mas allá de los límites superiores previstos para este año.

Siendo esta zona de Coahuila, la región sureste, la que registra en nuestra entidad los niveles más bajos de temperatura durante el otoño-invierno, y considerando que existen alrededor de setenta mil hogares en nuestra zona conurbada que tienen contratado con una empresa trasnacional el servicio de suministro de gas para uso doméstico, es muy importante que abordemos el problema de la variación tarifaria, dado que  frecuentemente varia uno de los componentes del precio total del servicio sin que el consumidor este enterado previamente, y pueda moderar su consumo.

El precio de adquisición según consumo, representa el costo que a  la empresa

Distribuidora le implica la adquisición del gas a Pemex. Ese es el primer rubro que forma parte del total de cada recibo-factura. En este elemento incide el precio de referencia internacional.

Pero hay un segundo componente del costo total del recibo, que se denomina cargo por distribución con comercialización, que se fija con el total del consumo más un cargo por distribución. En este apartado, la Comisión Reguladora de Energía, permite al concesionario, en nuestro caso a Gas Natural Fenosa, mediante un estudio previo, ir amortizando las nuevas inversiones. En nuestro país está por aplicarse un nuevo esquema tarifario llamado “roll in” que reparte los costos de construcción de nuevos ductos entre los usuarios.

El tercer factor del precio es un cargo por servicio, que es fijo, y el Impuesto al Valor Agregado correspondiente a la suma de los primeros tres rubros.

Aparte de esto, los usuarios, pagan en su recibo las coberturas de precio adquiridas por la empresa, que en ocasiones resultan dañinas porque se ubican en niveles mayores a los que estuvo el precio en el periodo cubierto, pero que son cargadas en el mismo apartado de “comercialización y cargo por servicio “. Con lo cual llega a suceder en ocasiones, algo totalmente contradictorio: el precio a nuestros consumidores sube, mientras en el extranjero, en Estados Unidos, por ejemplo, el costo está bajando.

De acuerdo a la Asociación Mexicana de Gas Natural es previsible un alza en los precios de la molécula del gas, lo que aunado a las nuevas inversiones en ductos y equipos, significaría un nuevo aumento para los usuarios de este servicio, que en los últimos doce años, ha pasado en el cobro de distribución con comercialización, al pasar de 0.36 pesos por metro cúbico, a 2.71 pesos, en la zona geográfica donde Saltillo y su zona metropolitana están ubicados.

Nada es más importante para muchas familias coahuilenses que poder mantener el equilibrio en su economía. Lo cual finalmente es un factor para su  tranquilidad, y que se ve reflejado en el clima social de nuestra comunidad.

Sin duda el servicio que presta la empresa Gas Natural-Fenosa es de gran utilidad e incide en los índices de bienestar y competitividad de nuestra región, pero la claridad e información oportuna para los usuarios es una responsabilidad que deben cumplir las empresas reguladoras del sector.

Basado en todo lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 22 fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Pleno, la siguiente: 
PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO

Misma que solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolución;

UNICO: QUE ESTE CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EXHORTE A LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGIA, Y A LA PROCURADURIA FEDERAL DEL CONSUMIDOR A INFORMAR AL PUBLICO CONSUMIDOR EN QUE PROPORCION HABRAN DE INCREMENTARSE EN EL PROXIMO PERIODO OTOÑO-INVIERNO LAS TARIFAS DE SUMINISTRO DE GAS PARA USO DOMESTICO DE LA EMPRESA GAS NATURAL-FENOSA EN LA ZONA GEOGRAFICA QUE COMPRENDE LA REGION SURESTE DE COAHUILA.
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA. A 10 DE SEPTIEMBRE DE 2012.
ATENTAMENTE.
DIP. MANOLO JIMENEZ SALINAS.

Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto
Dip. José Francisco Rodríguez Herrera

Dip. Jorge Alanís Canales 
Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Indalecio Rodríguez López
Dip. Ricardo López Campos

Dip. Ana María Boone Godoy

Dip. José Luis Moreno Aguirre
Dip. Cuauhtémoc Arzola Hernández

Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero
Dip. Juan Alfredo Botello Nájera

Dip. Antonio Juan Marcos Villarreal
Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos

Dip. Rodrigo Fuentes Ávila 
Dip. Víctor Manuel Zamora Rodríguez

Dip. Francisco José Dávila Rodríguez
Dip. María Guadalupe Rodríguez Hernández

Proposición con Punto de Acuerdo, que presenta el Diputado Edmundo Gómez Garza, conjuntamente con el Diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez del Grupo Parlamentario “Licenciada  Margarita Esther Zavala Gómez del Campo” del Partido Acción Nacional, con objeto de que esta Soberanía solicite  a la Secretaría de Finanzas de Coahuila, lo siguiente: 1) El costo que ha implicado el mantener funcionando dos tribunales de conciliación y arbitraje, tanto en nómina, gastos de operación y demás erogaciones; 2) El tiempo que aún falta para que solo funciones el que corresponde al Poder Judicial; 3) Los costos aproximados que se generarán en el plazo de tiempo antes mencionado; 4) Si existen problemas legales o demandas presentada en su momento por los empleados originales del Tribunal que fueron (en el papel) reemplazados por su similar adscrito al Poder Judicial, y; 5) Si la existencia de ambos tribunales se debe solo a que no han concluido los procesos laborales que estaban pendientes cuando se decretó su extinción, u obedece a problemas legales de diversa naturaleza, como los antes mencionados.
Del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, podemos citar los siguientes preceptos, que establecen disposiciones relativas al Tribunal de Conciliación y Arbitraje:
ARTICULO 171.- El Tribunal de Conciliación y Arbitraje es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía constitucional, independencia y plena jurisdicción, en los términos que establece la Constitución Política del Estado y la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.
El Tribunal de Conciliación y Arbitraje funcionará con una Sala Superior y las Salas Especiales que se requieran conforme a las necesidades del servicio y al presupuesto anual de egresos respectivo. El acuerdo que determine el establecimiento de las Salas Especiales fijará su competencia y deberá publicarse en el Boletín Judicial, así como en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
La Sala Superior es el órgano supremo del Tribunal y está integrada por tres magistrados numerarios y tres magistrados supernumerarios, con residencia en la capital del Estado. Las Salas Especiales tendrán la residencia y jurisdicción que determine el Consejo de la Judicatura y estarán integradas por un magistrado numerario.....
La reforma fue publicada el 11 de diciembre de 2009 (debemos anotar que ya estaba contemplado en la Constitución de Coahuila desde mayo del 2007, pero no se habían hecho la reformas secundarias para darle “vida”), es decir, hace dos largos años y seis meses. Este tribunal, de acuerdo al mismo ordenamiento en cita, es competente para conocer de (Art. 180):
......Los conflictos que se susciten entre:

I.
El Poder Legislativo y sus trabajadores;

II.
El Poder Ejecutivo y sus trabajadores;

III.
El Poder Judicial y sus trabajadores, con excepción de los del Tribunal Superior de Justicia, el que conocerá de los conflictos laborales con sus trabajadores;

IV.
Los Municipios y sus trabajadores;

V.
Los organismos públicos autónomos y sus trabajadores;

VI.
Los trabajadores al servicio del Estado y su Sindicato y los trabajadores al servicio de los municipios y sus sindicatos, y

VII.
Los trabajadores al servicio de la educación y sus sindicatos, y organismos públicos autónomos y sus sindicatos, en su caso....
Este Tribunal, se supone, vino a reemplazar al antes denominado Tribunal de Conciliación y Arbitraje para los Trabajadores al Servicios de los Poderes del Estado y los Municipios, mejor conocido como “El Tribunalito”.
Ahora bien, al leer el multicitado Estatuto encontramos el siguiente artículo transitorio que se refiere a la vigencia del “Tribunalito”:
P.O. 11 DE DICIEMBRE DE 2009. DECRETO 155
TERCERO.- Para dar cumplimiento a lo previsto en el presente Decreto, en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberá quedar instalado formal y materialmente el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza a partir de enero de 2010, fecha a partir de la cual, dicho órgano judicial recibirá las demandas y asuntos laborales de los trabajadores al servicio del Estado y los municipios que, por su naturaleza, deba conocer.
(REFORMADO, P.O. 6 DE AGOSTO DE 2010)

CUARTO.- El Tribunal de Conciliación y Arbitraje para los Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado y de los Municipios, órgano del Poder Ejecutivo del Estado, deberá concluir los trámites, procedimientos y expedientes que tenga pendientes y posterior a ello quedará forma y materialmente extinto.
QUINTO.- El personal que forma parte del Tribunal de Conciliación y Arbitraje para los Trabajadores al Servicio de los poderes del Estado y de los Municipios, quedará a disposición del Ejecutivo del Estado, una vez que se cumpla con lo previsto en el artículo que antecede.  

Hoy, y como lo reveló hace más de 15 días un medio impreso de esta Ciudad, siguen funcionando ambos tribunales, esto implica costos excesivos para un gobierno que presume de austero. El argumento expuesto por la Secretaría del Trabajo en la entidad, es que “un artículo transitorio en la ley, decía que hasta que no se concluyeran los asuntos pendientes del llamado Tribunalito, no se podía decretar su extinción....”
Suponemos que se refiere al Cuarto Transitorio de la Reforma de 06 de agosto de 2010.  De hace dos años. Dos años con dos tribunales laborales en funciones. Esto, a la luz de cualquier análisis legal, plantea y exhibe que el problema es en realidad mucho mayor al que menciona la Titular de la Secretaría del Trabajo.
Esta es la cuestión:
I.- De todos es conocido que los juicos o procesos laborales de esta naturaleza, toman largos años, en especial, cuando el “Tribunalito” debía proteger los intereses del Gobernador en turno, o de algún municipio, para evitar pagar cuantiosas liquidaciones o enormes cantidades de dinero por concepto de salarios caídos, se sabe de procesos que duraron 7 largos años; algunos hasta superaron los 9. ¿Cómo saber entonces, cuándo “concluirán” los casos pendientes del llamado Tribunalito? 
II.- Ya desde la creación del Tribunal de Conciliación y Arbitraje adscrito al Poder Judicial, el Grupo Parlamentario del PAN de la LVIII Legislatura señaló que la reforma en cuestión era inconsistente, poco clara, y que sin dudarlo, derivaría en serios conflictos legales en la práctica, entre otros:
A) La situación de los trabajadores o empleados del Tribunal, al quedar a “disposición del gobernador”.
B) El hecho de la propia desaparición de Tribunal, que, por su naturaleza y por los asuntos de su competencia, planteaba aristas de diversa complejidad.
C) La situación de las demandas o procesos llevados ante el órgano multicitado, y la forma en que reaccionarían los trabajadores o demandantes afectados. Y; 
D) La situación de los sindicatos de burócratas en relación al órgano multicitado.
Desde luego, no omitimos mencionar que desde la creación del nuevo Tribunal de Conciliación y Arbitraje, abundaron los rumores de que los ex funcionarios del mismo, o algunos de ellos, habrían promovido amparos de diversa naturaleza y objetivos, que a la postre afectarían seriamente la intención de que el órgano en cuestión desapareciera.

Es necesario saber todo en torno a este  problema, y que no pretendan engañarnos con cortinas de humo.
Basta mencionar, que el propio ex presidente de la Junta de Gobierno de la LVIII Legislatura, Fernando Donato de las Fuentes, señaló a medios de información el 24 de noviembre de 2009, que en los transitorios de la ley, se impondrían 180 días naturales, para que el Tribunalito concluyera todos sus asuntos pendientes, y dejara trabajar de forma única al nuevo Tribunal, sin embargo, como se aprecia en la reforma y en sus transitorios, jamás se plasmaron los 180 días de plazo, sino que se dejó abierto el periodo de tiempo, es decir, un plazo indefinido.....y quizá demasiado largo.
Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente:
Proposición con Puntos de Acuerdo:
Que por las características del caso, solicitamos que sea resuelta en la vía de Urgente y Obvia Resolución. 

Único.- Que esta Soberanía solicite   a la Secretaría de Finanzas de Coahuila, lo siguiente: 1) El costo que ha implicado el mantener funcionando dos tribunales de conciliación y arbitraje, tanto en nómina, gastos de operación y demás erogaciones; 2) El tiempo que aún falta para que solo funciones el que corresponde al Poder Judicial; 3) Los costos aproximados que se generarán en el plazo de tiempo antes mencionado; 4) Si existen problemas legales o demandas presentada en su momento por los empleados originales del Tribunal que fueron (en el papel) reemplazados por su similar adscrito al Poder Judicial, y; 5) Si la existencia de ambos tribunales se debe solo a que no han concluido los procesos laborales que estaban pendientes cuando se decretó su extinción, u obedece a problemas legales de diversa naturaleza, como los antes mencionados.

Fundamos esta petición en los artículos 22, Fracción V, 23 Fracción IV, 163, 170, 171, 172 y 173 párrafo tercero,  de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA  MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO” DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de septiembre de 2012  

DIP. EDMUNDO GÓMEZ GARZA

      DIP. FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ

PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO FRANCISCO JOSE DAVILA RODRIGUEZ, Y DEMAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBEN, EN EL QUE SE EXHORTA Al SENADO DE LA REPUBLICA A PROCESAR LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA LA LEY DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, PRESENTADA EL 29 DE NOVIEMBRE DE 2011.
H. CONGRESO DEL ESTADO.
PRESENTE.-
El suscrito Diputado Francisco José Dávila Rodríguez, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 22 fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta Soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo.

MOTIVOS DE ESTA PROPOSICIÓN.

Durante el año pasado, el Congreso de la Unión realizó trabajos de consulta pública a través de las Comisiones de Federalismo, Desarrollo Regional, y de Vivienda de la Cámara de Senadores; y las Comisiones de Fortalecimiento del Federalismo y de Vivienda de la Cámara de Diputados, coordinadas por la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial de la Cámara de Senadores, y la Comisión de Desarrollo Metropolitano de la Cámara de Diputados.

En este marco se formó una coordinación técnica de especialistas, y se realizaron cuatro foros regionales en el país, uno de los cuales tuvo lugar en nuestra entidad, en la ciudad de Torreón. En ella participaron diputados locales de los Estados del norte de la República, y especialistas, empresarios, desarrolladores, académicos, y representantes de los gobiernos estatales, y de los municipios.

Como resultado de este esfuerzo de estudio y consulta se presentó el 29 de noviembre del pasado año, en el Senado de la República, en la Legislatura LXI una iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma, adiciona y deroga la Ley General de Asentamientos Humanos.

Nuestra primera Ley con esa definición – Asentamientos Humanos – data de 1976.  En 1993 se realizó una gran consulta nacional que generó la ley en vigor, a la que se le han venido haciendo diversas reformas, entre las que destacan las de 1994, 2000 y 2004. Casi todas estas actualizaciones tuvieron que ver con la concentración o división de las funciones de desarrollo urbano, vivienda, regularización de la tierra, y asuntos ambientales, en el ámbito de la Secretaría de Desarrollo Social o su traslado a otras secretarías u organismos. Todo lo mencionado, por supuesto en el nivel federal.

La iniciativa que actualmente se encuentra en el Senado de la República, señala en su exposición de motivos, aspectos de diagnóstico muy relevantes, que me permito citar textualmente:

“En las últimas décadas se ha presentado en el país un crecimiento exponencial en asentamientos humanos que conforman conglomerados que en muchas ocasiones no han seguido los lineamientos básicos que se requieren para garantizar la sustentabilidad del medio ambiente, la mitigación de los efectos y sobrecarga en el entorno para prestar los servicios básicos, la calidad de vida y la seguridad de sus habitantes. Este proceso de urbanización, claramente irracional, hace que nuestras ciudades sean cada vez más costosas de mantener, más complejas de funcionar, insustentables, y también más inseguras, porque no se ha construido vida comunitaria, ni la cohesión que la vida urbana de hoy requiere“.

De igual manera se consigna un análisis sobre las zonas metropolitanas, como a continuación se reproduce: el creciente proceso de conurbación ha ido conformando las nuevas metrópolis que implican las interacción funcional de diversas ciudades y centros de población que colindan en un espacio común, y que en general rebasan límites políticos y administrativos, por lo que pueden darse entre diversos municipios, entidades federativas, e incluso a nivel transfronterizo.

Como hemos visto, en las referencias anteriores, esta problemática está presente en nuestras ciudades y zonas metropolitanas.

Varios integrantes de esta Legislatura, de las Comisiones que tienen que ver con el tema, hemos venido participando en los foros que la administración estatal viene desarrollando con miras a la integración de una iniciativa que origine una nueva Ley de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial, que venga a sustituir a la vigente Ley de Asentamientos Urbanos y Desarrollo Urbano, del nivel local.

En el municipio de nuestros representados, Torreón, existe entre autoridades municipales, y desarrolladores, así como entre los profesionales del ramo, un gran interés porque este Congreso pueda recibir y procesar una iniciativa que venga a  darnos nuevos horizontes en el desarrollo urbano, y la gestión y planeación del desarrollo de las ciudades, e iniciar con el sustento de la ley, la búsqueda de las soluciones que demandan los complejos retos de nuestras zonas metropolitanas.

Por eso, conmino a ustedes compañeros diputados,  a que solicitemos al Senado de la República el análisis y dictamen de  la iniciativa que se presentó en la pasada legislatura en esta materia, que de ser aprobada crearía el marco de concurrencia y competencia para los distintos ordenes de gobierno, para que estemos  en posibilidad de legislar desde nuestro ámbito, de acuerdo a la apertura que establezca el ordenamiento federal.

Basado en todo lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 22 fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante este Pleno, la siguiente: 
PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO

Misma que solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolución;

UNICO: QUE ESTA CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA EXHORTE A LA LXII LEGISLATURA DE LA CAMARA DE SENADORES A DICTAMINAR Y APROBAR, EN CASO DE QUE ASI LO CONSIDERE, LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA, ADICIONA  Y DEROGA LA LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, A EFECTO, DE QUE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS ESTEN EN POSIBILIDAD DE LEGISLAR EN CONCORDANCIA CON EL ESPIRITU DE DICHA PROPUESTA, Y SE PUEDA AVANZAR EN LA REGULACIÓN DEL DESARROLLO URBANO, EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL ASI COMO LA GESTION DE LAS ZONAS METROPOLITANAS.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 10 DE SEPTIEMBRE DE 2012.
ATENTAMENTE.
 DIP. FRANCISCO JOSE DAVILA RODRIGUEZ.

Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto
Dip. José Francisco Rodríguez Herrera

Dip. Jorge Alanís Canales 
Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Indalecio Rodríguez López
Dip. Ricardo López Campos

Dip. Manolo Jiménez Salinas
Dip. Ana María Boone Godoy

Dip. José Luis Moreno Aguirre
Dip. Cuauhtémoc Arzola Hernández

Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero
Dip. Juan Alfredo Botello Nájera

Dip. Antonio Juan Marcos Villarreal
Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos

Dip. Rodrigo Fuentes Ávila 
Dip. Víctor Manuel Zamora Rodríguez

Dip. Francisco José Dávila Rodríguez
Dip. María Guadalupe Rodríguez Hernández

PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ, COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO “APOLONIO M. AVILÉS, BENEMÉRITO DE LA EDUCACIÓN" DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA, CON RELACIÓN  A SOLICITAR QUE EL AYUNTAMIENTO DE TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA, ANALICE Y LLEVE A CABO LAS ACCIONES NECESARIAS PARA REINSTAURAR EL PATRONATO DEL BOSQUE VENUSTIANO CARRANZA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

P R E S E N T E.-
En días pasados me he enterado de una noticia que me genera mucha preocupación, El Bosque Venustiano Carranza, ubicado en el centro de la ciudad de Torreón, se ha quedado sin Patronato.
Los empresarios encargados de velar por este espacio público renunciaron hace poco más de un mes a causa de que no se cumplieron los acuerdos de financiamiento por parte del Ayuntamiento.
El Bosque Venustiano Carranza es uno de los pulmones de mi ciudad, el cual, además de proporcionar aire puro, es un espacio en el que los Ciudadanos acuden para hacer deporte, divertirse e incluso aprender sobre la historia de Coahuila en el Museo Regional de la Laguna.
Construido en el año de 1941 cuando el entonces Presidente de la República, General Lázaro Cárdenas del Rio, decretó que estos terrenos, propiedad de la compañía Ferrocarril Coahuila y Pacífico, fueran entregados para fines de forestación, dándole hasta la fecha a la ciudad de Torreón un espacio rico en áreas verdes y flora desértica. 
Según los testimonios de los ahora ex miembros del Patronato, el Ayuntamiento de Torreón prometió un recurso proveniente de diversos fondos federales para desarrollar obras en beneficio del paseo público, y es fecha que no se ha otorgado el apoyo. Desconocemos si es una cuestión federal, estatal o local lo que tiene sin apoyo al Bosque Venustiano Carranza.
Aunado a lo anterior, el Patronato ha señalado que entregó al Ayuntamiento un reglamento altamente especifico que regulaba la entrada de vendedores ambulantes, los servicios al interior y el sano desarrollo de sus visitantes, y que éste nunca mostró un interés para darle seguimiento a la mejora de este espacio tan bello que ahora está en riesgo. 
Es importante también destacar que no es correcta la postura de estos empresarios, pues el dejar al Bosque sin Patronato es llevarlo a la ruina, existan o no fondos por parte del Municipio, la responsabilidad de sus miembros es hacer lo que está en sus manos para atender los problemas Que este espacio público pueda tener. No obstante no quito el dedo del renglón en cuanto a que es necesaria la intervención del Ayuntamiento para solucionar dichos problemas.
Existen múltiples cuestiones que se deben atender en el Bosque, pues muchos de los árboles se encuentran enfermos, se debe echar a andar la planta tratadora de aguas residuales para abastecerlo, pues necesita más agua de la que recibe por la donación y el pozo propio con el que cuenta. El comprometer al Bosque Venustiano Carranza es comprometer a vendedores establecidos, operadores de juegos mecánicos, clubes deportivos y  asistentes regulares que generan empleos e ingresos al Municipio.
Es por esto que hago un atento llamado a las autoridades del Ayuntamiento de Torreón, para que atiendan la problemática del Bosque Venustiano Carranza, puesto que poner en riesgo a este espacio público es poner en riesgo a los Torreonenses. Es cierto que se han invertido recursos económicos para nuevos espacios recreativos en la ciudad, sin embargo, no podemos descuidar los que ya existen y son de gran importancia ecológica y social.
Por lo que fundada esta atenta solicitud en lo anteriormente expuesto, propongo la siguiente:

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Misma que solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolución;

UNICO.- Que el H. Pleno del Congreso Independiente, Libre y Soberano del Estado de Coahuila de Zaragoza solicite al Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, a iniciar la re institución del Patronato del Bosque Venustiano Carranza con el fin de atender los problemas que presenta. En un lapso no mayor a quince (15) días hábiles.

SALTILLO COAHUILA DE ZARAGOZA, A 11 DE SEPTIEMBRE DE 2012

ATENTAMENTE

DIP. SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA.

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO que presenta el DIP. EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA del Partido Unidad Democrática de Coahuila por el que se exhorta al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, instrumente lo pertinente para que, a la brevedad, se cumpla con lo establecido por la fracción VIII del artículo 19 y, de esta manera, Ejecutivo y Municipios, y todos los demás sujetos obligados a los que les aplique, informen sobre el monto de los recursos económicos o en especie que por cualquier motivo hayan entregado a los sindicatos.

Compañeras y compañeros Diputados:

Llamo la atención a la lectura de la fracción VIII del artículo 19 de la vigente Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales:

Artículo 19.- Las entidades públicas deberán difundir, en su caso, a través de medios electrónicos la siguiente información… fracción VIII,
Las condiciones generales de trabajo, o instrumentos que regulen las relaciones laborales del personal sindicalizado y de confianza que se encuentre adscrito a los sujetos obligados y los recursos económicos o en especie que por cualquier motivo se hayan entregado a los sindicatos, incluso los donativos y el monto global de las cuotas sindicales.

En el texto del punto que conocerás todas y todos ustedes a través de la Gaceta Parlamentaria se notará el subrayado que hemos hecho a la parte final de esta fracción. Básicamente trata de que, en Internet, debiera estar publicado el monto de los recursos económicos o en especie que por cualquier motivo se hayan entregado a los sindicatos.  

¿Qué información encontramos al día de hoy en las páginas de Internet? Sobre esto, sobre lo entregado a los municipios, absolutamente nada. 

El Instituto Coahuilense de Acceso a la Información, a través de su página, publica, desde su creación, un reporte sobre el cumplimiento de la información mínima en Internet. De acuerdo con el segundo diagnóstico trimestral, el ICAI afirma se cumple con la ley en un 77.6%
. El dato es bajo. Debemos, además, tener algo claro: lo único que examina el ICAI es que haya algún archivo en la sección que observar, es decir, que a más de siete años de creado, el ICAI no ha sido capaz de desarrollar alguna medición que oriente a la ciudadanía sobre si los archivos que están en internet cumplen o no con lo que la Ley exige. Así las cosas, los sujetos obligados tienen poca oportunidad de mejora y la ciudadanía carece de información. 

Hagamos un llamado al cumplimiento de la Ley. Aportemos un esfuerzo para que se conozca el monto de los recursos económicos o en especie que por cualquier motivo se hayan entregado a los sindicatos.

El ejercicio de todo recurso público debe ser conforme a los principios de transparencia, pertinencia y proporcionalidad. Cada peso que se ejerce fuera de lo presupuestado o dentro del presupuesto pero para un fin diferente al originalmente establecido, genera injusticias y es tierra fértil para actos de corrupción. De aquí, que el asunto no es menor ni puede escapar de la atención de todos nosotros. 

Con estas consideraciones y con fundamento en los artículos 170, 171, 172 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea la siguiente 

Proposición con Punto de Acuerdo,

el que se solicita sea tramitado como de urgente y obvia resolución.

ÚNICO.- Se exhorta al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, instrumente lo pertinente para que, a la brevedad, se cumpla con lo establecido por la fracción VIII del artículo 19 y, de esta manera, Ejecutivo y Municipios, y todos los demás sujetos obligados a los que les aplique, informen sobre el monto de los recursos económicos o en especie que por cualquier motivo hayan entregado a los sindicatos.
SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

SALTILLO, COAHUILA A 11 DE SEPTIEMBRE DE 2012

DIP. EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA

DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA

“POR UN GOBIERNO DE CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA”

PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO JUAN CARLOS AYUP GUERRERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, Y DEMAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBEN, “EN EL QUE SE EXHORTA A LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD A LA RENOVACIÓN DE LOS CONTRATOS ABIERTOS DE SUMINISTRO DE CARBÓN CON LA PROMOTORA PARA EL DESARROLLO MINERO DE COAHUILA”.  
H. CONGRESO DEL ESTADO. 

P R E S E N T E.-

El suscrito Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, del Grupo Parlamentario “Profesora Dorotea de la Fuente Flores”, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 22 fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta Soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo.

Compañeros y Compañeras Legisladores, hago uso de esta Tribuna para hacer del conocimiento de este Legislatura, la creciente incertidumbre que se presenta en la Región Carbonífera de Coahuila, por la demora en la renovación de los contratos multianuales de suministro de carbón que han celebrado durante una década la Comisión Federal de Electricidad y el Gobierno del Estado de Coahuila a través de la Promotora para el Desarrollo Minero, dentro del Programa Social de Apoyo a los Pequeños y Medianos Productores de Carbón, programa que ha servido como pilar de desarrollo de esa y otras regiones del norte del Estado.
En 1994 el Gobierno Federal, la Comisión Federal de Electricidad y el Gobierno del Estado de Coahuila crearon el Programa de Fortalecimiento y Desarrollo de la Región Carbonífera teniendo como objetivos primordiales por su contenido social, el impulsar la Región Carbonífera de Coahuila evitando un colapso económico, fortaleciendo además la presencia de Comisión Federal de Electricidad al contar a mediano y largo plazo con el abastecimiento confiable del carbón para sus dos Plantas Termoeléctricas del Norte del Estado, logrando con esto la tranquilidad de todos los habitantes de las Regiones Centro, Carbonífera y Norte del Estado al permitir la continuidad de los empleos existentes así como la generación de nuevos empleos y la constante derrama económica que permitiría el desarrollo de esas regiones del Estado.

La propia Comisión Federal de Electricidad a través de su Junta de Gobierno, mediante los acuerdos número 69 del 20 de septiembre de 1999 y 66 del 6 de noviembre del 2001, autorizó el programa de fortalecimiento y desarrollo de la Región Carbonífera de Coahuila y el apoyo a los pequeños y medianos productores, mediante adquisiciones de carbón para el abastecimiento de las centrales termoeléctricas José López Portillo y Carbón II.

Con la creación de la Promotora para el Desarrollo Minero de Coahuila, el 28 de marzo del 2003 se generó el preciado anhelo de una oportunidad para que los pequeños y medianos productores de carbón de Coahuila abastecieran por fin del citado mineral a las plantas termoeléctricas José López Portillo y Carbón II en Nava Coahuila y cumplir además con su objetivo principal, la generación de electricidad con el menor costo.

La Promotora para el Desarrollo Minero de Coahuila, actualmente participa con la Comisión Federal de Electricidad mediante la suscripción de contratos abiertos de suministro de carbón por la cantidad de 3,300,000 de toneladas anuales, con vigencia de tres años, bajo un esquema de entrega 80%-100%, respecto a las centrales termoeléctricas José López Portillo y Carbón II en Nava, Coahuila, generando con ello 3,500 empleos respecto a las empresas que tienen celebrado contrato con la PRODEMI, beneficiando así a más de 17,500 empleos indirectos, convirtiéndose en el principal factor económico no solo de la Región Carbonífera del Estado de Coahuila, sino de  esa y otras regiones del Estado, destacando las Regiones Centro y Norte del Estado.
La Comisión Federal de Electricidad debe asumir el papel que como empresa nacional le corresponde, y ser la palanca en el desarrollo respecto al Programa de Fortalecimiento y Desarrollo de la Región Carbonífera, el cual tiene identificados los objetivos primordiales de su contenido social, por lo que además dicha Comisión debe impulsar a la Región Carbonífera de Coahuila, como un compromiso del Estado Mexicano que va mas allá de un trato comercial, ya que tiene que ver con el desarrollo de toda una Región que produce entre el 10% y 15% de la energía que consume el país.

Basado en todo lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 22 fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante este Pleno, como de urgente y obvia resolución la siguiente:

PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- En la que se solicita a la Comisión Federal de Electricidad, lleve a cabo la renovación de los contratos abiertos de suministro de carbón con la Promotora para el Desarrollo Minero de Coahuila,  correspondientes a las centrales Termoeléctricas José López Portillo y Carbón II, a fin de permitir la continuidad del Programa de Fortalecimiento y Desarrollo de la Región Carbonífera, lo cual garantiza la certeza económica en las Regiones Carbonífera, Norte y Centro del Estado, y la permanencia de los más de 21,000 empleos directos e indirectos propios de esta actividad.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA; A 10 DE SEPTIEMBRE DE 2012.

ATENTAMENTE.

DIP. JUAN CARLOS AYUP GUERRERO
Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto
Dip. José Francisco Rodríguez Herrera

Dip. Jorge Alanís Canales 
Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Indalecio Rodríguez López
Dip. Ricardo López Campos

Dip. Ana María Boone Godoy
Dip. Manolo Jiménez Salinas.

Dip. José Luis Moreno Aguirre
Dip. Cuauhtémoc Arzola Hernández

Dip. María Guadalupe Rodríguez Hernández
Dip. Juan Alfredo Botello Nájera

Dip. Antonio Juan Marcos Villarreal
Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos

Dip. Rodrigo Fuentes Ávila 
Dip. Víctor Manuel Zamora Rodríguez

Dip. Francisco José Dávila Rodríguez

PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO JOSÉ FRANCISCO RODRIGUEZ HERRERA INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES" DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LO SUSCRIBEN, CON RELACION A LAS MALAS CONDICIONES QUE EXISTEN ENTRE EL KILOMETRO 156 Y EL 160 DE LA CARRETERA SALTILLO- TORREÓN.

C. PRESIDENTA  DE  LA  MESA  DIRECTIVA
DEL H. CONGRESO DEL  ESTADO  DE  COHAUILA.

P R E S E N T E.- 

Compañeras y compañeros diputados:
Los ciudadanos sabemos, que es de suma importancia contar con un buen sistema de carreteras, que sea funcional, que se encuentre en óptimas condiciones y que garantice la seguridad para quienes transitamos por ellas.

Desafortunadamente no es el caso de la carretera federal 40 Saltillo- Torreón, la cual entre los kilómetros 156 al 160 que comprende el tramo de paila al ejido el sol. Pues en dicho lugar con cierta frecuencia, ocurren muchos accidentes y en algunos de los casos ha terminado con la vida de quienes han tenido la mala fortuna de pasar por ella, inclusive han perecido familias completas de conocidos laguneros, quienes han pagado un alto costo, por la irresponsabilidad de las autoridades competentes, pues para quienes transitamos por esta carretera, podemos advertir que entre el tramo antes señalados, no existe acotamiento por ambos lados de la carretera, ni mucho menos señalamiento alguno que advierta a los automovilistas, que no se cuenta con un espacio suficiente para maniobrar en caso de sufrir una falla mecánica.

Así mismo, quienes también están padeciendo las consecuencias de no contar con un área de acotamiento así como de los señalamientos correspondientes en la carretera 40 saltillo- torreón en su tramo que ya he mencionado, son los cientos de turistas y personas no avecindadas en nuestro estado, que diariamente transitan por ese lugar y para quienes se torna a un más peligroso, por las condiciones adversas de dicho tramo carretero, pues desconocen plenamente las condiciones en que se encuentra la misma. 

Cabe hacer mención que hace algún tiempo, se hicieron algunas reparaciones y se recarpeteo el tramo carretero al que me he venido refiriendo en este punto de acuerdo. Pero dichos trabajos resultaron insuficientes, pues al parecer no les alcanzo el presupuesto para concluir con la obra, porque basta pasar por ahí y cerciorarse que sigue siendo un peligro inminente para quienes transitamos por ahí, por lo que resulta urgentemente necesario que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a través de su delegación en nuestro estado, supervise y realice los trabajos de reparación necesarios, así como la colocación de los señalamientos correspondientes a fin de que se eviten tantos accidentes en esa parte de la carretera Saltillo- Torreón 

Al respecto, quiero hacer mención, que el Centro Nacional de Prevención de Accidentes de la Secretaría de Salud, señala que los accidentes viales representan pérdidas por 130 mil millones de pesos al año, la muerte de aproximadamente 24 mil personas y la hospitalización 750 mil, todo por siniestros en carreteras y, en la ocurrencia de esos accidentes, el mal estado de las carreteras o la falta de mantenimiento contribuyen en un 50%, por lo que se requiere de la actuación inmediata por parte de la autoridad para que se atienda el mal estado en que se encuentra la infraestructura carretera a que me he venido refiriendo.
Por último, cabe señalar, que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, ante la falta de mantenimiento de la carretera 40 Saltillo- Torreón del sistema federal, incumple con su misión que es la de, proporcionar un óptimo servicio al transitar por los caminos federales, brindando seguridad y confort a los usuarios, buscando construir, administrar, conservar y reconstruir la infraestructura carretera de jurisdicción federal.
Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que nos otorga el  Artículo 22 en su fracción V de la Ley Orgánica del Congreso del Estado y con fundamento en los Artículos 170, 171, 172, 173 y demás relativos del citado ordenamiento, nos presentamos por este conducto para someter como de urgente y obvia resolución, a la consideración de este Pleno la siguiente:
PROPOSICION CON  PUNTO DE ACUERDO
ÚNICO. Que este H. Congreso del Estado, envié un atento exhorto a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, solicitándole que a través de su Delegación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, repare de manera urgente las anomalías que existen en el tramo carretero, a que me referí en el preámbulo de este punto de acuerdo.

A T E N T A M E N T E,

Saltillo, Coahuila., a 11 de Septiembre de 2012
DIP. JOSÉ FRANCISCO RODRÍGUEZ HERRERA
PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA EL DIPUTADO MANOLO JIMENEZ SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN RELACION Al CCII ANIVERSARIO DEL INICIO DE LA LUCHA POR LA INDEPENDENCIA DE NUESTRO PAIS.
H. CONGRESO DEL ESTADO.
PRESENTE.-

El próximo quince de septiembre estaremos celebrando el doscientos dos aniversario del inicio de la guerra de independencia, que a su final nos convirtió en una nación independiente.

El patriotismo de Miguel Hidalgo, y el grupo de patriotas que lo acompañó en una cruzada militar cuyo buen fin parecía imposible, pudo liberarnos del yugo de la monarquía española que había convertido nuestro territorio en una colonia cuyas riquezas se generaban en base a la explotación de la población indígena y mestiza.

La lucha que inició aquella madrugada en Dolores, en lo que hoy es el Estado de Guanajuato, no solo buscaba nuestra independencia, sino que combatía también la esclavitud, la injusticia, y la  sumisión.

La Nueva España había venido nutriéndose de los movimientos independentistas, como el de Estados Unidos, y los movimientos sociales, como la Revolución Francesa, que fueron creando un espíritu critico incluso entre la población criolla en aquella época.

El Ejército Insurgente, formado mayoritariamente por indios y mestizos desposeídos, obtuvo triunfos resonantes al inicio, como fue el de la batalla del Monte De Las Cruces, ó la toma de Celaya y la de la Alhóndiga de Granaditas, también en Guanajuato. La costosísima derrota del Puente Calderón, muy cerca de Guadalajara, le dio al Ejército Realista la moral y el espacio para prolongar la lucha mucho tiempo. Aunque Hidalgo hubiera decretado la abolición de la esclavitud, en diciembre del mismo 1810. 

Finalmente, en julio de 1821, Don Juan de O’Donoju, el último Virrey de la Nueva España, reconoció la Independencia de México.

Revivir el recuerdo de Allende, Josefa Ortiz de Domínguez, Juan Aldama y todos los que acompañaron a Hidalgo, en el sueño de construir una patria nueva, nos remite hoy a repensar la circunstancia del México del Siglo XXI. Del México de nuestros días.

Ubicados como una de las quince economías más grandes del mundo, como el onceavo país mas poblado del orbe, nuestro México debe apurar el paso en el tema de la equidad social y el bienestar de sus habitantes. Es hora de enfrentar a fondo la desigualdad y la marginación, incentivos negativos de los que crece la descomposición del tejido social. Nuestro tiempo nos demanda un combate frontal a la pobreza.

México debe impulsar a fondo una reactivación económica que nos permita crear los empleos que las nuevas generaciones demandan para tener un ingreso digno que les permita construir sus proyectos de vida.

México necesita atender las necesidades de educación, formación y desarrollo, de su niñez y juventud. Pero al mismo tiempo debe ofrecer una mayor certeza de tranquilidad a sus adultos mayores, que cumplieron con su responsabilidad productiva, y que aspiran a vivir su plenitud sin carencias y angustias.

México requiere construir una mejor realidad; una mayor oportunidad de progreso para sus mujeres que se han convertido en un factor socioeconómico fundamental debido a su rápido crecimiento en el mercado laboral así como en la gestión y desarrollo empresarial, Y que hoy son soporte fundamental en muchos hogares, ya que en una proporción muy mayor con respecto a las décadas pasadas, aportan el sustento de sus familias.

México debe reconstruir su sistema productivo rural; reducir la dependencia del exterior en materia alimentaria; repoblar el campo y reactivar su economía. Proteger nuestros ecosistemas, para darle sustentabilidad a nuestro desarrollo.

México y los mexicanos tenemos que seguir fortaleciendo nuestras instituciones democráticas.  Procurarnos una impartición de justicia más confiable y expedita.

Diseñarnos un sistema de transparencia y rendición de cuentas que satisfaga las aspiraciones de la ciudadanía y que propicie una nueva relación entre sociedad y poder público.

México debe dar un mejor provecho a su riqueza petrolera, para financiar una mejor infraestructura para el desarrollo regional; para multiplicar la inversión en ciencia y tecnología, así como elevar la calidad de nuestro sistema de salud pública.

Una reforma hacendaria profunda, así como aquellas que se requieren para elevar nuestra competitividad, debe aportar mayores recursos a estados y municipios; al  igual que dar viabilidad futura a nuestros sistemas de pensiones.

Debemos hacer los ajustes que sean necesarios en nuestra legislación electoral para terminar con los vacios que conceden vida a la sospecha y brindan oportunidad a la descalificación.

Tenemos que reeditar la voluntad justiciera de Miguel Hidalgo para que en México la dignidad, las garantías individuales y colectivas se consagren y protejan en la más avanzada legislación en materia de derechos humanos.

México y los mexicanos debemos replantearnos nuestra relación con el exterior. Ubicar nuestro combate al narcotráfico y la delincuencia organizada como un asunto de corresponsabilidad multinacional; así como proponer un nuevo tratamiento al fenómeno migratorio, para entenderlo  como una manifestación de las asimetrías con la economía de nuestros vecinos del norte, que también son nuestros socios comerciales.

Tenemos que consolidar la funcionalidad de nuestro federalismo. Para que las responsabilidades y facultades de cada orden de gobierno puedan realizarse con más eficiencia y eficacia. Lo decimos desde Coahuila, la tierra de Miguel Ramos Arizpe. Donde a pesar de nuestra ubicación fronteriza, ratificamos día a día nuestra mexicanidad. 

En estas fiestas patrias ratifiquemos nuestro amor a México; nuestro compromiso con las mejores causas; nuestra suma a las más nobles y delicadas tareas, para que México se mas grande, mas libre y mas justo. 

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 10 DE SEPTIEMBRE DE 2012.

ATENTAMENTE.

DIP. MANOLO JIMENEZ SALINAS.





































� Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1947.


� http://www.resi.org.mx/icainew/arbol/docs/Diagnostico%20IPM%202o%20trim%20-2012.pdf






